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gracias a la fotógrafa Martha Ruiz Camino 

A lo largo de este año vamos a poder disfrutar en las portadas de nuestra Gaceta de la generosidad y 
sensibilidad de Martha Ruiz Camino, extraordinaria artista de la fotografía, con amplio reconocimiento 
nacional e internacional, como lo acredita su participación en 22 exposiciones colectivas y seis individuales, 
la publicación de su obra y los reconocimientos acumulados a lo largo de su carrera artística. 

Pero Martha es, antes que artista y fotógrafa, un maravilloso ser humano, dotado de un profundo sentido 
de espiritualidad y aprecio por la vida, así como de una intensa vocación por compartir y servir a los demás, 
que es lo que mueve e inspira su obra. Con esa vocación de servicio en su búsqueda de vida, entre otras 
actividades colaboró con Amnistía Internacional, en los años en que la organización fue reconocida con 
el Premio Nobel, de ahí su cercanía con la temática de los Derechos Humanos. 

Para Martha su actividad en la fotografía no es proceso individual, es el medio y motivo para compartirnos 
ese permanente “diálogo con la luz” en que se centra su obra y con el que nos hace partícipes de su 
sensibilidad. Por eso queremos agradecerle su generosidad de compartir con nosotros las fotografías que 
ilustrarán este año el órgano oficial de difusión de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 
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Premio Nacional 
de Derechos Humanos 2008 

EL CONSEJO DE PREMIACIÓN DEL PREMIO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS, 
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 6, fracción XIV; 109; 110, y 111 
de la Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civiles, y 1, 3, 8, 9, 15, 16, 18, 
20, 21, 23, 25, 26, 27, 28 y 29 del Reglamento sobre el Premio Nacional de 
Derechos Humanos, y 

considerando 

Que el Premio Nacional de Derechos Humanos es el reconocimiento que la so­
ciedad mexicana confiere, a través del Organismo Constitucional Autónomo de 
Derechos Humanos, a las personas que se han destacado en la promoción efec­
tiva y defensa de los derechos fundamentales; 

Que el 6 de octubre del año en curso fue publicada la convocatoria correspon­
diente; 

Que dicha convocatoria se emitió al público en general, a cualquier persona, 
organismo público o privado, para proponer a quien estimaran se haya destaca­
do en la promoción efectiva y en la defensa de los Derechos Humanos, en los 
términos de las bases correspondientes; 

Que dicha convocatoria agotó su término, habiendo estado vigente hasta las 
18:30 horas del día 17 de octubre de 2008; 

Que el Jurado formuló el dictamen relativo al Premio Nacional de Derechos Hu­
manos 2008, mismo que el Consejo de Premiación aprobó por unanimidad, 
mediante acuerdo adoptado en su sesión ordinaria número 2, de fecha 4 de 
noviembre del año en curso, y 

Que el Jurado determinó someter a consideración del Consejo de Premiación la 
propuesta para otorgar el Premio Nacional de Derechos Humanos 2008 a la C. 
P. Esther Chávez Cano, por su destacada trayectoria de 16 años en la promoción 
efectiva y defensa de los Derechos Humanos, así como que la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos otorgue un reconocimiento Summa Cum Laude (post 
mortem) al C. Fernando Martí Haik. 

En virtud de lo anteriormente expuesto, el Consejo de Premiación del Premio 
Nacional de Derechos Humanos tiene a bien expedir el siguiente: 
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ACUERDO
 

PRIMERO. Se otorga el Premio Nacional de Derechos Humanos 2008 a la C. P. 
ESTHER CHÁVEZ CANO. 

SEGUNDO. Se otorga un reconocimiento Summa Cum Laude (post mortem) al 
C. FERNANDO MARTÍ HAIK. 

TERCERO. La ceremonia de entrega del Premio se verificará el día que determine 
el Titular del Poder Ejecutivo Federal, en los términos que señala la Ley. 

CUARTO. Se instruye al Secretario del Consejo de Premiación del Premio Nacional 
de Derechos Humanos publicar el presente Acuerdo en el Diario Oficial de la Fe­
deración, en la Gaceta oficial de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
en su página electrónica, así como difundirlo a través de los medios masivos de 
comunicación. 

México, D. F., 4 de noviembre de 2008 

Dr. José Luis Soberanes Fernández 
Presidente del Consejo de Premiación 

Lic. Antonio de Jesús Naime Libién 
Secretario del Consejo de Premiación 
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Expedientes de queja
 

A. Expedientes de queja registrados en el periodo 
por Visitaduría y total 

Número total 
de expedientes 

Segunda Visitaduría 

Primera Visitaduría 

Cuarta Visitaduría 

Quinta Visitaduría 

Tercera Visitaduría 

431 

208 

115 

44 

43 

21 

B. Expedientes de queja en trámite 
por Visitaduría y total 

In
fo
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e 

m
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al

 Número total 
de expedientes 

Segunda Visitaduría 

Primera Visitaduría 

Quinta Visitaduría 

Cuarta Visitaduría 

Tercera Visitaduría 

1,703 

605 

541 

265 

216 
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128 108 24 37 

Primera Segunda  Quinta 
Visitaduría Visitaduría  Visitaduría 

Cuarta 
Visitaduría 

47 20 10 7 20 
 

Primera Segunda Tercera  Quinta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría  Visitaduría 

Cuarta 
Visitaduría 

C. Total de expedientes concluidos y por Visitaduría
 

a. Formas de conclusión de expedientes en cada Visitaduría 

Total de expedientes 
concluidos 568 

297Orientación al quejoso 
y/o remisión de la queja 

Solución de la queja 
durante su tramitación 

104 

Por no existir materia 86 

Desistimiento 
del quejoso 45 

16 

8 

7 
5 

Acumulación de expedientes 

Recomendación del Programa de Quejas 

Falta de interés del quejoso 
No competencia de la CNDH 

Orientación al quejoso y/o remisión de la queja: 297 
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e 
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Solución de la queja durante su tramitación: 104 
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69 10    7 

Segunda Cuarta 
Visitaduría Visitaduría 

Tercera 
Visitaduría 

3 7 5        1 

Primera Segunda Cuarta Quinta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría Visitaduría 

 44       1 

 Segunda Quinta 
 Visitaduría Visitaduría 

Por no existir materia: 86 

Desistimiento del quejoso: 45 

Falta de interés del quejoso: 16 

No competencia de la CNDH: 8 

5 1 1 1 

Primera Segunda Tercera Cuarta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría Visitaduría 

Acumulación de expedientes: 7 

5 2 

Primera Quinta 
Visitaduría Visitaduría 

Recomendación del Programa de Quejas: 5 
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e 

m
en
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3 2 

Primera Quinta 
Visitaduría Visitaduría 
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      8 19 42 48
 

Primera Cuarta Quinta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría 

Segunda 
Visitaduría 

b. Situación de los expedientes de queja registrados 
y concluidos 

Total de expedientes en trámite 1,703 

1,586 

117 

Presunta violación 

Pendiente de calificación 
por falta de información 
del quejoso 

Presunta violación: 1,586 

533 586 76 174 217 

Primera Segunda Cuarta Quinta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría Visitaduría 

Tercera
 
Visitaduría
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e 
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Pendiente de calificación por falta de información del quejoso: 117 
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Mes 
Expedientes 

registrados en 
el periodo 

Expedientes 
concluidos en 

el ejercicio 

Expedientes 
concluidos de 
los registrados 

en el mes 

Expedientes 
concluidos de
los registrados 

en meses anteriores 

Enero 403 433 28 405 

Febrero 429 392 26 366 

Marzo 531 442 30 412 

Abril 734 427 45 382 

Mayo 454 487 33 454 

Junio 559 558 47 511 

Julio 443 402 32 370 

Agosto 598 539 43 496 

Septiembre 484 681 31 650 

Octubre 639 615 51 564

Noviembre 431 568 30 538

D. Expedientes de queja concluidos de los registrados

 en el periodo
 

Total de expedientes concluidos 
registrados durante el periodo 30 

16Segunda Visitaduría 

Primera Visitaduría 11 

Quinta Visitaduría 3 

E. Expedientes de queja registrados y concluidos
 

In
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e 

m
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al
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F. Autoridades señaladas como responsables de violaciones,
 
respecto de las quejas en trámite
 

18 

In
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e 
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Núm. de 
quejas 

PGJEC 7 

CONDUSEF 8 

PEMEX 8 

PGJEBC 8 

PGJEO 8 

RANSRA 8 

PGJDF 9 

SAT 9 

SEMARNAT 10 

SSPEC 10 

CNAM 11 

CEFERESO Núm. 2 12 

PROFEPA 12 

PGJET 12 

SAGARPA 12 

AFIPGR 13 

PROFECO 13 

SM 14 

CEFERESO Núm. 1 16 

CONAGUA 16 

SCT 17 

SRA 17 

SRE 22 

FOVISSSTE 26 

LFC 26 

SEDESOL 26 

OADPRSSSP 28 

CFE 31 

PA 31 

INFONAVIT 58 

SEP 66 

ISSSTE 67 

SSPF 71 

INM 78 

PFP 99 

IMSS 190 

PGR 265 

SEDENA 445
GACETA 
NOV/2008 



Siglas Autoridad responsable 

PGJEC
 

CONDUSEF
 

PEMEX
 

PGJEBC
 

PGJEO
 

RANSRA
 

PGJDF
 

SAT
 

SEMARNAT
 

SSPEC
 

CNAM
 

CEFERESO Núm. 2
 

PROFEPA
 

PGJET
 

SAGARPA
 

AFIPGR
 

PROFECO
 

SM
 

CEFERESO Núm. 1
 

CONAGUA
 

SCT
 

SRA

SRE

FOVISSSTE

LFC

SEDESOL

OADPRSSSP

CFE

PA

INFONAVIT

SEP

ISSSTE

SSPF

INM

PFP

IMSS

PGR

SEDENA

Procuraduría General de Justicia del Estado de Chihuahua 

Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios 
de los Servicios Financieros 

Petróleos Mexicanos 

Procuraduría General de Justicia del Estado de Baja California 

Procuraduría General de Justicia del Estado de Oaxaca 

Registro Agrario Nacional de la Secretaría de la Reforma Agraria 

Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal 

Servicio de Administración Tributaria de la SHCP 

Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales 

Secretaría de Seguridad Pública del Estado de Chiapas 

Comisión Nacional de Arbitraje Médico 

Centro Federal de Readaptación Social Núm. 2 “Occidente” 

Procuraduría Federal de Protección al Ambiente 

Procuraduría General de Justicia del Estado de Tabasco 

Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, 
Pesca y Alimentación 

Agencia Federal de Investigación de la Procuraduría General 
de la República 

Procuraduría Federal del Consumidor 

Secretaría de Marina 

Centro Federal de Readaptación Social Núm. 1 “Altiplano” 

Comisión Nacional del Agua 

Secretaría de Comunicaciones y Transportes 

Secretaría de la Reforma Agraria

Secretaría de Relaciones Exteriores

Fondo de la Vivienda del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado

Luz y Fuerza del Centro

Secretaría de Desarrollo Social

Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención Readaptación 
Social de la Secretaría de Seguridad Pública

Comisión Federal de Electricidad

Procuraduría Agraria

Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores

Secretaría de Educación Pública

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado

Secretaría de Seguridad Pública Federal

Instituto Nacional de Migración de la Secretaría de Gobernación

Policía Federal Preventiva de la Secretaría de Seguridad Pública

Instituto Mexicano del Seguro Social

Procuraduría General de la República

Secretaría de la Defensa Nacional
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Expedientes de recursos 
de inconformidad 

A. Expedientes de recursos de inconformidad 
registrados en el periodo 

Total de expedientes 

Concluidos 

101 
22 

24 55 

Registrados 

En trámite 

B. Causas de conclusión
 

Total de expedientes 
Desestimada 
o infundada 

22 21 

1 

Recomendación 
dirigida a autoridad In

fo
rm

e 
m

en
su

al
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C. Recursos de inconformidad recibidos 
en contra de Comisiones Estatales 

Total de recursos de inconformidad 

55 
6 

Micho

Mo

acán 

6 

relos 

4 

Distrit

Guan

o Federal 

ajuato 

Estado de México 

4 

4 

Nuev

G

o León 

Jali

uerrero 

sco 

3 

3 

2 

2 

Chiapas 
C

2 
2 

Ca
hihuahu

Ag

mpeche 
a 

2 

uascalie

3 

ntes 

2 Yuc

2 
S

atán 

2 
Oax

an Luis 

Nayari

aca 

Potosí 

t 

1 

1 

1 

Baj

Duran

H
1 

Colima 

a Ca

go 

idalgo 

lifornia 

1 
Sinalo

V1 

a 

eracruz 
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Recomendación  
núm. 

Autoridad Motivo de violación Visitaduría

Programa General de Quejas 

2008/055 

2008/056

2008/057

2008/059

2008/060

Secretaría de Seguridad Pública 

Congreso del Estado de Guanajuato 
H. Ayuntamiento de León, 
Guanajuato

Secretaría de la Defensa Nacional

Gobernador Constitucional del 
estado de Nuevo León

Secretaría de la Defensa Nacional

Cateos y visitas domiciliarias ilegales. 
arDetención arbitr ia. 

Tortura.

Trato cruel y/o degradante. 
Ejercicio indebido de la función pública.

Ejercicio indebido de la función pública. 
Irregular integración de averiguación previa.

Irregular integración de averiguación previa.

Trato cruel y/o degradante. 
Cateos y visitas domiciliarias ilegales. 
Detención arbitraria.

1a. 

1a.

5a.

5a.

1a.

Programa de Inconformidades

2008/058
H. Ayuntamiento de Acapulco de 
Juárez, Guerrero

Impugnación por incumplimiento de la 
Recomendación por parte de la autoridad.

5a

Recomendaciones
 

A. Recomendaciones emitidas durante el mes
 

In
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e 

m
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Mes Noviembre 

Número de Recomendaciones emitidas 6 

No aceptadas 2 

Aceptadas con pruebas de cumplimiento total 2 

Aceptadas con cumplimiento insatisfactorio 1 

Aceptadas con pruebas de cumplimiento parcial 3 

Aceptadas sin pruebas de cumplimiento 0 

Aceptadas en tiempo para presentar pruebas de cumplimiento 5 

En tiempo de ser contestadas 3 

Características peculiares 1 

Total de autoridades destinatarias 7 

B. Seguimiento por autoridad destinataria
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e 
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al
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Conciliaciones
 

Número de conciliaciones formalizadas 
durante el mes 

In
fo

rm
e 

m
en

su
al

 

Procuraduría General de la República 

Instituto Nacional 
de Migración 

Secretaría de Seguridad 
Pública Federal 

Total de 
conciliaciones 
formalizadas 

32 

6 

4 

4 

4 Policía Federal Preventiva 
de la Secretaría de 
Seguridad Pública 

Órgano Administrativo Desconcentrado 
Prevención y Readaptación Social 
de la Secretaría de Seguridad Pública 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

3 

2 
Secretaría de la Defensa Nacional 

Secretaría General 
del Estado de Veracruz 

H. Ayuntamiento 
de Balancán, Tabasco 

Secretaría de Seguridad 
Pública del Estado de 
Veracruz 

Sistema Nacional para 
el Desarrollo Integral 
de la Familia 

Sistema Nacional para 
el Desarrollo Integral 
de la Familia 

Procuraduría General de Justicia 
del Estado de Campeche 

Procuraduría General de Justicia 
del Estado de Guanajuato 

Secretaría de Seguridad Pública del Estado 
de San Luis Potosí 

Secretaría de Seguridad Pública del Gobierno 
del Distrito Federal 
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Visitaduría En el mes 

Primera 106 

Segunda 129 

Tercera 64 

Cuarta 73 

Quinta 26 

D.G.Q.O. 24 

Total 422 

Visitaduría En el mes 

Primera 80 

Segunda 29 

Tercera 19 

Cuarta 93 

Quinta 31 

D.G.Q.O. 62 

Total 314 

Orientación y remisión
 

A. Orientaciones formuladas en las Visitadurías 
y en la Dirección General de Quejas y Orientación 

B. Remisiones tramitadas por las Visitadurías
 
y la Dirección General de Quejas y Orientación
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Destinatarios 
Total 

mensual 

Comisiones Estatales de Derechos Humanos 195 

Comisión Nacional de Arbitraje Médico 40 

Procuraduría Federal de la Defensa del Trabajo 32 

Procuraduría de la Defensa de los Trabajadores al Servicio del Estado 13 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 9 

Procuraduría Federal del Consumidor 7 

Secretaría de Relaciones Exteriores 6 

Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación 3 

Órgano Interno de Control en el Instituto del Fondo Nacional de la 
Vivienda para los Trabajadores de la Secretaría de la Función Pública 

3 

Procuraduría Agraria 2

Órgano Interno de Control del Tribunal Federal de Justicia Fiscal 
y Administrativa

1

Órgano Interno de Control en el Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado de la Secretaría de la Función 
Pública

1

Órgano Interno de Control en el Instituto Mexicano del Seguro Social 
de la Secretaría de la Función Pública

1

Órgano Interno de Control en la Policía Federal Preventiva 
de la Secretaría de la Función Pública

1

Órgano Interno de Control en la Procuraduría General de la República 
de la Secretaría de la Función Pública

1

Recalificación 1

Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca 
y Alimentación

1

Universidad Nacional Autónoma de México 1

Total 318

C. Destinatarios de las remisiones
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Actividad 
Total 

mensual 

Remisión vía oficio de presentación 112 

Orientación jurídica personal y telefónica 2,150 

Revisión de escrito de queja o recurso 39 

Asistencia en la elaboración de escrito de queja 68 

Recepción de escrito para conocimiento 3 

Aportación de documentación al expediente 4 

Acta circunstanciada que derivó en queja efectuada vía personal o telefónica 14 

Acta circunstanciada que derivó en solución inmediata vía personal o telefónica 5 

Información sobre la función de la CNDH para trabajos escolares 275 
o de investigación vía personal o telefónica 

Total 2,670 

Actividad 
Total 

mensual 

Remisión vía oficio de presentación 16
 

Orientación jurídica 330
 

Revisión de escrito de queja o recurso 33
 

Asistencia en la elaboración de escrito de queja 33
 

Recepción de escrito para conocimiento 6
 

Aportación de documentación al expediente 4
 

Información sobre la función de la CNDH para trabajos escolares 284
 
o de investigación 

Total 706 

Atención al público
 

A. En el edificio sede de la CNDH
 

B. En la oficina del Programa de Atención a Víctimas 
del Delito en el Centro Histórico 
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Actividad 
Total 

mensual 

Remisión vía oficio de presentación 11 

Orientación jurídica personal y telefónica 511 

Revisión de escrito de queja o recurso 9 

Asistencia en la elaboración de escrito de queja 14 

Recepción de escrito para conocimiento 2 

Aportación de documentación al expediente 4 

Acta circunstanciada que derivó en queja efectuada vía personal o telefónica 18 

Acta circunstanciada que derivó en solución inmediata vía personal o telefónica 47 

Información sobre la función de la CNDH para trabajos escolares 52 
o de investigación vía personal o telefónica 

Asistencia en la elaboración de solicitudes en materia de transparencia 1 

Total 669

Actividad 
Total 

mensual 

Primera Visitaduría 150 

Segunda Visitaduría 143 

Tercera Visitaduría 26 

Cuarta Visitaduría 25 

Quinta Visitaduría 18 

Dirección General de Quejas y Orientación 58 

Total 420 

C. Servicio de guardia en el edificio sede
 

D. Servicio de atención telefónica 

El Departamento de Atención Telefónica ofrece, además de los rubros ya mencionados, 
información sobre el curso de los escritos presentados ante este Organismo Nacional. 
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3, 10 y 14-nov 
(10 ocasiones)

Escuela Tlacoquemécatl Distrito Federal Curso Las drogas Alumnos

5 y 12-nov 
(2 ocasiones)

Escuela Tenochtitlán Distrito Federal Curso Derechos y obligaciones de 
las niñas y los niños

Padres de 
familia y 

profesores

6-nov 
(2 ocasiones)

Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de 
Colima

Colima Curso Derechos Humanos y 
educación

Docentes

13-nov 
(3 ocasiones)

Centro Pedagógico 
Vasconcelos

Distrito Federal Curso Derechos y obligaciones de 
las niñas y los niños

Alumnos

18 y 19-nov 
(2 ocasiones)

Coordinación Municipal de 
Derechos Humanos

Estado de México Curso Derechos de los niños y las 
niñas

Docentes

18-nov Escuela Tlacoquemécatl Distrito Federal Curso Derechos y responsabilidades Padres de 
familia

19-nov 
(2 ocasiones)

Escuela Tenochtitlán Distrito Federal Curso Derechos y responsabilidades 
de las niñas y los niños

Alumnos

21 y 24-nov 
(6 ocasiones)

Colegio Gentry Distrito Federal Curso Las drogas Alumnos

24 y 25-nov Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de 
Nayarit

Nayarit Curso Capacitación en Derechos 
Humanos para la educación 
básica

Docentes

25-nov Centro Pedagógico 
Vasconcelos

Distrito Federal Curso Derechos y responsabilidades 
de las niñas y los niños

Padres de 
familia

4-nov Instituto Politécnico 
Nacional

Distrito Federal Curso Migración Alumnos

6-nov Instituto Politécnico 
Nacional

Distrito Federal Conferencia Derechos de los jóvenes Alumnos

7-nov Instituto Politécnico 
Nacional

Distrito Federal Conferencia Derechos de la mujer Alumnos

10-nov Instituto Politécnico 
Nacional

Distrito Federal Curso Derechos de las personas con 
discapacidad

Alumnos

11-nov Instituto Politécnico 
Nacional

Distrito Federal Conferencia Discriminación Alumnos

13-nov Instituto Queretano 
de la Juventud

Querétaro Conferencia Derechos de las y los jóvenes Estudiantes

19-nov Comisión Estatal de 
Derechos Humanos 
de Colima

Colima Curso Retos actuales de los 
Derechos Humanos

Alumnos

Capacitación
 

Actividades realizadas durante el mes de noviembre 

Educación básica 

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a 

Educación media 

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a 
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23-sep 
al 3-nov

Secretaría de la Defensa 
Nacional

Distrito Federal Seminario Formación de Profesores 
en Derechos Humanos

Elementos

3-nov Secretaría de la Defensa 
Nacional

Distrito Federal Conferencia Democracia y Derechos 
Humanos

Elementos

3-nov Secretaría de la Defensa 
Nacional

Distrito Federal Curso Procedimiento de queja Elementos

6-nov Secretaría de la Defensa 
Nacional

Veracruz Conferencia Retos y perspectivas de los 
Derechos Humanos

Jefes

11-nov Secretaría de Marina Distrito Federal Curso Derechos Humanos y salud Personal

13-nov Secretaría de la Defensa 
Nacional

Baja California Conferencia Retos y perspectivas de los 
Derechos Humanos en México

Jefes

13 y 24-nov 
(2 ocasiones)

Secretaría de Marina Distrito Federal Curso Derechos y responsabilidades 
del personal de salud

Personal

5-nov Comisión Estatal de 
Derechos Humanos 
de Puebla

Puebla Conferencia Declaración Universal de los 
Derechos Humanos 60 
aniversario

Estudiantes

6-nov Comisión Estatal de 
Derechos Humanos 
de Colima

Colima Conferencia Derechos Humanos Estudiantes

6-nov Comisión Estatal de 
Derechos Humanos 
de Colima

Colima Conferencia El bloque de 
constitucionalidad en México

Estudiantes

7-nov Comisión Estatal de 
Derechos Humanos 
de Puebla

Puebla Conferencia La Declaración Universal de 
los Derechos Humanos a 60 
años de vigencia

Estudiantes

12-nov Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de 
Zacatecas

Zacatecas Conferencia Violencia familiar Alumnos

13-nov Universidad Autónoma 
de Coahuila

Coahuila Curso Violencia familiar Estudiantes

13-nov Universidad del Valle 
de México

Coahuila Curso Violencia familiar Estudiantes

14-nov Confederación de Colegios 
de Abogados de México, 
A. C.

Aguascalientes Conferencia Juicios de amparo Estudiantes

18-nov Universidad Nacional 
Autónoma de México

Distrito Federal Curso Derechos Humanos y 
seguridad publica

Estudiantes

18-abr 
al 14-nov

Comisión Estatal de 
Derechos Humanos 
del Estado de México

Estado de México Diplomado Fortalecimiento de la cultura 
Derechos Humanos 
en el servicio público

Estudiantes

20-nov Comisión Estatal de 
Derechos Humanos 
de Colima

Colima Curso El aborto desde la perspectiva 
de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación

Alumnos

25-nov Instituto Politécnico 
Nacional

Distrito Federal Conferencia La no violencia Alumnos

Educación superior 

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a 

Servidores públicos (fuerzas armadas) 

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a 
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3 y 4-nov 
(2 ocasiones)

Secretaría de Seguridad 
Pública

Morelos Seminario Derechos Humanos y 
Seguridad Pública

Policías

4-nov Escuela Nacional de 
Trabajo Social

Distrito Federal Conferencia Derechos Humanos y 
seguridad pública

Público en general

4-nov Secretaría de Seguridad 
Pública

Michoacán Curso Derechos Humanos, equidad 
de género y seguridad 
pública

Policías

5-nov Secretaría de Seguridad 
Pública

Morelos Curso La protección de los Derechos 
Humanos en la función 
policial

Elementos

5-nov 
(2 ocasiones)

Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de 
Colima

Colima Curso Los Derechos Humanos 
en la detención de menores 
infractores

Elementos

5 y 14-nov 
(2 ocasiones)

Secretaría de Seguridad 
Pública

Estado de México Curso Derechos Humanos, equidad 
de género y seguridad 
pública

Policías

6-nov Secretaría de Seguridad 
Pública

Estado de México Curso Derechos Humanos, equidad 
de género y seguridad 
pública

Personal

6-nov Secretaría de Seguridad 
Pública

Morelos Curso Fundamentos jurídicos para 
la prevención del delito

Elementos

6 y 7-nov  
(2 ocasiones)

Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de 
Colima

Colima Curso Los Derechos Humanos en 
la detención

Elementos

11-nov Secretaría de Seguridad 
Pública

Nayarit Curso Derechos Humanos, equidad 
de género y seguridad 
pública

Policías

12-nov Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de 
Nayarit

Nayarit Conferencia Seguridad pública y el 
respeto a los Derechos 
Humanos

Mandos 
intermedios

13-nov Secretaría de Seguridad 
Pública

Coahuila Curso Derechos Humanos, equidad 
de género y seguridad 
pública

Elementos

13 al 14-nov Secretaría de Seguridad 
Pública

Tlaxcala Taller Los Derechos Humanos en 
el procedimiento de la 
detención

Policías

18-nov Secretaría de Seguridad 
Pública

Distrito Federal Curso Sistema no jurisdiccional 
de protección a los Derechos 
Humanos

Policías

19-nov Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de 
Colima

Colima Curso Los Derechos Humanos 
de los niños

Elementos

19-nov Secretaría de Seguridad 
Pública

Distrito Federal Curso Seguridad pública y Derechos 
Humanos

Policías

19 al 20-nov Secretaría de Seguridad 
Pública

Michoacán Curso Los Derechos Humanos 
en la detención

Policías

20 al 21-nov Secretaría de Seguridad 
Pública

Distrito Federal Seminario Derechos Humanos y 
Seguridad Pública

Policías

Servidores públicos (seguridad pública) 

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a 
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11-nov Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de 
Nayarit

Nayarit Conferencia Responsabilidades 
administrativas de servidores 
públicos y Derechos Humanos

Presidente

13 y 14-nov 
(3 ocasiones)

Comisión Estatal de 
Derechos Humanos 
de Baja California Sur

Baja California Sur Curso El respeto de los Derechos 
Humanos en la función 
penitenciaria

Personal

6 y 7-nov Comisión Estatal de 
Derechos Humanos 
de Baja California Sur

Baja California Sur Curso Derechos Humanos y salud Médicos

18-nov Secretaría de Salud Distrito Federal Curso Capacitación a capacitadores Servidores públicos

3 y 4-nov 
(2 ocasiones)

Comisión Estatal de 
Derechos Humanos
de Colima

Colima Curso Derechos Humanos y 
procuración de justicia

Ministerios 
públicos

6-nov Procuraduría General 
de la República

Estado de México Curso Derechos Humanos y 
procuración de justicia

Ministerios 
públicos

12-nov Procuraduría General
de la República

Nuevo León Conferencia Derechos Humanos y 
procuración de justicia

Ministerios 
públicos

18-nov Procuraduría General 
de la República

Distrito Federal Curso Marco normativo 
internacional de la tortura

Ministerios 
públicos

11-nov Comisión Estatal de 
Derechos Humanos
de Oaxaca

Oaxaca Curso Derechos Humanos y 
procuración de justicia

Personal

12-nov Comisión Estatal de 
Derechos Humanos 
de Oaxaca

Oaxaca Curso Los Derechos Humanos 
en la detención

Personal

13-nov Comisión Estatal de 
Derechos Humanos 
de Oaxaca

Oaxaca Curso Víctimas del delito Visitadores

14-nov Comisión Estatal de 
Derechos Humanos 
de Oaxaca

Oaxaca Curso Análisis sobre 
Recomendaciones

Visitadores

Servidores públicos (procuración de justicia) 

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a 

Servidores públicos (personal penitenciario) 

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a 

Servidores públicos (salud) 

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a 

Servidores públicos (Organismos Públicos de Derechos Humanos) 

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a 
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Organizaciones sociales (Organismos No Gubernamentales) 

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a 

5-nov 

5-nov 

6-nov

6-nov

7-nov

12 y 13-nov

14-nov

18-nov

21-nov

24-nov

24-nov

25-nov

25-nov

12 y 13-nov

Comisión Estatal de 
Derechos Humanos 
de Tlaxcala 

Libertad e Igualdad por un 
México Unido, A. C.

Fraternidad Nacional de 
Organizaciones Unidas 
de Derechos Humanos, 
A. C.

Grupo de Facto de la 
Diversidad Sexual, A. C.

Comité Pro Derechos 
Humanos la Familia 
Humana, A. C.

Comisión Estatal de 
Derechos Humanos 
de Baja California Sur

Comisión Pro Observancia 
y Vigencia de Derechos 
Humanos, A. C.

Comisión Estatal de 
Derechos Humanos 
de Tamaulipas

Comisión Estatal de 
Derechos Humanos 
de Campeche

Comisión Estatal de 
Derechos Humanos 
de Tlaxcala

Joven es Arte Cultura 
y Deporte

Comisión Estatal de 
Derechos Humanos 
de Morelos

Onyalistlicihuah, A. C.

Comisión Estatal de 
Derechos Humanos 
de Baja California Sur

Tlaxcala 

Estado de México 

Estado de México

Michoacán

Estado de México

Baja California Sur

Coahuila

Tamaulipas

Campeche

Tlaxcala

Estado de México

Morelos

Distrito Federal

Baja California Sur

Curso 

Conferencia 

Conferencia

Curso

Conferencia

Curso

Curso

Curso

Curso

Curso

Conferencia

Curso

Curso

Curso

Derechos de las y los jóvenes 

Discriminación a grupos 
en situación vulnerable

Discriminación a grupos 
en situación vulnerable

Discriminación a grupos 
en situación vulnerable

Introducción a los Derechos 
Humanos

Formación de promotores 
en Derechos Humanos

Violencia familiar y Derechos 
Humanos

Formación de promotores

Derechos de la mujer

Fortalecimiento a las ONG

Discriminación a grupos en 
situación vulnerable

Formación de promotores

Derechos de la mujer

Formación de promotores 
en Derechos Humanos

Representantes 

Representantes 

Representantes

Integrantes 
de ONG

Representantes

Representantes

Integrantes 
de ONG

Representantes

Representantes

Representantes

Representantes

Integrantes 
de ONG

Representantes

Representantes

Educación 
Participantes en las 49 actividades 

616 769 968 

Básica Media Superior 
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116

Servidores públicos Organizaciones sociales 
Participantes en las 45 actividades Participantes en las 14 actividades 
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636 Organismos No Gubernamentales 

Seguridad pública 985 

842 

201 

131 

87 

70 

20 

Fuerzas armadas 

Procuración de justicia 

Organismos Públicos de Derechos Humanos 

Personal Penitenciario 

Otros servidores públicos 

Salud 



Material Título 
Núm. de

ejemplares 

Revista Gaceta 217 (agosto, 2008) 1,500 

CD Gaceta 217 (agosto, 2008) 300

Libro Derechos de los pueblos indígenas en las entidades federativas 1,000

Libro La violencia familiar y los Derechos Humanos 1,000

Cartel Perspectivas de los Derechos Humanos en el Siglo XXI 200

Cartel La violencia familiar a través del lenguaje 100

Calendario Calendario 2009 10,000

Invitación La violencia familiar a través del lenguaje 50

Total 14,150

Material Título 
Núm. de 

ejemplares 

Caja  Programa de Promoción y Difusión de los Derechos Humanos 
(caja con 24 cuadernillos) 2a. reimpresión 

80 

Calendarios Concurso Internacional de Fotografía sobre Derechos 15,997 
de los Pueblos Indígenas. 2008 

Carteles Varios títulos 96,619 

Cartillas Varios títulos 209,534 

Credenciales Varios títulos 101,134

Cuadernos Varios títulos 92,715

Cuadrípticos Varios títulos 52,764

Dípticos Varios títulos 233,099

Publicaciones
 

A. Listado de publicaciones del mes
 

B. Distribución
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Material Título 
Núm. de

ejemplares 

Discos Varios títulos 64,194 
compactos 

Dominó Varias ediciones 49,159 

Folletos Varios títulos 195,128 

Gacetas Varios números 19,451 

Informes Varios títulos 2,195

Libros Varios títulos 41,066

Manuales Varios títulos 2,094

Memorama Varias ediciones 49,058

Postales Varios títulos 120,660

Revista Varios números 1,168

Sobres Mi nombre es importante, dirección y teléfono también 20,503

Tarjeta Varios títulos 22,967

Trípticos Varios títulos 487,428

Videos Capacitación en Derechos Humanos para la educación básica. 
Tomos I al VI

23

Total 1,877,036
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Biblioteca
 

A. Incremento del acervo
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B. Compra, donación, intercambio y depósito 

a. Compra 
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b. Donación 

Enero Febrero Marzo Abril Mayo Junio Julio Agosto Septiembre Octubre Noviembre 
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Noviembre 

Solicitudes de Núm. 

Información en trámite 76 

Información recibidas 75 

Información contestadas 64 

Expediente Área responsable Solicitud 
Causa de

conclusión 

2008/278 Segunda Visitaduría Solicita copia certificada del expediente de queja Información 
General CNDH/2/2008/747/Q. proporcionada 

 
Información 

clasificada como 
confidencial o 

reservada

2008/284 Primera Visitaduría “Solicito a usted respetuosamente que se me proporcione copia Infamación 
General simple de la totalidad de las fojas que integran los 17 expedientes que clasificada como 
 fueron abiertos con motivo de las quejas presentadas contra la confidencial o 
Segunda Visitaduría Secretaría de la Defensa Nacional, que a continuación enlisto: reservada 
General 2007/4879, 2007/4962, 2007/5021, 2007/5028, 2007/5077,  

2007/5143, 2008/71, 2008/126, 2008/151, 2008/208, 2008/209, Información 
2008/440, 2008/689, 2008/771, 2008/786, 2008/793, 2008/1027 y proporcionada
2008/1028” (sic).

2008/285 Dirección General de Solicita que con excepción de cualquier dato confidencial en términos Información 
Quejas y Orientación de la ley, se le proporcione en formato electrónico una lista con los proporcionada

números que permitan identificar los expedientes que hayan sido 
abiertos por la CNDH con motivo de las quejas presentadas contra el 
Órgano Desconcentrado Prevención y Readaptación Social de la 
Secretaría de Seguridad Pública y que hayan sido concluidas durante 
el 1 de julio de 2006 y el 30 de marzo de 2008.

2008/291 Primera Visitaduría Solicita se le proporcione copia simple de la totalidad de las fojas que Información 
General integran los 16 expedientes que fueron abiertos con motivo de las proporcionada 
 quejas presentadas contra la Procuraduría General de la República,  
Segunda Visitaduría que a continuación lista: 2005/4092/1/Q, 2005/4095/1/Q, Información 
General 2005/4104/2/Q, 2005/4140/1/Q, 2005/4415/5/Q, 2005/4602/3/Q, clasificada como 
 2005/4762/1/Q, 2005/5102/1/Q, 2005/5283/2/Q, 2006/3/1/Q, confidencial o 
Tercera Visitaduría 2006/289/3/Q, 2006/301/5/Q, 2006/326/3/Q, 2006/342/1/Q, reservada
General 2006/402/1/Q y 2006/600/1/Q.
 
Quinta Visitaduría 
General

Transparencia
 

A. Solicitudes de información en trámite, recibidas 
y contestadas 

B. Solicitudes de información contestadas en el periodo
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Expediente Área responsable Solicitud 
Causa de

conclusión 

2008/292 Primera Visitaduría General Solicita copia simple de la totalidad de las fojas que integran los Información 
 17 expedientes que fueron abiertos con motivo de las quejas proporcionada 
Segunda Visitaduría General presentadas contra la Procuraduría General de la República:  
 2006/896/5/Q, 2006/898/1/Q, 2006/116/1/Q, Información 
Quinta Visitaduría General 2006/1185/1/Q, 2006/1190/1/Q, 2006/1405/5/Q, clasificada como 

2006/1563/1/Q, 2006/1657/1/Q, 2006/1663/1/Q, confidencial o 
2006/2729/1/Q, 2006/2744/2/Q, 2006/2897/1/Q, 
2006/2820/1/Q, 2006/2978/2/Q, 2006/2999/5/Q, 
2006/3003/1/Q y 2006/3005/1/Q.

reservada

2008/294 Primera Visitaduría General Solicita que se le proporcione copia simple de la totalidad de las Información 
 fojas que integran los 24 expedientes que fueron abiertos con clasificada como 
Tercera Visitaduría General motivo de las quejas presentadas contra la Procuraduría General confidencial o 
 de la República que a continuación enlista: 2007/5193, reservada 
Quinta Visitaduría General 2007/5194, 2008/13, 2008/15, 2008/16, 2008/41, 2008/54,  

2008/59, 2008/63, 2008/64, 2008/77, 2008/88, 2008/106, Información 
2008/129, 2008/130, 2008/133, 2008/171, 2008/176, 
2008/192, 2008/260, 2008/269, 2008/404, 2008/689 y 
2008/1076.

proporcionada

2008/301 Oficialía Mayor Solicita copia de los documentos que presentaron ante el área Información 
de Recursos Humanos de la CNDH, los señores Andrés Calero proporcionada 
Aguilar, Aurora Cerezo Galicia y Jorge Vega Arroyo para  
acreditar su nivel académico y experiencia laboral, para obtener Información 
el cargo, respectivamente, de Visitador General, Visitadora publicada o en la 
Adjunta y Director General en la CNDH. página de internet 

de la CNDH

2008/318 Segunda Visitaduría General Copia certificada de los oficios enviados al IFAI por parte de la Falta de interés del 
CNDH, entre el 1 de septiembre de 2008 hasta la fecha de 
respuesta a esta solicitud de información o hasta la fecha en que 
se resuelva el recurso de revisión de la misma, copia certificada 
de los oficios respecto del expediente 4283/2008 de la CNDH. 
No se están solicitando datos personales; si dichos oficios 
contienen información confidencial o reservada, favor de 

solicitante

eliminar esta información para así ejercer mi derecho a la 
información.

2008/335 Tercera Visitaduría General Solicita que se le proporcione las quejas que a partir del 3 de Información 
mayo de 2006, hasta el momento de presentación de su 
solicitud, se han promovido y turnado a la Tercera Visitaduría 
General, así como la forma en que se han concluido, respecto a 
los hechos violatorios siguientes: 
1. Ejercicio indebido de la función pública, por parte de 
funcionarios públicos adscritos a los cuatro Centros Federales de 
Readaptación Social (Altiplano, Occidente, Noreste, Noroeste). 
2. Violación a los derechos de los recursos internos, a los cuatro 

proporcionada

Centros Federales de Readaptación Social (Altiplano, Occidente, 
Noreste, Noroeste). 
3. Negativa de atención médica, en los cuatro Centros Federales 
de Readaptación Social (Altiplano, Occidente, Noreste, 
Noroeste). 
4. falta de suministro de medicamentos a los presos, en los 
cuatro Centros Federales de Readaptación Social (Altiplano, 
Occidente, Noreste, Noroeste). 
5. Práctica de revisiones denigrantes, malos tratos y ataques a la 
intimidad de las visitas (familiares, amigos, defensores y 
personas de confianza) de internos de los cuatro Centros 
Federales de Readaptación Social (Altiplano, Occidente, Noreste, 
Noroeste). 
6. Imposición arbitraria de correctivos disciplinarios a internos de 
los cuatro Centros Federales de Readaptación Social (Altiplano, 
Occidente, Noreste, Noroeste). 
7. Imposición de sanciones excesivas como medidas disciplinarias 
a internos de los cuatro Centros Federales de Readaptación 
Social (Altiplano, Occidente, Noreste, Noroeste). 
8. Irregularidades en el procedimiento de entrega-recepción de 
correspondencia de internos de los cuatro Centros Federales de 
Readaptación Social (Altiplano, Occidente, Noreste, Noroeste), 
por su falta de entrega, limitantes en cuanto a cantidad, obligar 
a los internos de firmar de recibido y luego no entregárselas, por 
vulnerar el principio de inviolabilidad de la correspondencia, etc.
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Causa de
Expediente Área responsable Solicitud 

conclusión 

9. Negativa de servidores públicos adscritos a los cuatro Centros 
Federales de Readaptación Social (Altiplano, Occidente, Noreste, 
Noroeste), de recibir escritos y/o peticiones dirigidos a 
autoridades de dicho Cefereso. 
10. Falta de higiene en los alimentos que se proporcionan en los 
cuatro Centros Federales de Readaptación Social (Altiplano, 
Occidente, Noreste, Noroeste). 
11. Quejas relativas a la cantidad o proporción de alimentos que 
se sirve a los reclusos de los cuatro Centros Federales de 
Readaptación Social (Altiplano, Occidente, Noreste, Noroeste). 
12. Quejas relativas en cuanto al procedimiento de distribución 
de los alimentos de los cuatro Centros Federales de 
Readaptación Social (Altiplano, Occidente, Noreste, Noroeste). 
13. Quejas relativas a la incautación injustificada de pertenencias 
(televisión, reloj, documentación jurídica, correspondencia, 
audífonos, eliminador, etc.) de los reclusos de los cuatro Centros 
Federales de Readaptación Social (Altiplano, Occidente, Noreste, 
Noroeste).

2008/336 Cuarta Visitaduría General Solicita información en torno a la Recomendación 09/2007, del Falta de interés del 
expediente DH/310/2005, de la Comisión Estatal de Nayarit, el solicitante
señor Manuel Macías Arellano interpuso un recurso de 
impugnación en contra de la no aceptación de la PGJ de Nayarit, 
del pago de la reparación del daño, mismo que fue desechado, 
solicitando al efecto la información relativa a dicho recurso, de 
ser posible copias de las actuaciones.

2008/339 Unidad de Enlace de Solicita lo siguiente: “Trato de obtener una copia del informe en Falta de interés del 
Transparencia el artículo ‘Report cities abuses by mexican militar y rights panel solicitante

describes torture, killings in anti-drug effort’ en el Washington 
Post (HTTP://www.washingtonpost.com/wp-dyn-
article/2008/07/11/ar20087110265.html) ¿Puede por favor 
usted dirigirme cómo y dónde puedo comprar el que?” (sic).

2008/357 Cuarta Visitaduría General Solicita copia simple de la totalidad de las fojas y constancias Falta de interés del 
que integran el expediente CNDH/4/2008/70Q. solicitante

2008/358 Oficialía Mayor Solicita información sobre el perfil de las personas que laboran Información 
en la CNDH. La razón es por que estudia trabajo social y está proporcionada 
realizando una investigación de perfiles profesionales. También  
le solicita información respecto de documentos o investigaciones Información 
que contenga la sensación y la opinión de los usuarios acerca de publicada o en la 
los diversos servicios que ofrecemos. página de internet 

de la CNDH

2008/360 Primera Visitaduría General Solicita la información sobre una queja que interpuso en contra Información 
del IMSS el día 3 de octubre de 2008. proporcionada

2008/362 Secretaría Técnica del En atención al recurso de revisión, radicado bajo el rubro: No se encontró la 
Consejo Consultivo 2008/3-RT con número de folio 08000004, se solicita a la STCC información

a través de la Dirección de Enlace con ONG, los documentos en 
los que se suscribe la no autorización por parte de las personas 
morales consideradas como ONG de la difusión de sus números 
telefónicos.

2008/364 Dirección General de Quejas Solicita información sobre el uso excesivo o inadecuado de la Información 
y Orientación fuerza policial al igual que saber cuántas Recomendaciones de la proporcionada 

CNDH mencionan a “madrinas”, “uso de la fuerza” y/o “abuso  
policial” o cosas relativas, y si existen Recomendaciones sobre lo Información 
que se plantea en la solicitud. publicada o en la 

página de internet 
de la CNDH

2008/372 Quinta Visitaduría General Se solicitan las observaciones que emitió la CNDH para lo que Información 
fue el diseño y construcción de la estación migratoria de proporcionada
Tapachula, Chiapas, en el año 2005.
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Expediente Área responsable Solicitud 
Causa de

conclusión 

2008/374 Secretaría Ejecutiva Solicita el contacto de la persona responsable de la CNDH que Información 
en la actualidad coordina junto con otros países 
latinoamericanos la Federación Iberoamericana de Ombudsman, 
y actúa como Secretario de la misma bajo la presidencia de 
Nicaragua. Solicita en específico el correo electrónico.

proporcionada 

2008/376 Oficialía Mayor Solicita información respecto de la posibilidad de hacer unas Información 
prácticas profesionales en la Comisión desde los inicios de enero 
hasta la mitad de febrero, siendo los lugares de preferencia de la 
solicitante (para efectos de realizar dichas prácticas 
profesionales) el sur del país, “como por ejemplo en los estados 
de Michoacán, Veracruz, Campeche, Chiapas o Oaxaca” (sic).

proporcionada

2008/378 Segunda Visitaduría General Pide solicitud fundamentándose en el artículo 8o. constitucional Información 
y el artículo 7o. de la Ley de Acceso a la Información, afirmando 
que con fecha 5 de octubre de 2008, expuso su queja sin que le 
fuera contestada; de la misma manera expone que el día 15 de 
octubre de 2008 recurrió a la Sedesol al área de Contacto 

proporcionada

Ciudadano de esta H. Comisión. Solicita que se le gire orden a 
quien corresponda para que sea entregada la documentación y 
el recurso económico que por ley le corresponde, según afirma 
el solicitante; expone también que la Secretaría de Salud ha 
hecho fraude por un tiempo aproximado de siete años de 
servicio, con su registro federal de contribuyentes y anexa 
prueba documental.

2008/382 Dirección General de Quejas Solicita el número de quejas recibidas de personas con Información 
y Orientación discapacidad. Número y Recomendaciones relacionadas con proporcionada 
 violación a derechos de las personas con discapacidad. Número  
Primera Visitaduría General de Recomendaciones relacionadas con violación al derecho a la Información 
 no discriminación de personas con discapacidad. Programas publicada o en la 
Segunda Visitaduría General destinados a promover y difundir los derechos de las personas página de internet 

con discapacidad. Programas que trabajan para los derechos de 
las mujeres con discapacidad.

de la CNDH

2008/384 Dirección General de Quejas Solicita la siguiente información:  Información 
y Orientación – Qué tipo de asuntos se resuelven. proporcionada 

– Cuántos asuntos se resuelven mensualmente.  
– Qué porcentaje tiene de rezago. Información 
– Cuál es la competencia territorial, cuantía, materia e instancia. publicada o en la 

página de internet 
de la CNDH

2008/385 Oficialía Mayor Solicita informes acerca de la persona con la cual puede acudir Información 
para solicitar empleo dentro de esta CNDH. proporcionada

2008/386 Dirección General de Quejas Solicitud de información: Información 
y Orientación 1. Número de expedientes de queja en trámite en cada una de proporcionada 

las cinco Visitadurías Generales, especificando cuántos de ellos  
tienen más de seis meses en trámite en cada Visitaduría, hasta Información 
el 30 de septiembre de 2008. publicada o en la 
2. Número de expedientes de queja concluidos por cada una de página de internet 
las cinco Visitadurías Generales durante el año 2008. de la CNDH

2008/387 Oficialía Mayor Solicita la siguiente información: número de jefes de Información 
departamento, visitadores adjuntos, subdirectores de área, 
directores de área, directores generales adjuntos, directores 
generales y otros cargos superiores a jefatura de departamento, 
adscritos a cada una de las Visitadurías.

proporcionada

2008/389 Dirección General de Asuntos Solicita información, ya que quiere constituir una asociación civil Información 
Jurídicos utilizando las siglas de la CNDH, y quiero saber qué se necesita 

para obtener el permiso para la utilización de las siglas, 
agregándole “para la defensa de los trabajadores del ISSSTE”, 
por lo que requiere información sobre cómo poder obtener el 
permiso para el manejo de las siglas que le corresponden a la 
Comisión.

proporcionada
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Expediente Área responsable Solicitud 
Causa de

conclusión 

2008/390 Oficialía Mayor Solicita información sobre si existe un área para hacer servicio Información 
social en su dependencia. proporcionada 

2008/391 Tercera Visitaduría General Solicita convenio(s) que hablen de los derechos de los internos Información 
para dedicarse a una actividad remunerada (trabajos), y en su 
caso las condiciones mismas para laborar.

proporcionada

2008/392 Dirección General de Solicita información sobre la metodología, resultados así como la Información 
Planeación y Análisis base de datos utilizados en la elaboración del Índice Estatal de publicada o en la 

Cumplimiento de “DESCA”, así como en el estudio sobre página de Internet 
Armonización de Leyes a la Legislación Internacional. de la CNDH 

 
Información 

proporcionada

2008/393 Dirección General de Quejas Solicita saber cuántas quejas ha recibido la Comisión en materia Información 
y Orientación de violencia escolar a nivel medio superior. proporcionada

2008/394 Dirección General de Quejas Solicita saber cuántas Recomendaciones ha emitido la Comisión Información 
y Orientación en materia de violencia escolar a nivel medio superior de 2007 a 

2008.
proporcionada

2008/395 Dirección General de Quejas Solicita saber cuántas conciliaciones ha emitido la Comisión en Información 
y Orientación materia de violencia escolar a nivel medio superior, en el periodo 

2007-2008.
proporcionada

2008/396 Segunda Visitaduría General Solicita saber ante qué instancia de la SEP se canalizan las Información 
Recomendaciones en materia de violencia escolar a nivel medio 
superior.

proporcionada

2008/397 Dirección General de Quejas Solicita saber cuántas Recomendaciones dirigidas a la SEP en Información 
y Orientación materia de violencia escolar han sido aceptadas. proporcionada

2008/398 Segunda Visitaduría General Solicita saber qué oficina de la Comisión le da seguimiento a las Información 
Recomendaciones dirigidas a la SEP. proporcionada

2008/399 Dirección General de Quejas Solicita saber “¿cuáles son conciliaciones que ha emitido la Información 
y Orientación Comisión en materia de violencia escolar a nivel medio superior 

en el periodo 2007-2008?” (sic).
proporcionada

2008/400 Unidad de Enlace de Solicita saber qué Visitaduría es la encargada de atender quejas Información 
Transparencia en materia de violencia escolar a nivel medio superior. proporcionada

2008/401 Primera Visitaduría General El solicitante hace la siguiente pregunta: ¿el Programa de Información 
Atención a Víctimas del Delito atiende quejas en materia de proporcionada 
violencia escolar a nivel medio superior?  

Información 
publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH

2008/402 Primera Visitaduría General El solicitante hace la siguiente pregunta: ¿Cuántas quejas en Información 
materia de violencia escolar a nivel medio superior han sido proporcionada 
recibidas por el Programa de Atención a Víctimas del Delito?  

Información 
publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH

2008/403 Oficialía Mayor Solicita copia simple de pólizas de registro contable cuyo registro Información 
se efectuó en la cuenta 12502, referentes a la compra de un 
bien inmueble en 2006, ubicado en Boulevard Adolfo López 
Mateos núm. 1922, por un monto 104,208.5 miles de pesos IVA 
incluido.

proporcionada

2008/405 Dirección General de Asuntos Realiza las siguientes preguntas: Información 
Jurídicos ¿Debe clasificarse el nombre de los funcionarios públicos que 

hayan incurrido en violaciones a Derechos Humanos y por esta 
causa se ha dictado Recomendación? 

proporcionada

¿Cuáles son los fundamentos y motivos que sustentan la 
clasificación? 
¿Cuáles son los fundamentos y motivos que sustentan la 
publicidad de la información?
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Expediente Área responsable Solicitud 
Causa de

conclusión 

Información 2008/435 Segunda Visitaduría General Solicita saber cuáles son los instrumentos tanto nacionales como 
internacionales que se basan para atender la violencia escolar. proporcionada 

2008/436 Dirección General de Quejas Solicita datos del número de quejas en materia de violencia Información 
y Orientación escolar. proporcionada

2008/437 Oficialía Mayor Solicita el presupuesto para el Programa Especial de Atención a Información 
Víctimas. proporcionada 

 
Información 

publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH

2008/439 Unidad de Enlace de Solicita saber con cuántas Visitadurías cuenta la Comisión y cuál Información 
Transparencia de ellas sería competente para atender violencia escolar a nivel proporcionada 

medio superior.  
Información 

publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH

2008/441 Dirección General de Quejas Solicita datos desagregados por sexo y edad en materia de Información 
y Orientación violencia escolar. proporcionada

2008/442 Unidad de Enlace de “Pido de favor me informen qué hacer en caso de que unos Información 
Transparencia familiares sean víctimas de un delito, en este caso secuestro, el 

porqué la autoridad envía a los menores de edad a una casa 
hogar si existe un familiar de ellos mayor de edad que se puede 
hacer cargo de los niños. ¿Qué puedo hacer para recuperar a los 
niños?, o me digan cómo procedo legalmente en contra de 
estas autoridades. Les pido de favor me envíen mi respuesta vía 
correo electrónico. Gracias” (sic).

proporcionada

2008/443 Coordinación General de Solicita lo siguiente: Información 
Comunicaciones y Proyectos “Información acerca del presupuesto anual de esta H. Comisión, proporcionada 
 así como información acerca de las actividades públicas  
Oficialía Mayor realizadas por la misma”. Información 

publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH

2008/445 Unidad de Orientación Solicita lo siguiente: “El tabulador de sueldos de la Procuraduría Orientación a la 
Directa de los Derechos Humanos en el Estado de Guanajuato”. Unidad de Enlace 

competente

2008/447 Unidad de Enlace de El solicitante pregunta sobre cuál es el modo más seguro para Orientación a la 
Transparencia tener comunicación a la Presidencia de la República. Unidad de Enlace 

competente

2008/448 Dirección General de Quejas Solicita: “Siendo la Segunda Visitaduría la encargada de atender Información 
y Orientación casos de violencia escolar, cuántas quejas ha recibido en el 

periodo 2007-2008 en la materia”.
proporcionada

2008/451 Unidad de Enlace de Solicita lo siguiente: “Derechos y obligaciones de los ancianos en Información 
Transparencia los acilos”. publicada o en la 

página de internet 
de la CNDH

2008/452 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “El monto de inversión que se ha hecho a la Información 
fecha en el inmueble de Periférico Sur 1922, cuánto costó el 
edificio en 2006 y cuánto se ha invertido en remodelación, 
decoración, adecuaciones y mobiliario”.

proporcionada

2008/454 Unidad de Enlace de Realiza la siguiente pregunta: “¿Cuál es la función de la CNDH, Información 
Transparencia así como cuándo se creó, dónde se ubica y a quién protege?” publicada o en la 

página de internet 
de la CNDH
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Expediente Área responsable Solicitud 
Causa de

conclusión 

2008/455 Dirección General de Quejas Desea saber lo siguiente: “Casos que han violado los Derechos Información 
y Orientación Humanos de personas, por ser discapacitados, y las proporcionada 

Recomendaciones que se hayan emitido por esta violación”.  
Información 

publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH

2008/456 Dirección General de Quejas Solicita: “Las estadísticas de derechos más violados y los lugares Información 
y Orientación en donde se presentan con mayor frecuencia”. proporcionada

2008/457 Unidad de Enlace de Solicita información sobre el caso de las mujeres muertas en Información 
Transparencia Juárez en que la CNDH participó activamente proponiendo publicada o en la 

soluciones o ayuda a la población. Por su pronta respuesta página de internet 
gracias. de la CNDH 

 
Información 

proporcionada

2008/462 Unidad de Enlace de Solicita lo siguiente: “Saber acerca de los derechos de las Información 
Transparencia mujeres, niños y personas de la tercera edad, quiere folletos, publicada o en la 

informes”. página de internet 
de la CNDH

2008/463 Dirección General de Quejas Solicita lo siguiente: “Estadísticas de los Derechos Humanos más Información 
y Orientación violados en México, autoridades que reciben más quejas por su proporcionada

mal desempeño”.

2008/466 Dirección General de Quejas Solicita lo siguiente: “Información acerca de las instituciones Información 
y Orientación gubernamentales con más quejas y Recomendaciones sobre los proporcionada

Derechos Humanos en el 2007 y 2008”

2008/468 Unidad de Enlace de Solicita lo siguiente: “Cuáles son los principales conflictos éticos Información 
Transparencia de los Derechos Humanos y las instituciones gubernamentales proporcionada 

desde el punto de vista de la Comisión y sus estatutos”.  
Información 

publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH

2008/478 Unidad de Enlace de Solicita lo siguiente: “Año y fecha en se renueva la presidencia Información 
Transparencia de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos”. proporcionada

2008/483 Unidad de Enlace de Solicita saber quién es el Oficial Mayor y la manera en la que Información 
Transparencia puede entrar en contacto con él. publicada o en la 

página de internet 
de la CNDH 

 
Información 

proporcionada

2008/484 Unidad de Enlace de Solicita saber si se hará entrega de diplomas a todos los Información 
Transparencia participantes del Concurso de Cuento sobre “No proporcionada

Discriminación”.
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Noviembre 

Recursos Núm. 

En trámite 3 

Recibidos 2 

Resueltos 1 

Expediente Recurso 
Causa de

conclusión 

2008/5 Negativa de proporcionar copia de cédula profesional que demuestre que el señor Revocada o modificada 
Andrés Calero Aguilar, Tercer Visitador General, es licenciado en Derecho. la decisión del Comité 

de Acceso a la 
Información

C. Recursos en trámite, recibidos y resueltos
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Núm. Estado Municipio Centro 

1 Distrito Federal Centro Reclusión del Gobierno 
del Distrito Federal 

2 Distrito Federal Hospital Regional Psiquiátrico “Héctor 
Tovar Acosta” del Instituto Mexicano 

del Seguro Social 

Programa de Visitas a Lugares 
de Detención en Ejercicio 

de las Facultades del Mecanismo 
Nacional de Prevención de la Tortura 

Lugares visitados
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Actividades de la CNDH
 

Presidencia 

• Ceremonia inaugural del Seminario Perspectivas  
de los Derechos Humanos en el Siglo XXI 

El 7 de noviembre de 2008, el Ombudsman nacional, doctor José Luis Soberanes 
Fernández, participó en la ceremonia inaugural del Seminario Perspectivas de los 
Derechos Humanos en el Siglo XXI, que se llevó a cabo en el Auditorio “Alfonso 
Caso” de la Facultad de Derecho de la UNAM. Durante la inauguración se contó 
con la participación del Senador Gustavo Enrique Madero, Presidente de la Mesa 
Directiva de la Cámara de Senadores. 

Durante su participación, el doctor Soberanes Fernández señaló que a 60 años 
de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en México aún existen pen­
dientes muy graves por atender, como son, entre otros, la situación que preva­
lece en los centros penitenciarios, la migración y la participación del ejército en 
tareas de seguridad pública y en la lucha contra el crimen organizado. 

“A 60 años de la Declaración Universal, la situación de los Derechos Humanos 
en México es de luces y sombras. Ha habido avances, pero quedan muchos pen­
dientes en nuestro país”, aseguró. 

En su participación en el acto inaugural, donde estuvo acompañado por Ru­
perto Patiño, Director de la Facultad de Derecho, Soberanes Fernández denunció 
la falta voluntad y compromiso de los gobiernos para hacer plenamente eficaz la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos. Subrayó que la propuesta de 
países con distintas visiones políticas que decidieron caminar juntos en el respe­
to a la dignidad y a la igualdad de las personas aún no es una realidad en gran 
número de comunidades. 

Señaló que el 60 aniversario de dicha Declaración debiera servir para deman­
dar su cumplimiento e impulsar una nueva era de los Derechos Humanos. “Por 
lo menos, dijo, debe ser una fecha para reflexionar sobre los avances y los des­
aciertos que se han dado en esta materia”. 

Refirió que el binomio democracia y Derechos Humanos es esencial para cual­
quier sociedad que aspire a mejores niveles de crecimiento y desarrollo. Sin em­
bargo, apuntó que los gobiernos democráticos han fortalecido la pluralidad y lo 
asuntos electorales, pero no han sido eficaces para generar un ambiente propicio 
que detone el desarrollo integral de los derechos fundamentales. 

“Ahí están como ejemplo la desigualdad y la pobreza, que dejan a millones 
de personas sin el goce de los derechos de una ciudadanía plena; el aumento de 
los problemas de la seguridad pública, la violencia y el crimen organizado, que po-
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Puso en relieve que la UNAM abrió sus puertas para que en un marco de plu­
ralidad y respeto a la diversidad de ideas se reflexione y se analicen los rezagos 
y retos de los Derechos Humanos en el siglo XXI. 

“Como lo hicieron los promotores de la Declaración Universal, aceptemos sin 
maniqueísmos que la mejor manera para afrontar los peligros contra la dignidad 
humana y generar los consensos sociales en el siglo XXI es con unidad, recono­
ciendo y respetando, ante todo, las diferencias, que son la esencia de la vida 
democrática”. 

• Informe ante de la Red de Instituciones Nacionales para la Promoción  

y Protección de los Derechos Humanos en el Continente Americano
 

Al rendir un informe al término de su mandato como Secretario General de la Red 
de Instituciones Nacionales para la Promoción y Protección de los Derechos Hu­
manos en el Continente Americano, el 21 de noviembre de 2008, el Ombudsman 
nacional, doctor José Luis Soberanes Fernández, manifestó que la protección a 
los migrantes, la abolición de la tortura, los derechos de los pueblos indígenas y 
de las personas con discapacidad, así como los derechos a la educación, a la pro­
tección de la salud y a un medio ambiente sano son asuntos en los que ha per­
severado ese Organismo. 

La presencia de las Instituciones Nacionales para la Promoción y Defensa de 
los derechos fundamentales dentro de la Red se ha consolidado ya, lo mismo en 
la antigua Comisión de Derechos Humanos de la ONU que en su actual Consejo 
de Derechos Humanos, además de que la Oficina de la Alta Comisionada de Na­
ciones Unidas para los Derechos Humanos ha constatado que no cuenta con me­
jores aliados en la promoción y defensa de las garantías fundamentales que las 
instituciones públicas integrantes de la Red. 

La Red de Instituciones Nacionales para la Promoción y Protección de los De­
rechos Humanos del Continente Americano fue creada en la ciudad de México 
el 21 de noviembre de 2000, y está conformada por las Instituciones Nacionales 
de Derechos Humanos de América Latina, establecidas conforme a las directri­
ces de independencia y autonomía contenidas en los llamados Principios de París, 
con la finalidad de cooperar directamente con el Comité Internacional de Coor­
dinación de Instituciones Nacionales de Promoción y Protección de los Derechos 
Humanos (CIC) y la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los De­
rechos Humanos, para establecer, mantener, proteger y promover en la región 
una cultura de respeto a los Derechos Humanos. 

En reunión presidida por Miguel Alessio Robles, Subsecretario de Asuntos Ju­
rídicos y Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación, Soberanes Fernán­
dez señaló que fue un alto honor representar a los titulares de las Instituciones 
Nacionales del Continente Americano en los distintos foros internacionales a don­
de llevó las exigencias de respeto a los Derechos Humanos de los habitantes de 
América. 

En su intervención, Soberanes Fernández deseó éxito a la nueva coordinación 
de la Red, y destacó que durante su gestión se inició el fortalecimiento, el reco­
nocimiento y la aplicación, por parte de los gobiernos de la región, de los com­
promisos y normas internacionales en materia de Derechos Humanos, lo que 
contribuyó al desarrollo democrático de los países del área y ayudó a consolidar 
políticas de Estado en materia de Derechos Humanos. 

El Ombudsman mexicano puntualizó que durante sus ocho años al frente de 
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les de las Américas, que se encuentran establecidas de conformidad con los Prin­
cipios de París, y se apoyó el desarrollo de las Instituciones Nacionales de Derechos 
Humanos emergentes de los demás países de la región. 

Soberanes Fernández destacó la colaboración de la Red con los Órganos Crea­
dos en Virtud de los Tratados. Dijo que los miembros de los diversos comités re­
conocen que la información y la participación de las Instituciones Nacionales de 
Derechos Humanos son fundamentales para el seguimiento y solicitud de cum­
plimiento de sus observaciones y recomendaciones. 

“En el Continente Americano decidimos, como Instituciones Nacionales de De­
rechos Humanos, crear el mejor de los ambientes para llevar a cabo el Examen 
Periódico Universal del Consejo de Derechos Humanos, además de nuestra propia 
participación en este nuevo mecanismo de Naciones Unidas. La promoción que 
hicimos sobre este tema fue intensa y coordinada, para su mejor comprensión”. 

Primera Visitaduría General 

PROGRAMA DE VIH/SIDA 

• Impartición del curso “Detección temprana del VIH”,  
en la ciudad de México 

El Programa de VIH/SIDA de la CNDH impartió el curso para periodistas y profe­
sionales de la comunicación “Detección temprana del VIH”, en las instalaciones 
de esta Comisión Nacional ubicadas en República de Cuba número 60, en el Cen­
tro Histórico de la ciudad de México. 

Esta actividad fue realizada en colaboración con la agencia de noticias ANODIS 
y con AIDS Healthcare Foundation, y durante la impartición del curso se resalta­
ron aspectos de prevención en la detección temprana del VIH. Asimismo, se ex­
plicó la normativa que regula las pruebas de detección, así como las violaciones 
a los Derechos Humanos en las que se puede incurrir, tales como la violación de 
la confidencialidad. 

El Director del Programa de VIH/SIDA de la CNDH, licenciado Ricardo Hernán­
dez Forcada, tuvo una participación en el curso, al que asisieron10 personas. 

• Impartición del curso “Capacitación en salud, género,  
VIH/SIDA y Derechos Humanos”, en Cardonal, Hidalgo 

El 8 de noviembre de 2008, en el poblado de Cardonal, Hidalgo, el Programa de 
VIH/SIDA de la CNDH impartió el curso “Capacitación en salud, género, VIH/ 
SIDA y Derechos Humanos”. 

Esta actividad se llevó a cabo en coordinación con la Asociación Civil Hña Hñu 
Batsy de San Andrés Daboxtha, con la finalidad de dar continuidad al Programa 
de Capacitación del Programa de VIH/SIDA. 

El Director del Programa de VIH/SIDA, licenciado Ricardo Hernández Forcada, 
el Subdirector, licenciado Omar Feliciano Mendoza, y el señor Juan Alfonso Torres 
Sánchez, asesoraron y acompañaron el proceso de producción radiofónica bilin­
güe (español y hña hñu) de una campaña para la prevención del VIH y de la discri­
minación en la radio comunitaria. En esta actividad participaron 34 personas, de 
las cuales 24 son jóvenes estudiantes y las otras 10 pertenecen a Organizaciones 
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• Participación en el Primer Congreso Regional de VIH/SIDA,  

en Cuernavaca, Morelos
 

El Programa de VIH/SIDA de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en 
conjunto con los Servicios de Salud del Estado de Morelos, participó en el Primer 
Congreso Regional de VIH/SIDA. 

El evento se llevó a cabo el 26 de noviembre de 2008, en el Hotel Villa Bejar, 
de la ciudad de Cuernavaca, Morelos, y contó con la asistencia de 500 perso­
nas, de las cuales 300 eran personal de salud y las otras 200 pertenecen a Orga­
nizaciones No Gubernamentales y público en general. 

• Participación en el Primer Foro de Vinculación Oriente  

con Grupos de Autoayuda
 

El 28 de noviembre de 2008, el Programa de VIH/SIDA de la CNDH, a través de 
su Subdirector, licenciado Omar Feliciano Mendoza, participó en el Primer Foro 
de Vinculación Oriente con Grupos de Autoayuda, en la Unidad Cuauhtémoc del 
IMSS, en Naucalpan, Estado de México, con una ponencia titulada “La no discri­
minación, los derechos del personal de salud y los derechos de las personas que 
viven con VIH”. 

En esta actividad participaron 400 personas, de las cuales 200 son personal 
del servicio de salud y las otras 200 pertenecen a Organizaciones No Guberna­
mentales y grupos de autoapoyo de los ocho hospitales de la Delegación Orien­
te del IMSS del Estado de México. 

• Impartición de la conferencia magistral “VIH/SIDA y Derechos Humanos  

de las personas con VIH/SIDA”, en la ciudad de Puebla
 

El 28 de noviembre de 2008, en las instalaciones del Auditorio Angelópolis de 
Puebla, el Programa de VIH/SIDA de la CNDH, a través de Juan Alfonso Torres 
Sánchez, capacitador de este Programa, en conjunto con los Servicios de Salud 
del Estado de Puebla, impartió la conferencia magistral “VIH/SIDA y Derechos 
Humanos de las personas con VIH/SIDA”, en el cual participaron organizaciones 
civiles, personas con VIH, personal de la Secretaría de Salud, estudiantes univer­
sitarios y público en general. Al evento asistieron 250 personas, y se contó con 
la participación especial del Programa de VIH de la Comisión Estatal de los De­
rechos Humanos de Puebla. 

Tercera Visitaduría General 

PROGRAMA DE VISITAS A LUGARES DE DETENCIÓN EN EJERCICIO DE LAS 
FACULTADES DEL MECANISMO NACIONAL DE PREVENCIÓN DE LA TORTURA 

• Visitas de seguimiento en el Distrito Federal 

Con la finalidad de continuar con el seguimiento de las irregularidades señaladas 
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la segunda serie de visitas a los centros de Reclusión del Gobierno del Distrito Fe­
deral, en donde se constataron las acciones reportadas por la Subsecretaría del 
Sistema Penitenciario, para atender las observaciones planteadas. 

De igual forma, el 28 de noviembre personal médico del Mecanismo Nacional 
inició las visitas de seguimiento, correspondientes al Informe 4/2008, a los hos­
pitales psiquiátricos que dependen del Gobierno Federal, en este caso al Hospital 
Regional Psiquiátrico “Héctor Tovar Acosta”, del Instituto Mexicano del Seguro 
Social. 

• Asistencia al Seminario Internacional de Profundización y Evaluación  
del Programa Sistemas Penitenciarios y Derechos Fundamentales  
ILANUD/RWI 2005-2008, en Costa Rica 

Del 17 al 22 de noviembre, un servidor público del Mecanismo Nacional de Pre­
vención de la Tortura asistió a la ciudad de San José, Costa Rica, en donde par­
ticipó en el Seminario Internacional de Profundización y Evaluación del Programa 
Sistemas Penitenciarios y Derechos Fundamentales ILANUD/RWI 2005-2008, el 
cual fue organizado por el Instituto Latinoamericano de las Naciones Unidas para 
la Prevención del Delito y Tratamiento de Delincuente, en coordinación con el 
Instituto Raoul Wallenberg y la Agencia Sueca para el Desarrollo Internacional. 

El objetivo del Seminario fue promover la adopción y puesta en práctica, en 
los sistemas penitenciarios de los países de América Latina, de políticas criminoló­
gicas, penales y de Derechos Humanos, integrales y articuladas, a efecto de me­
jorar las condiciones de vida en las cárceles y fortalecer el respeto a los Derechos 
Humanos de las personas privadas de la libertad, tomando como parámetros el 
modelo penitenciario de derechos y deberes de Naciones Unidas. 

Además de México, participaron representantes de Argentina, Bolivia, Brasil, 
Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, Ni­
caragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Uruguay y Venezuela. 

Cuarta Visitaduría General 

DIRECCIÓN DE ANÁLISIS, ESTUDIO E INVESTIGACIÓN 

• Actividades de Promoción, difusión y defensa de los Derechos Humanos  
de los pueblos indígenas 

La Cuarta Visitaduría General de la CNDH, como parte de las actividades de 
promoción y difusión de los Derechos Humanos de los pueblos indígenas, impar­
tió, el 22 de noviembre de 2008, en el Jardín Botánico del Municipio de Zapoti­
tlán Salinas, Puebla, la conferencia “Derechos Humanos de los pueblos indígenas 
y la labor de la Cuarta Visitaduría de la CNDH”. 

Para llevar a cabo lo anterior, personal de la Cuarta Visitaduría General de la 
CNDH se coordinó con la Red Nacional de Mujeres Indígenas y Rurales, A. C. (Re­
namur). 

Se contó con la participación de la licenciada Nuria Costa Leonardo, Presiden-
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integrantes de organizaciones sociales, y comunidades indígenas y rurales de los 
estados de Guerrero, Oaxaca, Chiapas, Durango y Puebla. 

Durante el desarrollo de esta actividad se proporcionó información respecto 
de la importancia de promover una cultura de reconocimiento y respeto a los de­
rechos de los pueblos indígenas, y se destacó el trabajo que la Cuarta Visitaduría 
de la CNDH desarrolla en materia de defensa de los mismos, así como la aten­
ción de quejas que se reciben por concepto de presuntas violaciones a los dere­
chos de los integrantes de pueblos y comunidades indígenas. 

Quinta Visitaduría General 

• Actividades realizadas durante noviembre de 2008 

Atención al público (orientación) 

Responsable de la actividad Lugar donde se realizó Total 

Distrito Federal Estación Migratoria de 
Iztapalapa 

18 

Tijuana En oficina 67 

Nogales En oficina 81 

Ciudad Juárez En oficina 112 

Reynosa En oficina 24 

Coatzacoalcos En oficina 54 

Villahermosa En oficina 42 

Tapachula En oficina 84 

San Cristóbal En oficina 41 

Aguascalientes En oficina 37 

Campeche En oficina 26 

Total: 586 

Visitas a Estaciones Migratorias 
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Responsable de la actividad Lugar donde se realizó Total 

Distrito Federal 
Estación migratoria  
o lugar habilitado 

3 

Tijuana 
Estación migratoria  
o lugar habilitado 

19 

Nogales 
Estación migratoria  
o lugar habilitado 

19 

Ciudad Juárez 
Estación migratoria  
o lugar habilitado 

14 

Reynosa 
Estación migratoria  
o lugar habilitado 

19 

Coatzacoalcos 
Estación migratoria  
o lugar habilitado 

27 

Villahermosa 
Estación migratoria  
o lugar habilitado 

958 
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Tapachula 
Estación migratoria  
o lugar habilitado 

19 

San Cristóbal 
Estación migratoria  
o lugar habilitado 

23 

Aguascalientes 
Estación migratoria  
o lugar habilitado 

3 

Campeche 
Estación migratoria  
o lugar habilitado 

5 

Total: 160 

Gestiones 

Responsable de la actividad Lugar donde se realizó Materia Total 

Oficinas foráneas y Distrito Federal 
Estación migratoria o lugar 

habilitado 
Atención médica 14 

Oficinas foráneas y Distrito Federal 
Estación migratoria o lugar 

habilitado 
Atención alimentaria 5 

Oficinas foráneas y Distrito Federal 
Estación migratoria o lugar 

habilitado 
Comunicación 3 

Oficinas foráneas y Distrito Federal 
Estación migratoria o lugar 

habilitado 
Asistencia material 4 

Oficinas foráneas y Distrito Federal 
Estación migratoria o lugar 

habilitado 
Asistencia jurídica 70 

Total: 96 

Secretaría Técnica del Consejo Consultivo 

DIRECCIÓN GENERAL ADJUNTA DE EDUCACIÓN Y FORMACIÓN 
EN DERECHOS HUMANOS 

• Clausura del Diplomado en Derechos Humanos, Seguridad Pública  
y Procuración de Justicia, en Puebla 

El 29 de noviembre de 2008, en el Salón Candiles, Edificio Carolino, de la Bene­
mérita Universidad Autónoma de Puebla, se llevó a cabo una ceremonia con el 
objetivo de dar fin a las actividades académicas del Diplomado en Derechos Hu­
manos, Seguridad Pública y Procuración de Justicia que este Organismo Nacional 
impartió a integrantes de Organismos No Gubernamentales, servidores públicos 
y público en general para promover los Derechos Humanos. 

Para llevar a cabo lo anterior, personal de la CNDH se coordinó con la Bene­
mérita Universidad Autónoma de Puebla y con la Comisión de Derechos Humanos 
del Estado de Puebla. 

Al acto asistieron, por parte de la Comisión de Derechos Humanos del Estado 
de Puebla su Presidenta, maestra Marcia Maritza Bullén Navarro; por la Benemé­
rita Universidad Autónoma del Estado de Puebla su Rector, maestro Enrique Agüe­
ra Ibáñez, y por la CNDH el doctor Rogelio Chávez Moreno, Subdirector de Edu-

GACETA 
cación Continua de la Secretaría Técnica del Consejo Consultivo. 1990/2008 

A
ct

iv
id

ad
es


 

59 



 • Clausura del Diplomado en Derechos Humanos y las Fuerzas  
Armadas, en Tepic 

El 29 de noviembre de 2008, en las instalaciones de la 13/a. Zona Militar en 
Tepic, Nayarit, tuvo lugar la ceremonia de clausura del Diplomado en Derechos 
Humanos y las Fuerzas Armadas, que este Organismo Nacional impartió a inte­
grantes de la Zona Militar mencionada. 

Para lograr lo anterior, personal de la CNDH se coordinó con la 13/a. Zona Mi­
litar en Tepic y con la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos para el Es­
tado de Nayarit. 
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Al acto asistieron, por parte de la Comisión de Defensa de los Derechos Huma­
nos para el Estado de Nayarit, su Presidente, licenciado Óscar Humberto Herrera 
López, y por la 13/a. Zona Militar el D. E. M. General de Brigada Silvestre Jorge 
Vázquez Benítez, comandante de dicha zona. 

• Inauguración del Diplomado en Derechos Humanos, en Texcoco 

El 27 de noviembre de 2008, en la Casa de la Cultura de Texcoco, Estado de Mé­
xico, se llevó a cabo la ceremonia de inauguración para dar inicio a las actividades 
académicas del Diplomado en Derechos Humanos que este Organismo Nacional 
impartirá a profesionistas, integrantes de Organismos No Gubernamentales y pú­
blico en general para promover los Derechos Humanos y la cultura de su respeto, 
en coordinación con la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México. 

Al evento asistieron la licenciada Rosa María Molina de Pardiñas, Secretaria Ge­
neral de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México; el licenciado 
Enrique Pimentel González Pacheco, Director General Adjunto de Enlace y Desa­
rrollo con ONG de la CNDH; el licenciado Constanzo de la Vega Membrillo, Presi­
dente Constitucional del H. Ayuntamiento de Texcoco, Estado de México; el licen­
ciado Alejandro Héctor Barreto Estévez, Visitador General III Oriente de la Comisión 
de Derechos Humanos del Estado de México, y el doctor Rogelio Chávez Moreno, 
Subdirector de Educación Continua de la Secretaría Técnica del Consejo Consul­
tivo de la CNDH. 

Durante la inauguración, se impartió la conferencia magistral “Los derechos 
fundamentales”, a cargo del doctor Rogelio Chávez Moreno. 

DIRECCIÓN GENERAL ADJUNTA DE VINCULACIÓN CON ORGANISMOS 
PúBLICOS DE DERECHOS HUMANOS 

• XXXI Congreso Nacional Ordinario de la Federación Mexicana  
de Organismos Públicos de Derechos Humanos, en Tuxtla Gutiérrez 

En la ciudad de Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, los días 5, 6 y 7 de noviembre de 2008 
se llevó a cabo el XXXI Congreso Nacional Ordinario de la Federación Mexicana 
de Organismos Públicos de Derechos Humanos (FMOPDH), en el que se acorda­
ron los siguientes objetivos: 

1. Se aprobó la creación de un Programa Nacional de Servidores Públicos Re­
comendados. 

2. Se aprobó la creación de la Comisión de Trabajo, encabezada por el titular 
de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Quintana Roo y los Vi­
cepresidentes de la FMOPDH, a efecto de integrar información, analizar la 
legislación correspondiente y desarrollar el Programa Nacional de Servidores 
Públicos Recomendados. 

3. Se aprobó la creación de una Comisión de Trabajo integrada por los Vice­
presidentes de la FMOPDH y los titulares de las Comisiones Estatales de 
Campeche, Nayarit, Jalisco y Sinaloa, para desarrollar un programa de cam­
pañas de prevención y sensibilización sobre explotación sexual y laboral in­
fantil. 

4. Se aprobó que el Diagnóstico de Supervisión Penitenciaria se incorpore como 
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5. Se aprobó que el Sistema Nacional de Precedentes se incorpore como un 
programa permanente de la FMOPDH. 

6. Se aprobó la creación de una Comisión de Trabajo temporal integrada por 
el Comité Directivo de la FMOPDH, para analizar el establecimiento de un 
Consejo Permanente de ex Presidentes de la FMOPDH. 

7. Se aprobó que la FMOPDH, como tal, se integre a la segunda etapa de se­
guimiento de la Conferencia Permanente de Seguimiento al Acuerdo de Segu­
ridad Nacional. 

Por otra parte, se tocaron temas de gran importancia, como: 

a) Informe de actividades del Presidente de la Federación. 

b) Informe de los estados patrimonial y presupuestal de la Federación.
 
c) Presentación de los Resultados del Diagnóstico de Supervisión Penitenciaria 


2008, a cargo del licenciado Andrés Calero Aguilar, Tercer Visitador General 
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 

d) Intervención de la Presidenta de la Comisión de Derechos Humanos del Es­
tado de Campeche, maestra Ana Patricia Lara Guerrero, sobre la propuesta 
para realizar campañas de prevención sobre explotación sexual y laboral 
infantil. 

e) Intervención del Vicepresidente de la Zona Sur de la Federación Mexicana 
de Organismos Públicos de Derechos Humanos y titular de la Comisión de 
Derechos Humanos del Estado de Quintana Roo, licenciado Gaspar Arman­
do García Torres, con la propuesta de crear un banco de datos de los ser­
vidores públicos para observar y registrar los actos u omisiones de violacio­
nes a Derechos Humanos y sus reincidencias, así como los actos positivos 
o negativos, o bien, si tienen una sentencia condenatoria o no. 

f)	 Presentación de la actualización del Sistema Nacional de Precedentes de la 
Federación Mexicana de Organismos Públicos de Derechos Humanos, a car­
go del abogado Sergio Salazar Vadillo. 

Por parte de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos asistió el Secre­
tario Técnico del Consejo Consultivo, licenciado Jesús Naime Libién, y los licen­
ciados Guillermo Peña Campuzano, Alejandra Monserrat Soto Sánchez, Ricardo 
López Espinosa y Omar Charfen Tomasi; los Presidentes y/o representantes de 
las Comisiones Estatales de las entidades federativas siguientes: Aguascalientes, 
Baja California Sur, Campeche, Coahuila, Colima, Chiapas, Chihuahua, Distrito 
Federal, Durango, Guanajuato, Hidalgo, Jalisco, Estado de México, Michoacán, 
Morelos, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, Quintana Roo, San Luis Potosí, Si­
naloa, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz, Yucatán y Zacatecas. 

• Informe Anual de Actividades 2008, del Presidente de la Procuraduría  

de los Derechos Humanos y Protección Ciudadana del Estado de  

Baja California, licenciado Francisco Javier Sánchez Corona
 

En las instalaciones del H. Congreso del Estado de Baja California, el 12 de no­
viembre del presente año, el licenciado Francisco Javier Sánchez Corona, Presi­
dente de la Procuraduría de los Derechos Humanos y Protección Ciudadana del 
Estado de Baja California, rindió su Informe Anual de Actividades correspondien­
te a 2008, al que asistieron, por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
el licenciado Omar Charfen Tomasi, Director General Adjunto de Enlace con Or-
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La presentación del Informe Anual de Actividades estuvo dirigida a servidores 
públicos del Gobierno del estado, a personal de la Procuraduría de los Derechos 
Humanos y Protección Ciudadana del Estado de Baja California, a miembros de 
Organizaciones No Gubernamentales de la entidad y al público en general. 

• Firma de un convenio de colaboración entre la Comisión Estatal  
de Derechos Humanos de Sonora y la Secretaría de Educación  
y Cultura del Estado de Sonora 

El 28 de noviembre de 2008, en la ciudad de Hermosillo, Sonora, la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos participó como testigo de honor en la firma 
de un convenio de colaboración entre la Comisión Estatal de Derechos Huma­
nos de Sonora y la Secretaría de Educación y Cultura del Estado de Sonora, que 
tiene como objetivo dar inicio al Programa Niños Promotores. 

Al acto asistieron, por parte de la Comisión Nacional de los Derechos Huma­
nos, el licenciado Omar Charfen Tomasi; por la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos de Sonora su Presidente, maestro Jorge Sáenz Félix; por la Secretaría 
de Educación y Cultura del estado su titular, maestro Víctor Mario Gamiño Casi­
llas; representantes de las Secciones 28 y 54 del SNTE, así como representantes 
de la Asociación de Padres de Familia del estado. 

DIRECCIÓN GENERAL ADJUNTA DE ENLACE Y DESARROLLO 
CON ORGANIzACIONES NO GUBERNAMENTALES 

• Reuniones de trabajo con 32 Organizaciones No Gubernamentales  
de los estados de Campeche, Chiapas y Chihuahua, en coordinación 
con las Comisiones Locales de Derechos Humanos, y directamente con  
ONG del Distrito Federal 

Los días 3, 4, 5, 6, 7, 12, 13, 14, 17, 18, 19, 20, 21, 24, 25, 26 y 27 de noviem­
bre de 2008, se llevaron a cabo reuniones de trabajo con ONG de los estados de 
Campeche, Chiapas y Chihuahua, y directamente con Organizaciones No Guber­
namentales del Distrito Federal, con la finalidad de establecer un canal de comu­
nicación con estas organizaciones sociales, sentar las bases para llevar a cabo ac­
ciones de capacitación en materia de Derechos Humanos y agendar compromisos 
para la renovación de convenios de colaboración. 

A dichas reuniones asistieron el licenciado Enrique Pimentel González Pacheco, 
Director General Adjunto de Enlace y Desarrollo con Organizaciones No Guber­
namentales de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, y capacitadores 
de la Dirección General Adjunta de Enlace y Desarrollo con Organizaciones No 
Gubernamentales. 

• Jornadas de Capacitación con Organizaciones No Gubernamentales  
de los Estados de Baja California Sur, Campeche, Chiapas, Coahuila,  
Durango, Estado de México, Michoacán, Morelos, Puebla, Querétaro, 
Tamaulipas, Tlaxcala y Distrito Federal 

La CNDH, a través de la Secretaría Técnica del Consejo Consultivo, llevó a cabo 
GACETA 
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Estado Fechas 

Baja California Sur 12 y 13 de noviembre 

Campeche 21 de noviembre 

Chiapas 28 de noviembre 

Coahuila 4 de noviembre 

Durango 27 de noviembre 

Estado de México 5, 6, 7, 24, 25 y 27 de noviembre 

Michoacán 6 de noviembre 

Morelos 25 de noviembre 

Puebla 26 de noviembre 

Querétaro 13 de noviembre 

Tamaulipas 18 de noviembre 

Tlaxcala 5 y 24 de noviembre 

Distrito Federal 25 de noviembre 

Dichas Jornadas cumplieron con el objetivo de que los asistentes conocieran 
aspectos generales de los Derechos Humanos, con la finalidad de que los hagan 
vigentes y fomenten la cultura de respeto y defensa de los mismos. 

Se contó con la presencia de personal de las Comisiones Locales de Derechos 
Humanos de las entidades federativas mencionadas y capacitadores en Dere­
chos Humanos de la Dirección General Adjunta de Enlace y Desarrollo con Orga­
nizaciones No Gubernamentales de la CNDH. 

Cabe destacar la impartición de las conferencias “Fortalecimiento a ONG”, 
“Formación de promotores”, ”Introducción a los Derechos Humanos”, “Derechos 
de las y los jóvenes”, “Derechos de las personas que viven con VIH/SIDA”, “Dere­
chos de las personas con discapacidad”, “Derechos de la mujer”, “Violencia fami­
liar y Derechos Humanos” y “Discriminación a grupos en situación de vulnerabili­
dad”, y la presentación del CD interactivo Nuestros derechos, tercera edición, a 
través de las cuales se dotó de conocimientos elementales sobre los derechos 
fundamentales a los asistentes, brindándoles con ello herramientas que facilitan 
y enriquecen las actividades de promoción y difusión de los Derechos Humanos 
que vienen desarrollando con los grupos en situación de vulnerabilidad a los que 
prestan asistencia. 

Centro Nacional de Derechos Humanos 

El Centro Nacional de Derechos Humanos (CENADEH) tiene como responsabilidad 
primordial la promoción de la cultura de los Derechos Humanos a través de la rea­
lización de estudios e investigación académica sobre el tema, tanto desde el pun­
to de vista del derecho como desde una perspectiva interdisciplinaria; el CENADEH 
también procura el intercambio institucional, la formación de investigadores, la 
reflexión académica interdisciplinaria, la programación de actividades académicas, 
la organización de programas de formación académica, así como el fortalecimien­
to del Centro de Documentación y Biblioteca. 

1. Investigaciones y proyectos académicos 

Una investigadora concluyó un artículo para su posible publicación en la revista 
del Centro, titulado “Principios generales del derecho relacionados con las per-
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El personal académico elaboró cinco reseñas para su posible publicación en la 
revista del Centro Nacional: 

1 legislativa. 
4 bibliográficas. 

Además de la producción que el personal académico ha elaborado para la 
CNDH, un investigador publicó en prensa cinco artículos periodísticos. 

2. Actividades académicas 

El personal académico impartió ocho conferencias en diversos foros nacionales, 
como seminarios, mesas redondas y dependencias públicas. 

Además, dos miembros del personal académico tuvieron en total seis interven­
ciones en programas de radio y televisión, en donde abordaron temas relaciona­
dos con los Derechos Humanos. 

El personal académico del CENADEH participó en 13 actividades académicas 
externas, como docentes y tutores a nivel de licenciatura y posgrado en diversas 
instituciones académicas, y en conferencias, ponencias, etcétera. 

3. Programas de formación académica 

a) Doctorado en Derechos Humanos que se imparte en el  
Centro Nacional con la colaboración de la Universidad  
Nacional de Educación a Distancia (UNED) de España 

Se realizaron los trámites de matrícula al Departamento de Historia del Derecho 
y de las Instituciones del programa de Doctorado en Derechos Humanos de la 
UNED, de 19 alumnos al periodo de docencia y 18 al periodo de investigación. 

b) Máster en Derechos Humanos que se imparte en el CENADEH con la 
colaboración de la Universidad de Castilla-La Mancha (UCLM) de España 

En este mes iniciaron las clases del Programa, y del 24 al 27 el doctor Marcos 
Massó Garrote, profesor adscrito a la UCLM, impartió los Módulos I y II, que co­
rresponden a los cursos: “Concepto y fundamento de los Derechos Humanos” y 
“Origen y desarrollo histórico de los Derechos Humanos”, respectivamente. 

c) Programa de Tutorías para los Doctorados en Derechos Humanos  
y Derecho Constitucional 

En este mes se realizaron siete tutorías en las instalaciones del Centro con los 
alumnos inscritos en este Programa y que son auxiliados por los tutores que co­
laboran en este proyecto, para el desarrollo de su investigación o tesis doctoral, 
según sea el caso, ya sea como alumnos del Doctorado en Derechos Humanos 
por la UNED o en el Doctorado en Derecho Constitucional por la Universidad de 
Castilla-La Mancha de España. 

d) Maestría en Derechos Humanos que se imparte en el CENADEH  
con la colaboración de la Universidad Autónoma de Ciudad Juárez 

En este mes el doctor Rigoberto Ortiz Treviño, investigador del Centro, impartió 
el Módulo I del programa, sobre “Los Derechos Humanos en el sistema jurídico 
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4. Claustro académico 

En este mes en el Claustro académico del Centro participaron como ponentes Sara 
Esparza Antillón y Alberto Clara Islas, becarios del CENADEH, quienes expusieron 
sobre los avances de su tesis de licenciatura, que llevan por título “Niños soldados” 
y “El Comité de Derechos Humanos ‘Fray Pedro Lorenzo de la Nada’”, respecti­
vamente. 

5. Eventos académicos organizados por el Centro Nacional  
de Derechos Humanos 

Evento Fecha 
Núm. de 
asistentes 

Conferencia “Los Derechos Humanos 
en Mercosur, ¿disquisición teórica o 
ejercicio real?” 

13 de noviembre 25 

Conferencia “Violencia familiar a través 
del lenguaje” 

27 de noviembre 30 

Conferencia “Los Derechos Humanos en Mercosur,  
¿disquisición teórica o ejercicio real?” 

El 13 de noviembre la doctora Adriana Dreyzin, de la Universidad de Córdoba, 
impartió, en las instalaciones del Centro Nacional de Derechos Humanos, la con­
ferencia “Los Derechos Humanos en Mercosur, ¿disquisición teórica o ejercicio 
real?”, en la que señaló que el Mercado Común del Sur (Mercosur) nació como 
un proceso intergubernamental y económico, y se ha mantenido hermético hacia 
la sociedad civil. 

De acuerdo con la doctora Dreyzin, el proceso del Mercosur se ha conducido 
sobre las bases de la exclusión hacia la ciudadanía y hacia el tema de los Derechos 
Humanos, lo que imposibilita al Mercosur para constituirse como un proceso 
integral económico y humano. 

La doctora Dreyzin señaló dos acciones a seguir para democratizar el proceso 
de integración: la disolución de feudos temáticos que impiden la participación de 
la sociedad civil en todos los temas relativos al Mercosur, y el combate a la irre­
levancia del tema de los Derechos Humanos en la integración comercial. 

Finamente, la ponente resaltó la importancia de considerar al proceso del Mer­
cosur como un instrumento para alcanzar la justicia social, y no como un fin en 
sí mismo. 

Conferencia “Violencia familiar a través del lenguaje” 

El 27 de noviembre del año en curso la doctora Margarita Palacios, de la Facultad 
de Filosofía y Letras de la Universidad Nacional Autónoma de México, impartió 
la conferencia “Violencia familiar a través del lenguaje”, en la que señaló que el 
lenguaje es utilizado como medio de agresión en la convivencia cotidiana familiar; 
sin embargo, resaltó, si bien la violencia verbal es sumamente grave, la sociedad 
aún no identifica plenamente que los daños ocasionados por este tipo de agresio­
nes son igualmente graves que los perjuicios ocasionados por la violencia física. 

La profesora de la Facultad de Filosofía y Letras indicó que los grupos que 
GACETA 
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el lenguaje son los grupos en situación de vulnerabilidad, como las mujeres, los 
niños, las personas de la tercera edad y las personas con discapacidad. 

Finalmente, la doctora Margarita Palacios señaló que es sumamente impor­
tante que la población tome conciencia de la gravedad del uso del lenguaje como 
medio de agresión, de manera que tanto la víctima como el agresor identifiquen 
el uso de la violencia en el lenguaje como un trato fuera de la normalidad en el 
trato cotidiano dentro del seno familiar. 
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Recomendación 55/2008
 
Sobre el caso de tortura en contra de A1 

SÍNteSIS: El 21 de septiembre de 2007 se recibió en esta Comisión Nacional el es­
crito de queja de la señora Silvestra Palacios Rodríguez, mediante el cual manifestó 
presuntas violaciones a los Derechos Humanos de su hijo, el señor Francisco Javier Ati­
lano Palacios, atribuibles a servidores públicos de la Policía Federal Preventiva, toda 
vez que, el 16 de septiembre de 2007, catearon su domicilio, con el argumento de que 
había drogas y armas; en dicho operativo su descendiente fue detenido y golpeado 
en todo el cuerpo. Finalmente señaló que, sin precisar fecha, visitó a su descendien­
te en las oficinas de la Procuraduría General de la República en Torreón, Coahui­
la, y se percató que presentaba diversas heridas en la cara y se quejaba mucho de 
un costado. 

Del análisis lógico-jurídico realizado a las evidencias del expediente, esta Comisión 
Nacional pudo acreditar violaciones a los Derechos Humanos de legalidad, seguridad 
jurídica y a la integridad física en agravio del señor Francisco Javier Atilano Palacios, 
por servidores públicos de la Policía Federal Preventiva, ya que después de que lo 
detuvieron demoraron 11 horas para ponerlo a disposición del representante social de 
la Federación, transgrediendo con su conducta los principios contenidos en los ar­
tículos 14, párrafo segundo, y 16, párrafo cuarto, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, que establece que en los casos de delito flagrante, cual­
quier persona puede detener al indiciado poniéndolo sin demora a disposición de 
la autoridad inmediata y ésta, con la misma prontitud, a la del Ministerio Público, lo 
cual en el presente caso no ocurrió. Asimismo, los elementos de la Policía Federal Pre­
ventiva, al introducirse a la casa de la quejosa sin contar con mandamiento escrito 
fundado y motivado, tal y como lo dispone la Constitución Política de los Estados Uni­
dos Mexicanos, transgredieron los Derechos Humanos de legalidad, de seguridad 
jurídica y de inviolabilidad del domicilio. 

Por otra parte, esta Comisión Nacional, tomando en consideración la diversa docu­
mentación y elementos de prueba de que se allegó, pudo establecer que la dinámi­
ca de las lesiones que presentó el agraviado no corresponden de ninguna manera 
con lo narrado por los servidores públicos de la Policía Federal Preventiva que llevaron 
a cabo la detención, motivo por el cual se concluyó que el agraviado fue objeto de 
tortura. 

Por ello, la actuación de los elementos de la Policía Federal Preventiva que lesio­
naron y causaron un sufrimiento innecesario al agraviado vulneró el contenido de 
los artículos 14, párrafo segundo; 16, párrafos primero, noveno y décimo; 19, párra­
fo cuarto; 20, apartado A, fracción II; 21, párrafo noveno, y 22, párrafo primero, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1; 2; 6, párrafo segundo; 
8; 9; 10, y 12, de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura; 
2, 3 y 5 del Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la 
Ley, adoptado por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, 
el 17 de diciembre de 1979, así como el numeral 6 del Conjunto de Principios para 
la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o 
Prisión. 

Además, en su calidad de servidores públicos encargados de hacer cumplir la ley, 
transgredieron los derechos previstos en los tratados internacionales, como son los 
mencionados en los artículos 7, 9.1, 9.3, 9.5 y 10.1 del Pacto Internacional de De- GACETA 
rechos Civiles y Políticos; 5, 5.1, 5.2, 7.1, 7.2, 7.5 y 8.2 de la Convención Americana 1990/2008 
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sobre Derechos Humanos, así como lo dispuesto en el artículo 3o. de la Ley Federal 
para Prevenir y Sancionar la Tortura. 

Por ello, el 18 de noviembre de 2008, esta Comisión Nacional emitió la Recomen­
dación 55/2008, dirigida al Secretario de Seguridad Pública, para que se dicten las 
medidas correspondientes a efecto de reparar el daño ocasionado y se brinde el apo­
yo psicológico y de rehabilitación necesario que permita el restablecimiento de las 
condiciones físicas y psicológicas en que se encontraba el afectado antes de la vio­
lación a sus Derechos Humanos; se mantenga informada a esta Comisión Nacional 
de los avances y resultados de la implementación de dichas medidas; se amplíe la 
vista que mediante el oficio SPVDH/DGDH/DGADH/1500/2008, del 30 de abril de 
2008, la Dirección General Adjunta de Promoción de los Derechos Humanos de la Sub­
secretaría de Prevención, Vinculación y Derechos Humanos de la Secretaría de Se­
guridad Pública dio al Órgano Interno de Control en la Policía Federal Preventiva, a fin 
de que se consideren dentro del expediente administrativo DE/163/2008 las obser­
vaciones contenidas en el presente documento y en su oportunidad resuelva lo que 
conforme a Derecho corresponda, manteniendo informada a esta Comisión Nacional 
de los avances que se registren en el mismo hasta su determinación; se giren instruc­
ciones a quien corresponda a efecto de que se dé vista a la Procuraduría General de 
la República de las observaciones contenidas en el presente documento, a fin de que 
el Agente del Ministerio Público de la Federación que conoce de la averiguación pre­
via AP/PGR/COAH/TORR/AGI-II/644/2007 cuente con nuevos elementos de prueba 
que le permitan extraer de la reserva la citada indagatoria y la resuelva conforme a 
Derecho corresponda; se mantenga informada a esta Comisión Nacional de los avan­
ces y resultados de la implementación de dichas medidas; se giren instrucciones a 
quien corresponda a efecto de que se implementen las acciones necesarias para que 
se otorgue al personal de esa Secretaría la capacitación adecuada en materia de 
Derechos Humanos para evitar la repetición de actos como los que dieron origen al 
presente pronunciamiento; se mantenga informada a esta Comisión Nacional de los 
avances y resultados de la implementación de dichas medidas, y se giren instruccio­
nes necesarias para que se tomen las medidas administrativas correspondientes a 
efecto de que los servidores públicos de esa dependencia, ante cualquier uso exce­
sivo de la fuerza física, observen de manera puntual y permanente el contenido de 
la normativa que rige sus funciones, debiendo adoptar las providencias necesarias 
para salvaguardar los Derechos Humanos de las personas, y se mantenga informada 
a esta Comisión Nacional de los avances y resultados de la implementación de dichas 
medidas. 

Re
co

m
en

da
ci

on
es


 

México, D. F., 18 de noviembre de 2008 

Sobre el caso de tortura en contra de A1 

Ing. Genaro García Luna, 
Secretario de Seguridad Pública 

Distinguido señor Secretario: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., párrafo pri­
mero; 6o., fracciones II y III; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 42; 44; 46, y 51, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, así como 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 136 de su Reglamen­
to Interno, ha examinado los elementos contenidos en el expediente 2007/4046/1/Q, relacionados 
con el caso de A1, y vistos los siguientes: 72 
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I. HECHOS
 

El 21 de septiembre de 2007 se recibió en esta Comisión Nacional, proveniente de 
la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, el escrito de queja 
de Q1, mediante el cual manifestó presuntas violaciones a los Derechos Humanos 
cometidas en agravio de A1, atribuibles a servidores públicos de la Policía Federal 
Preventiva (PFP), toda vez que, aproximadamente a las 21:00 horas del 16 de 
septiembre de 2007, ingresaron a su domicilio ocho personas encapuchadas, ves­
tidas con uniformes de color azul marino, portando armas largas y pistolas, quie­
nes dijeron ser policías federales; servidores públicos que amagaron y amena­
zaron con sus armas a la quejosa y a los T1, T2 y T3. Agregó que su domicilio 
fue cateado con el argumento de que había drogas y armas, operativo en el que 
A1 fue detenido y golpeado en todo el cuerpo. Finalmente, señaló que, sin pre­
cisar fecha, visitó a A1 en las oficinas de la Procuraduría General de la República 
en Torreón, Coahuila, donde se percató que presentaba diversas heridas en la cara 
y se quejaba mucho de un costado. 

II. EVIDENCIAS 

En el presente caso las constituyen: 

A. El escrito de queja presentado por Q1 el 17 de septiembre de 2007, ante la 
Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, el cual fue remitido por 
razones de competencia a esta Comisión Nacional, donde se recibió el día 21 del 
mes y año citados. 

B. El acta circunstanciada elaborada el 17 de septiembre de 2007 por personal 
de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, con motivo de la ra­
tificación de la queja, por parte de A1, en el interior de las instalaciones de la Pro­
curaduría General de la República en Torreón, Coahuila. 

C. La fe de lesiones elaborada el 17 de septiembre de 2007, por personal de la 
Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, con motivo de la revisión 
que se le realizó a A1 en el interior de las instalaciones de la Procuraduría Gene­
ral de la República en Torreón, Coahuila. 

D. Las nueve fotografías tomadas a A1, en las instalaciones de la Procuraduría 
General de la República, en la ciudad de Torreón, Coahuila, a las 15:30 horas del 
17 de septiembre de 2007. 

E. El oficio SPVDH/DGDH/2032/07, del 26 de octubre de 2007, suscrito por la en­
cargada de la Dirección para la Defensa de los Derechos Humanos de la Subsecre­
taría de Prevención, Vinculación y Derechos Humanos de la Secretaría de Segu­
ridad Pública, al que anexó los oficios PFP/CIP/DSJA/950/2007, PFP/CSR/CRV/ 
UJ/175/2007 y PFP/CFFA/JUR/13330/2007, de los días 18, 22 y 23 de octubre de 
2007, respectivamente, suscritos por el Director de la Coordinación de Inteligen­
cia para la Prevención de la Secretaría de Seguridad Pública, por el titular de la 
V Región Coahuila y por el Coordinador General de Fuerzas Federales de Apoyo 
de la Policía Federal Preventiva, respectivamente, a través de los cuales las refe- 1990
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ridas áreas precisaron no haber encontrado antecedente alguno de que personal 
adscrito a la Policía Federal Preventiva hubiere participado en los hechos motivo 
de la queja. 

F. El oficio 1844/08 DGPCDHAQI, del 8 de abril de 2008, suscrito por el Director 
General de Promoción de la Cultura en Derechos Humanos, Atención a Quejas e 
Inspección de la Subprocuraduría de Derechos Humanos, Atención a Víctimas y 
Servicios a la Comunidad de la Procuraduría General de la República, al que anexó, 
entre otros documentos, el oficio 709/2008, del 25 de marzo de 2008, suscrito 
por la Delegada Estatal de la Procuraduría General de la República en Coahuila, 
a través del cual dio contestación a lo solicitado por esta Comisión Nacional, ade­
más de proporcionar copia de diversas diligencias que obran en las averiguaciones 
previas AP/PGR/COAH/TORR/AGII-III-NARC/604/2007 y AP/PGR/COAH/TORR/ 
AGI-II/644/2007, entre las que destacan: 

a. El oficio de puesta a disposición ante el Agente del Ministerio Público de la Fe­
deración en turno, en Torreón, Coahuila, del 17 de septiembre de 2007, suscrito 
por los elementos de la Policía Federal Preventiva que llevaron a cabo la detención 
de A1. 

b. El acuerdo de inicio de la averiguación previa AP/PGR/COAH/TORR/AGII-III­
NARC/604/2007, suscrito por el Agente del Ministerio Público de la Federación, 
adscrito a la Agencia Segunda Investigadora Mesa Tres, encargado del seguimien­
to de la investigación en contra del narcomenudeo en Torreón, Coahuila. 

c. El dictamen de integridad física, del 17 de septiembre de 2007, elaborado por 
el perito médico oficial de la Procuraduría General de la República en Torreón, Coa-
huila, con motivo de la revisión física que se le realizó a A1. 

d. La nota médica de la Cruz Roja Delegación Torreón, elaborada el 17 de sep­
tiembre de 2007, por personal médico de esa institución, con motivo de la revi­
sión que se le realizó a A1, en la cual consta que presentaba fractura de los arcos 
costales 5 y 6. 

e. La declaración ministerial de A1, rendida el 18 de septiembre de 2007, ante 
el Representante Social de la Federación en Torreón, Coahuila. 

f. El acuerdo de inicio de la averiguación previa AP/PGR/COAH/TORR/AGI-II/ 
644/2007, del 3 de octubre de 2007, por los delitos de lesiones, abuso de auto­
ridad y tortura, en contra de elementos de la Policía Federal Preventiva. 

G. El oficio SPVDH/DGDH/DGADH/1500/2008, del 30 de abril de 2008, suscrito 
por el Director General Adjunto de Promoción de los Derechos Humanos de la Sub­
secretaría de Prevención, Vinculación y Derechos Humanos de la Secretaría de Se­
guridad Pública, a través del cual dio vista al Órgano Interno de Control en la Policía 
Federal Preventiva para que se investigara el contenido de los informes rendidos 
por las autoridades que intervinieron en los hechos, y que pudieran derivar en 
responsabilidades administrativas; asimismo, de existir indicio de alguna respon­
sabilidad penal se hiciera del conocimiento del Agente del Ministerio Público 
Federal. 
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H. El dictamen médico especializado para casos de posible tortura y/o maltrato, 
elaborado el 23 de junio de 2008, por personal de la Coordinación de Servicios 
Periciales de esta Comisión Nacional, con motivo de la entrevista y certificación 
médica que se le realizó a A1 en el Área de Locutorios del Centro de Readaptación 
Social de Torreón, Coahuila. 

I. El acta circunstanciada elaborada el 10 de septiembre de 2008 por personal 
de esta Comisión Nacional, con motivo de la comunicación telefónica que se 
realizó con servidores públicos del Órgano Interno de Control en la Policía Fede­
ral Preventiva. 

J. El acta circunstanciada elaborada el 2 de octubre de 2008 por personal de esta 
Comisión Nacional, con motivo de la comunicación telefónica que se realizó con 
servidores públicos de la Subprocuraduría de Derechos Humanos, Atención a Víc­
timas y Servicios a la Comunidad de la Procuraduría General de la República. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 16 de septiembre de 2007, A1 fue detenido en el interior de su domicilio en 
Torreón, Coahuila, por elementos de la Policía Federal Preventiva, quienes lo gol­
pearon y después lo trasladaron a sus oficinas en esa ciudad, donde también lo 
lesionaron, ocasionándole fractura en dos costillas. 

Posteriormente, a las 08:00 horas del 17 de septiembre de 2007, el agraviado 
fue puesto a disposición del Agente del Ministerio Público de la Federación ads­
crito a la Agencia Segunda Investigadora, Mesa Tres, encargado del Seguimiento 
de la Investigación en contra del Narcomenudeo en Torreón, Coahuila, quien ini­
ció la averiguación previa AP/PGR/COAH/TORR/AGII-III-NARC/604/2007, por los 
delitos contra la salud y violación a la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosi­
vos, destacando que en su declaración ministerial el agraviado manifestó haber 
sido lesionado al momento de su detención por sus aprehensores, razón por la 
cual, el 3 de octubre de 2007, el Representante Social de la Federación adscrito 
a la Agencia Primera Investigadora, Mesa Dos, en Torreón, Coahuila, inició la averi­
guación previa AP/PGR/COAH/TORR/AGI-II/644/2007, por los delitos de lesiones, 
abuso de autoridad y tortura, en contra de elementos de la Policía Federal Pre­
ventiva, indagatoria que actualmente se encuentra en reserva. 

Asimismo, una vez que se integró la averiguación previa AP/PGR/COAH/TORR/ 
AGII-III-NARC/604/2007, el Agente del Ministerio Público de la Federación deter­
minó ejercitar acción penal en contra de A1 como probable responsable en la co­
misión de los delitos contra la salud en su modalidad de posesión agravada del 
narcótico denominado cannabis sativa L, con finalidad de venta, y portación de 
arma de fuego y posesión de cartuchos de uso exclusivo del Ejército, Armada y 
Fuerza Aérea Nacional. 

Finalmente, mediante el oficio SPVDH/DGDH/DGADH/1500/2008, del 30 de 
abril de 2008, la Dirección General Adjunta de Promoción de los Derechos Huma­
nos de la Subsecretaría de Prevención, Vinculación y Derechos Humanos de la 
Secretaría de Seguridad Pública dio vista al Órgano Interno de Control en la Po­
licía Federal Preventiva a efecto de que se iniciara la investigación administrativa 
correspondiente; al respecto, se inició el expediente DE/163/2008, actualmente 
en integración. 
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IV. OBSERVACIONES 

Antes de entrar al estudio sobre la existencia de violaciones a los Derechos Hu­
manos, resulta conveniente precisar que esta Comisión Nacional no se pronuncia 
sobre la situación jurídica de A1, ante las autoridades jurisdiccionales respectivas, 
donde se le instruye el proceso penal correspondiente, en virtud de que es cir­
cunstancia que, de acuerdo con los artículos 102, apartado B, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 7o., fracción II, y 8o., última parte, de 
la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así como 9o., ultima 
parte, de su Reglamento Interno, se traduce en un asunto de naturaleza jurisdic­
cional donde no se surte su competencia. 

Como consecuencia del análisis lógico-jurídico realizado al conjunto de eviden­
cias que integran el expediente, esta Comisión Nacional cuenta con elementos 
que permiten acreditar violaciones a los Derechos Humanos de legalidad, segu­
ridad jurídica y a la integridad física, con motivo de un ejercicio indebido de la fun­
ción pública atribuible a servidores públicos de la Policía Federal Preventiva, en 
agravio de A1, por las siguientes consideraciones: 

A. Del contenido del informe y puesta a disposición sin número, del 17 de sep­
tiembre de 2007, suscrito por los elementos de la Policía Federal Preventiva que 
llevaron a cabo la detención de A1, se advirtió que a la 01:00 horas del 17 de sep­
tiembre de 2007, al estar efectuando su servicio de disuasión, prevención y vigi­
lancia consistente en patrullaje, en la ciudad de Torreón, Coahuila, y dentro del 
Operativo Coahuila-Durango, a bordo de la unidad CRP 09005, e ir circulando so­
bre la avenida Allende esquina con San Miguel, colonia Infonavit Nueva California 
de esa ciudad, se percataron que un sujeto del sexo masculino, al darse cuen­
ta de su presencia tiró una bolsa debajo de una camioneta pick-up y se fue co­
rriendo, por lo que procedieron a interceptarlo pidiéndole que se detuviera, 
identificándose plenamente como policías federales preventivos. 

Los servidores públicos de la Policía Federal Preventiva refirieron que dicha per­
sona sacó un arma, por lo que tuvo que ser sujetado de ambos brazos y derriba­
do por otro agente, resistiéndose a ser desarmado y arrestado; posteriormente 
se le realizó una revisión corporal en la que se le encontraron un cargador abas­
tecido con cinco cartuchos, y al regresar al lugar donde arrojó la bolsa debajo de 
la camioneta encontraron una bolsa color gris que en su interior contenía 85 bol­
sitas con un vegetal seco de color verde con las características físicas del ener­
vante conocido como marihuana, motivo por el cual lo pusieron a disposición del 
Agente del Ministerio Público de la Federación adscrito a la Agencia Segunda 
Investigadora, Mesa Tres, encargado del Seguimiento de la Investigación en con­
tra del Narcomenudeo en Torreón, Coahuila, quien inició la averiguación previa 
AP/PGR/COAH/TORR/AGII-III-NARC/604/2007, por la probable comisión de los de­
litos contra la salud y violación a la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos. 

Por otra parte Q1, el 17 de septiembre de 2007, en su escrito de queja ante la 
Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, indicó que, aproxima­
damente a las 21:00 horas del 16 de septiembre de 2007, “se presentaron en mi 
domicilio… ocho personas que dijeron ser policías federales, los que traían uni­
forme de color negro o azul marino, con máscaras o capuchas del mismo color…, 
quienes inmediatamente ingresaron al domicilio, ya que se encontraba abierta, y 
con armas largas y pistolas, empezaron a amagar a la suscrita, así como a T1, T2 
y T3…, y entonces empezaron a revoltear toda la casa, buscando supuestamen­
te droga y armas, y detuvieron a A1, a quien empezaron a golpear en todo el 
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De igual manera, A1, al rendir su declaración ministerial, expresó, entre otras 
cosas, que “no estoy de acuerdo con el parte ya que no fueron así las cosas, sien­
do que como a las 21:00 horas me encontraba en la casa de Q1, estaba viendo 
la televisión, estaban mis dos hijos conmigo y mi esposa, cuando entraron varias 
personas vestidas de azul encapuchadas, serían como unas siete personas, aden­
tro de la casa de Q1, me dijeron que dónde estaba la droga, esculcaron toda la 
casa y no hallaron nada y mi señora estaba en el baño y así se metieron, les valió, 
me empezaron a pegar enfrente de mis hijos con las armas que traían ellos, y 
Q1 les preguntó que por qué me llevaban y ellos respondieron que traían una 
orden de aprehensión..., y después me subieron a la camioneta y andaban dan­
do vueltas y a la vez me seguían golpeando con las armas y después me llevaron 
a sus oficinas..., y de tanta golpiza que me dieron que rompieron dos costillas 
del lado izquierdo...” 

Asimismo, A1 refirió a personal de esta Comisión Nacional, el 23 de junio de 
2008, durante la entrevista y certificación médica que se le realizó en el Área 
de Locutorios del Centro de Readaptación Social de Torreón, Coahuila, que el 
16 de septiembre de 2007, aproximadamente a las 21:00 horas, siete personas 
encapuchadas vestidas de color azul se metieron a su casa sin tocar y sin orden, 
quienes lo golpearon en diversas partes del cuerpo, lo subieron a una camioneta 
y lo trajeron dando vueltas como una hora y media, y finalmente lo llevaron a las 
instalaciones de la PFP, donde estuvo toda la noche y madrugada, ahí permane­
ció esposado y acostado en el piso boca abajo sin ninguna protección, ni agua 
y tampoco le permitieron ir al baño... El día 17 de septiembre de 2007, aproxi­
madamente a las 08:00 horas, fue llevado a las instalaciones de la PGR, donde 
ya no lo golpearon. 

De lo anterior se desprende una clara contradicción entre lo referido por los 
servidores públicos de la Policía Federal Preventiva y lo señalado por Q1 y A1, sin 
que se precise por los servidores públicos de la Policía Federal Preventiva el mo­
tivo por el que el agraviado fue puesto a disposición del Agente del Ministerio Pú­
blico de la Federación, siete horas según el parte informativo, y 11 horas de con­
formidad con el dicho de A1 y Q1, después de ocurrida la detención, esto es, hasta 
las 08:00 horas del 17 de septiembre de 2007, de conformidad con el acuerdo de 
inicio de la averiguación previa AP/PGR/COAH/TORR/AGII-III-NARC/604/2007, sus­
crito por el Agente del Ministerio Público de la Federación adscrito a la Agencia 
Segunda Investigadora Mesa Tres, encargado del seguimiento de la investigación 
en contra del narcomenudeo en Torreón, Coahuila, por lo cual esta Comisión Na­
cional de los Derechos Humanos observa que aun cuando la narración de los ser­
vidores públicos de la Policía Federal Preventiva fuera totalmente apegada a la 
realidad, con su conducta transgredieron los principios de legalidad y seguridad 
jurídica contenidos en los artículos 14, párrafo segundo, y 16, párrafo cuarto, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece que en 
los casos de delito flagrante cualquier persona puede detener al indiciado ponién­
dolo sin demora a disposición de la autoridad inmediata, y ésta, con la misma 
prontitud, a la del Ministerio Público, lo cual en el presente caso no ocurrió. 

En este orden de ideas, resulta importante señalar que esta Comisión Nacional 
ha podido identificar diversas prácticas administrativas que trastocan gravemen­
te los Derechos Humanos, tal es el caso de las detenciones arbitrarias de las cua­
les se da cuenta en la Recomendación General Número 2, en la cual se narra “que 
los elementos de la Policía Judicial o sus equivalentes, bajo los mismos argumen­
tos, refirieron haber encontrado a diversas personas en las calles o interiores de 
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viosismo’, y que, en ciertos casos, de las evidencias con que este Organismo Na­
cional contó, se comprobó que los agraviados estaban en el interior de sus do­
micilios y no en la vía pública, y que dichos servidores públicos, sin causa legal que 
fundara y motivara el procedimiento, ingresaron a los mismos,… comet[iendo] irre­
gularidades administrativas, [e] incurr[iendo] en la comisión de diversos delitos”. 

De ahí que sea factible afirmar que de los hechos narrados por la Q1 y A1 se 
desprenden la comisión de conductas que transgreden nuestro marco jurídico 
como la intromisión en el domicilio de las personas por servidores públicos fuera 
de los casos que establece la ley, como lo es el cateo, para cuyo desahogo se de­
ben observar determinadas formalidades, tales como ser expedida por la autori­
dad judicial correspondiente, señalar la o las personas que hayan de aprehenderse 
y los objetos que deban buscarse, y que al concluir la diligencia se debe levan­
tar un acta circunstanciada firmada por dos testigos propuestos por el ocupante 
del lugar cateado. Por lo anterior, los elementos de la Policía Federal Preventiva 
transgredieron los Derechos Humanos de legalidad, de seguridad jurídica y de 
inviolabilidad del domicilio, al introducirse a la casa de la quejosa sin contar con 
mandamiento escrito fundado y motivado, tal y como lo dispone nuestro marco 
constitucional. 

Esta Comisión Nacional observa que el ingreso de los elementos de la Policía 
Federal Preventiva al interior de la casa propiedad de Q1 resultó arbitrario e in­
justificado, ya que las disposiciones legales que regulan sus atribuciones y obli­
gaciones, contenidas en los artículos 1o., párrafo segundo; 4o., fracción III, inci­
so d), y 12, fracciones I y IV, de la Ley de la Policía Federal Preventiva, así como 
8o., fracciones I y XXIV, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas 
de los Servidores Públicos, establecen que los elementos de la Policía Federal 
Preventiva tienen como función primordial salvaguardar la integridad y los Dere­
chos Humanos de las personas, lo que en el presente caso no ocurrió. 

B. Del contenido del informe y puesta a disposición sin número, del 17 de sep­
tiembre de 2007, suscrito por elementos de la Policía Federal Preventiva, se des­
prende la siguiente narración de los hechos: “A1 sacó un arma que traía fajada 
en la cintura del lado derecho, con la cual cortó cartucho y apuntó a uno de los 
policías a la altura del pecho, por lo que tuvo que ser sujetado de ambos brazos 
y derribado por otro agente, resistiéndose a ser desarmado y al arresto, ya que 
al parecer se encontraba bajo los efectos de alguna droga, por lo que fue nece­
sario utilizar la fuerza racional por temor a que atentara contra la integridad físi­
ca de sus captores”. 

En tal virtud y tomando en consideración las documentales referidas, esta Co­
misión Nacional no comparte la narración anteriormente trascrita, ya que como 
bien se aludió en líneas anteriores existen grandes discrepancias en lo que refi­
rieron los servidores públicos de la Policía Federal Preventiva y Q1 y A1, así como 
los demás elementos probatorios de los que se allegó esta Comisión Nacional, 
de los cuales se desprende que la dinámica de las lesiones que presentaba el agra­
viado no corresponde de ninguna manera con lo narrado por los servidores pú­
blicos, de conformidad con las siguientes consideraciones: 

En un primer momento, el Agente del Ministerio Público de la Federación, en­
cargado de la integración de la averiguación previa AP/PGR/COAH/TORR/AGII­
III-NARC/604/2007, dio fe de las lesiones que presentó el agraviado, asentando 
en su constancia ministerial que se apreciaron huellas físicas de violencia, como 
son excoriaciones en la cara y en la parte posterior de la cabeza; asimismo, A1 
refirió dolor intenso en la parte abdominal, motivo por el cual fue trasladado a 
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prendiéndose después de su atención médica que presentaba fractura de los 
arcos costales 5 y 6. 

El 17 de septiembre de 2007 se elaboró un dictamen de integridad física por 
el perito médico oficial de la Procuraduría General de la República, con motivo 
de la revisión que se le practicó a A1, del que se desprende que a la exploración 
física éste presentó huellas de violencia física exterior, consistentes en “excoria­
ciones dérmicas en regiones supra e infraescapular izquierda de cinco por seis 
centímetros, en cada una de ellas con equimosis perilesión, cara lateral de he­
mitórax izquierda de tres, tres y tres centímetros, costoiliaca izquierda de cinco 
centímetros, dorsal media de cinco centímetros, muestra además abrasiones dér­
micas en las siguientes regiones: infraescapular derecha de dos y cinco centíme­
tros, cara interna de brazo derecho de dos por cuatro centímetros, cara posterior 
de codo derecho de dos por dos centímetros, cara posterior de brazo derecho de 
dos por un centímetro, cara anterior de hombro izquierdo de dos centímetros, 
cara anterior de brazo izquierdo de dos por un centímetros, región malar derecha 
de dos centímetros, cara externa de carrillo derecha de dos por un centímetro, 
dorso de nariz de dos centímetros, cara externa de carrillo izquierdo de dos por 
cinco centímetros, cara anterior de hemitórax izquierdo de dos centímetros, con 
aumento de volumen perilesión, así como crepitación a la digitopresión de quin­
ta costilla por lo que se sugiere radiografías de tórax a fin de descartar lesión ósea 
a ese nivel. Muestra además aumento de volumen de origen traumático en regio­
nes parietal y occipital derechas, clínicamente sano, mentalmente sin alteraciones, 
en este momento se sugiere sea enviado a medio hospitalario a fin de toma de 
radiografía y descartar fractura a nivel de arcos costales anteriores izquierdos”. 

En este orden de ideas, el 17 de septiembre de 2007 se elaboró una fe de le­
siones por personal de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahui­
la, en el interior de las instalaciones de la Procuraduría General de la República 
en esa ciudad, con motivo de la revisión que se le realizó al agraviado, documen­
to en el que se asentó que “presenta hematomas a nivel general de su rostro, 
especialmente en ambas mejillas y pómulos, las cuales se muestran en forma 
rojiza; presenta diversas excoriaciones a nivel general de su espalda; presenta 
excoriaciones en cara posterior de ambos brazos, así como leves excoriaciones en 
lado izquierdo de su estómago, observando que el quejoso trae puesta una ca­
misa color verde con vivos amarillos, la cual está rota, señalando el quejoso que 
fue con motivo de la agresión de la cual fue objeto por agentes de la Policía Fe­
deral Preventiva”. 

Otro de los elementos de convicción con los que cuenta esta Comisión Nacio­
nal son nueve fotografías en las que se aprecian las diversas lesiones que presen­
taba A1, mismas que fueron tomadas en las instalaciones de la Procuraduría 
General de la República, en la ciudad de Torreón, Coahuila, a las 15:30 horas del 
17 de septiembre de 2007, por personal de la Comisión de Derechos Humanos 
del Estado de Coahuila. 

Por su parte, personal de la Coordinación de Servicios Periciales de esta Comi­
sión Nacional, con base en los elementos anteriormente descritos, así como de 
la entrevista y certificación médica que se le realizó a A1 en el Área de Locutorios 
del Centro de Readaptación Social de Torreón, Coahuila, elaboró, el 23 de junio 
de 2008, un dictamen médico especializado para casos de posible tortura y/o 
maltrato, del cual se extraen diversas conclusiones: 

[...] 

SEGUNDA. Las excoriaciones dérmicas en regiones supra e infraescapular 
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quierda, las abrasiones dérmicas en las siguientes regiones: infraescapular 
derecha de dos y cinco cms., excoriación cara anterior de hemitórax izquier­
do con aumento de volumen perilesión, así como crepitación a la digitopre­
sión de quinta costilla, por su ubicación y trascendencia son compatibles 
con contusiones de forma tangencial en la piel, con un objeto duro de bor­
des romos como culatas de rifles o armas o patadas, las cuales produjeron 
zonas de excoriaciones acompañadas de zonas equimóticas, desde el pun­
to de vista médico forense las lesiones son compatibles con el relato del 
agraviado al referir que fue pateado y golpeado con la culata de los rifles; 
en especial la excoriación en cara anterior de hemitórax izquierdo donde la 
contusión fue de tal magnitud que produjo fractura de los arcos costales 5 
y 6, misma que fue corroborada mediante la realización de radiografía rea­
lizada en la Cruz Roja de esa entidad. Se consideran innecesarias para su 
detención o sometimiento. 

TERCERA. Las lesiones de: cara interna de brazo derecho, cara anterior de 
brazo izquierdo, por su ubicación y características (excoriaciones) son com­
patibles con zona de sujeción por las manos de los agentes aprehensores 
al friccionar la mano y las ropas sobre la piel. 

[...] 

QUINTA. Las excoriaciones ubicadas en región malar derecha, cara externa 
de carrillo derecha, dorso de nariz, cara externa de carrillo izquierdo. Son com­
patibles con contusiones tangenciales con un objeto duro de bordes romos 
como sería el puño, considerándose innecesarias para su sujeción o some­
timiento. 

SEXTA. Desde el punto de vista médico forense se puede establecer que las 
lesiones son compatibles con el día de su detención y con el relato del agra­
viado, en relación a que fue golpeado en diferentes ocasiones por patadas 
y con las culatas del rifle y que permaneció acostado en el piso sin protección 
alguna. 

Con base en lo anterior, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos se 
pronuncia en el sentido de condenar cualquier acto de tortura, lo cual se consi­
dera como una de las prácticas más reprobables y, por tanto, de mayor preocu­
pación para toda la sociedad, de ahí que no solamente en el ámbito local sino 
internacionalmente se le considere como delitos de lesa humanidad, toda vez 
que hoy en día la práctica de ese ilícito se presenta como una de las más crueles 
expresiones de violación a los Derechos Humanos, y resulta indudable que se con­
tinúa empleando bajo las directrices o con la tolerancia de algunos servidores 
públicos, lo cual afecta a toda la sociedad por constituir un método que refleja 
el grado extremo de abuso de poder. Por tal motivo es necesario que el Estado 
asegure que ante cualquier denuncia de tortura se realice una investigación con 
el fin de lograr el castigo de los responsables. 

Por lo ya expuesto, para esta Comisión Nacional un hecho de tortura se con­
sidera una violación de lesa humanidad que implica un atentado a la seguridad ju­
rídica y al derecho que tienen los seres humanos a que se respete su integridad 
física y psicológica, su dignidad, su intimidad y su presunción de inocencia, por 
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y causaron un sufrimiento innecesario al agraviado vulneró el contenido de los 
artículos 14, párrafo segundo; 16 párrafos primero, noveno y décimo; 19, párra­
fo cuarto; 20, apartado A, fracción II; 21, párrafo noveno, y 22, párrafo primero, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1; 2; 6, párrafo se­
gundo; 8; 9; 10, y 12, de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar 
la Tortura, y 2, 3 y 5 del Código de Conducta para Funcionarios Encargados de 
Hacer Cumplir la Ley, adoptado por la Asamblea General de la Organización de las 
Naciones Unidas el 17 de diciembre de 1979, que en términos generales señalan 
que toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y 
moral, y que los mencionados funcionarios podrán usar la fuerza sólo cuando 
sea estrictamente necesario y en la medida que lo requiera el desempeño de sus 
tareas, así como el numeral 6 del Conjunto de Principios para la Protección de 
Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión. 

Además, en su calidad de servidores públicos encargados de hacer cumplir la 
ley transgredieron los derechos previstos en los tratados internacionales, como 
son los mencionados en los artículos 7, 9.1, 9.3, 9.5 y 10.1 del Pacto Internacio­
nal de Derechos Civiles y Políticos; 5, 5.1, 5.2, 7.1, 7.2, 7.5 y 8.2 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, que en términos generales señalan que 
todas las personas tienen derecho a la seguridad y a la integridad personal. Par­
ticularmente, respecto de esta última, se refiere al derecho que tiene toda perso­
na a no sufrir transformaciones nocivas en su estructura corporal, sea fisonómi­
ca, fisiológica o psicológica, o cualquier otra alteración en el organismo que deje 
huella temporal o permanente que cause dolor o sufrimiento graves, con motivo 
de la injerencia o actividad dolosa o culposa de un tercero. 

También se incumplió lo dispuesto en el artículo 3o. de la Ley Federal para Pre­
venir y Sancionar la Tortura, el cual dispone en lo conducente que: “Comete el 
delito de tortura el servidor público que, con motivo de sus atribuciones, inflija 
a una persona dolores o sufrimientos graves, sean físicos o psíquicos con el fin 
de obtener, del torturado o de un tercero, información o una confesión, o casti­
garla por un acto que haya cometido o se sospeche ha cometido, o coaccionar­
la para que realice o deje de realizar una conducta determinada”; razón por la 
cual al efectuar la acción por la cual los servidores públicos de la Policía Federal 
Preventiva le infligieron a A1 los sufrimientos expresados, bajo la sospecha de 
que tenía droga en el interior de la casa. 

Por las consideraciones vertidas con anterioridad, esta Comisión Nacional pone 
énfasis en la necesidad de que se investigue y sancione de forma eficaz a los ser­
vidores públicos que con su actuar transgredan los Derechos Humanos, por lo que 
hace un llamado al Representante Social de la Federación adscrito a la Agencia 
Primera Investigadora, Mesa Dos, en Torreón, Coahuila, quien inició la averiguación 
previa AP/PGR/COAH/TORR/AGI-II/644/2007, por los delitos de lesiones, abuso 
de autoridad y tortura, en contra de los elementos de la Policía Federal Preven­
tiva que intervinieron en la detención del agraviado, para que tomen cuenta los 
argumentos vertidos en el presente documento y determine lo que en Derecho 
proceda respecto al tramite de la citada averiguación previa, la cual se encuentra 
en reserva. 

De igual forma, se insta al Órgano Interno de Control en la Policía Federal Pre­
ventiva a tomar en cuenta los argumentos vertidos en el cuerpo de este docu­
mento para la determinación del expediente DE/163/2008, el cual se inició el 13 
de mayo de 2008, con motivo de la intervención que diera la Dirección General 
Adjunta de Promoción de los Derechos Humanos de la Subsecretaría de Preven­
ción, Vinculación y Derechos Humanos de la Secretaría de Seguridad Pública, el 
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Finalmente, acorde con el Sistema No Jurisdiccional de Protección de Derechos 
Humanos, se prevé la posibilidad de que al acreditarse una violación a los mismos, 
imputable a un servidor público del Estado, la Recomendación que se formule a 
la dependencia pública debe incluir las medidas que procedan para lograr la efec­
tiva restitución de los afectados en sus derechos fundamentales y las relativas a 
la reparación de los daños que se hubiesen ocasionado, por lo cual, en el presen­
te caso, se considera que resulta procedente que se repare el daño al agravia­
do, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 113, segundo párrafo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 9 de la Convención Inte­
ramericana para Prevenir y Sancionar la Tortura; 44, párrafo segundo, de la Ley 
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así como 1910 y 1915 del Có­
digo Civil Federal. 

En ese sentido, esta Comisión Nacional formula a usted, señor Secretario de 
Seguridad Pública, respetuosamente, las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. Se dicten las medidas correspondientes a efecto de reparar el daño 
ocasionado, así como que se brinde apoyo psicológico y de rehabilitación nece­
sario que permita el restablecimiento de las condiciones físicas y psicológicas en 
que se encontraba antes de la violación a sus Derechos Humanos, y se manten­
ga informada esta Comisión Nacional de los avances y resultados de la imple­
mentación de dichas medidas. 

SEGUNDA. Se amplíe la vista que mediante el oficio SPVDH/DGDH/DGADH/ 
1500/2008, del 30 de abril de 2008, la Dirección General Adjunta de Promoción 
de los Derechos Humanos de la Subsecretaría de Prevención, Vinculación y De­
rechos Humanos de la Secretaría de Seguridad Pública dio al Órgano Interno de 
Control en la Policía Federal Preventiva, a fin de que se consideren dentro del ex­
pediente administrativo DE/163/2008 las observaciones contenidas en el presen­
te documento y en su oportunidad resuelva lo que conforme a Derecho corres­
ponda, manteniendo informada a esta Comisión Nacional de los avances que se 
registren en el mismo hasta su determinación. 

TERCERA. Gire sus instrucciones a quien corresponda a efecto de que se dé vista 
a la Procuraduría General de la República de las observaciones contenidas en el 
presente documento, a fin de que el Agente del Ministerio Público de la Federa­
ción que conoce de la averiguación previa AP/PGR/COAH/TORR/AGI-II/644/2007 
cuente con nuevos elementos de prueba que le permitan extraer de la reserva 
la citada indagatoria y la resuelva conforme a Derecho corresponda, y se manten­
ga informada esta Comisión Nacional de los avances y resultados de la imple­
mentación de dichas medidas. 

CUARTA. Gire sus instrucciones a quien corresponda a efecto de que se imple­
menten las acciones necesarias para que se otorgue al personal de esa Secretaría 
la capacitación adecuada en materia de Derechos Humanos para evitar la repe­
tición de actos como los que dieron origen al presente pronunciamiento, y se man­
tenga informada esta Comisión Nacional de los avances y resultados de la imple-
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QUINTA. Gire las instrucciones necesarias para que se tomen las medidas admi­
nistrativas correspondientes a efecto de que los servidores públicos de esa de­
pendencia, ante cualquier uso excesivo de la fuerza física, observen de manera 
puntual y permanente el contenido de la normativa que rige sus funciones, de­
biendo adoptar las providencias necesarias para salvaguardar los Derechos Hu­
manos de las personas, y se mantenga informada esta Comisión Nacional de los 
avances y resultados de la implementación de dichas medidas. 

La presente Recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, apar­
tado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el 
carácter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de las dependencias administra­
tivas o cualesquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atri­
buciones, apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad de 
que se trate. 

De conformidad con el artículo 46, párrafo segundo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, solicito a usted que la respuesta sobre la 
aceptación de esta Recomendación, en su caso, se informe dentro del término 
de 15 días hábiles siguientes a esta notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, solicito a usted que, en su ca­
so, las pruebas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación se envíen 
a esta Comisión Nacional dentro de un término de 15 días hábiles siguientes a 
la fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación de la 
misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la pre­
sente Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública, precisamente, esa cir­
cunstancia. 

Atentamente
 
El Presidente de la Comisión Nacional
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Recomendación 56/2008
 
Caso del Grupo Especial Táctico de la Policía 

Municipal de León, Guanajuato 

SÍNteSIS: Con motivo de las notas periodísticas publicadas los días 1 y 2 de julio de 
2008, en diversos diarios de circulación nacional, relativas a la “capacitación y adies­
tramiento en diversas técnicas de tortura” que recibe el Grupo Especial Táctico de 
la Policía Municipal de León, Guanajuato, esta Comisión Nacional, con fundamento 
en lo dispuesto por el artículo 14 de su Reglamento Interno, resolvió atraer dicho ca­
so, el cual había iniciado el 30 de junio del año en curso la Procuraduría de Derechos 
Humanos del Estado de Guanajuato, al considerar que tales hechos trascienden el 
interés de la entidad federativa e inciden en la opinión pública nacional, lo cual dio 
origen al expediente CNDH/1/2008/3483/Q, en el que se solicitaron a las autorida­
des involucradas los informes correspondientes. 

Del análisis realizado al conjunto de las evidencias que integran el expediente de 
queja CNDH/1/2008/3483/Q, esta Comisión Nacional pudo advertir violaciones a 
los Derechos Humanos a la legalidad, a la seguridad jurídica y a la integridad física, 
consagrados en los artículos 14, párrafo segundo, y 16, párrafo primero, de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, imputables a servidores públicos 
de la Presidencia Municipal de León, Guanajuato, con motivo del curso de capacita­
ción que se les impartió a los elementos del Grupo Especial Táctico de ese munici­
pio, en los que se les enseñaban diversas técnicas de tortura, a través de ejercicios 
de simulación, en los cuales se dio a algunos miembros policiales un trato cruel y/o de­
gradante durante su desarrollo. 

En consecuencia, para esta Comisión Nacional quedó acreditado que durante 
la capacitación que se le brindó al Grupo Especial Táctico de la Policía Municipal de 
León, Guanajuato, se les trasmitieron a sus miembros conocimientos relacionados 
con técnicas de tortura, en la que se permitió la ejecución de ejercicios en los que se 
simulaba la misma, y durante su realización los agraviados fueron humillados, deni­
grados y vejados durante algunos lapsos en los que se impartió el curso de referen­
cia, lo cual constituyó un atentado al derecho que tienen los seres humanos a que 
se respete su integridad física y su dignidad, y con tales conductas se omitió obser­
var el contenido de los artículos 14, segundo párrafo, y 16, primer párrafo, de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y se vulneraron los artículos 5.1, 
5.2 y 7.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 1, 2, 10 y 11 de 
la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degra­
dantes; 1, 3, 4, 6, 7 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar 
la Tortura; 1o., 2o., 3o. y 5o. del Código de Conducta para Funcionarios Encargados 
de Hacer Cumplir la Ley, y 1, 2, 3, 4, 5 y 11 de la Declaración sobre la Protección de 
Todas las Personas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes, que en lo sustancial establecen que los funcionarios encargados de 
hacer cumplir la ley respetarán en todo momento los deberes que les impone ésta, 
sirviendo a su comunidad y protegiendo a las personas contra actos ilegales; además, 
respetarán y protegerán la integridad física y la dignidad humana, y mantendrán y 
defenderán los Derechos Humanos de todas las personas. 

En tal virtud, el 24 de noviembre de 2008, este Organismo Nacional emitió la Re­
comendación 56/2008, dirigida al Presidente de la Mesa Directiva de la LX Legisla­
tura del H. Congreso del estado de Guanajuato y a los miembros del H. Ayuntamiento 
Constitucional de León, Guanajuato, en la que se le solicito al primero girar instruc- GACETA 
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hayan incurrido el Presidente Municipal de León Guanajuato y demás servidores pú­
blicos de ese Ayuntamiento que intervinieron en los hechos de conformidad con el 
cuerpo de la presente Recomendación y, en su caso, se acuerde lo que en Derecho 
proceda y se envíen las constancias con las que se acredite su total cumplimiento; por 
otra parte, se adopten las medidas correspondientes para que se analice la forma 
en la que se está ejerciendo el gasto público en las áreas de capacitación de servidores 
públicos en materia de seguridad pública en los diversos municipios del estado y se 
evite la autorización de cursos en los cuales se capacite sobre la base de técnicas de 
tortura; de igual manera, se envíe al Ministerio Público que integró la averiguación 
previa 4/2008 la presente Recomendación para que, si lo considera pertinente, for­
me parte de la indagatoria. 

A la segunda autoridad se le solicitó instruir a quien corresponda para que se dé 
vista a la Contraloría Municipal de León, Guanajuato, con objeto de que se inicie y 
determine, conforme a Derecho, el procedimiento administrativo de investigación 
en contra de los servidores públicos de la Presidencia Municipal de León, en esa en­
tidad federativa, con base en las consideraciones precisadas en el capítulo de obser­
vaciones del presente pronunciamiento, informando a esta Comisión Nacional desde 
su inicio hasta su determinación; por otra parte, instruya a quien corresponda para 
que se proporcione a la Procuraduría General de Justicia del Estado de Guanajuato 
el apoyo documental necesario tendente a la debida integración de la averiguación 
previa 4/2008, que se encuentra radicada en la Agencia del Ministerio Público Es­
pecializada en Homicidios de Alto Impacto de la Subprocuraduría de Investigación 
Especializada, debiéndose informar a esta Comisión Nacional las labores desarrolla­
das al efecto, hasta la resolución de dicha indagatoria; asimismo, giren instrucciones 
expresas a los servidores públicos encargados de la seguridad pública, con la finali­
dad de que se implementen los cursos de capacitación que sus cuerpos policiales 
requieren, bajo su supervisión y autorización, y con estricto apego a los Derechos Hu­
manos de sus servidores públicos, a efecto de que se evite cualquier forma de mal­
trato que pueda propiciar cualquier daño físico o psicológico a sus participantes; 
finalmente, giren instrucciones a quien corresponda a efecto de que se implementen 
las acciones necesarias para que se le otorgue a todo el personal de la Presidencia 
Municipal de León, Guanajuato, la capacitación adecuada en materia de Derechos 
Humanos, para evitar prácticas irregulares como las que dieron origen al presente do­
cumento. 

México, D. F., 24 de noviembre de 2008 

Caso del Grupo Especial Táctico de la Policía Municipal de León, Guanajuato 

Dip. Salvador Márquez Lozornio,
 
Presidente de la Mesa Directiva de la LX Legislatura del H. Congreso del Estado de Guanajuato
 

Miembros del H. Ayuntamiento Constitucional de León, Guanajuato 

Distinguidos señores: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o.; 6o., fraccio­
nes I, II y III; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 42; 44; 46, y 51, de la Ley de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, así como 14, 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 136 de su Reglamento Interno, 
ha examinado los elementos contenidos en el expediente CNDH/1/2008/3483/Q, relacionados con 
los hechos relativos a la “capacitación y adiestramiento en diversas técnicas de tortura” que recibe 
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I. HECHOS 

Con motivo de las notas periodísticas publicadas los días 1 y 2 de julio de 2008, 
en diversos diarios de circulación nacional, relativas a la “capacitación y adiestra­
miento en diversas técnicas de tortura” que recibe el Grupo Especial Táctico de 
la Policía Municipal de León, Guanajuato, esta Comisión Nacional, con funda­
mento en lo dispuesto por el artículo 14 de su Reglamento Interno, resolvió atraer 
dicho caso, el cual había iniciado el 30 de junio del año en curso la Procuraduría 
de Derechos Humanos del Estado de Guanajuato, al considerar que tales hechos 
trascienden el interés de la entidad federativa e inciden en la opinión pública na­
cional, lo cual dio origen al expediente CNDH/1/2008/3483/Q, en el que se so­
licitaron a las autoridades involucradas los informes correspondientes. 

II. EVIDENCIAS 

En el presente caso las constituyen: 

1. El acuerdo de atracción del 3 de julio de 2008, suscrito por el titular de la Co­
misión Nacional de los Derechos Humanos. 

2. El oficio PDH/548/08, del 4 de julio de 2008, suscrito por el Procurador de los 
Derechos Humanos del estado de Guanajuato, a través del cual remitió el expe­
diente de queja 163/08-O, que ese Organismo Local inició con motivo de los he­
chos suscitados en contra de los elementos del Grupo Especial Táctico de la Poli­
cía Municipal de León, en esa entidad federativa, al cual se acompañó la nota 
periodística del 30 de junio de 2008, publicada en el diario El Heraldo de León, 
cuyo titulo refiere “Enseñan a torturar al Grupo Táctico”. 

3. Las actas circunstanciadas de los días 4, 7, 8 y 10 de julio de 2008, elaboradas 
por personal de esta Comisión Nacional, en la que se hizo constar las diligencias 
y entrevistas efectuadas a servidores públicos de la Presidencia Municipal de León, 
Guanajuato, así como los resultados obtenidos de esas actuaciones. 

4. La versión estenográfica de la entrevista realizada el 10 de julio de 2008, por 
personal de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, a los policías muni­
cipales SP1, SP2 y SP3, adscritos al Grupo Especial Táctico de la Policía Municipal 
de León, Guanajuato. 

5. El oficio 1027, del 15 de julio de 2008, a través del cual el Presidente Munici­
pal de León, Guanajuato, rindió el informe solicitado respecto de los hechos mo­
tivo de la queja, en la que anexa documentación soporte, entre los que destacan 
el proyecto de capacitación especializada para el Grupo Especializado Táctico, 
en el que se menciona la duración del curso y su costo. 

6. El oficio 1030, del 16 de julio de 2008, mediante el cual el Presidente Munici­
pal de León, Guanajuato, remitió cinco CD que contienen las entrevistas realiza­
das por la reportera Olivia Cerón del programa de televisión Punto de Partida de 
Televisa, a los tres elementos del Grupo Especial Táctico de la Policía Municipal 
de León, relacionados en las notas periodísticas publicadas el 30 de junio de 2008 
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7. El oficio 10151/2008, del 22 de julio de 2008, a través del cual el Procurador 
General de Justicia del estado de Guanajuato informó a esta Comisión Nacional 
que esa Procuraduría inició la averiguación previa 4/2008, en la Agencia del Mi­
nisterio Público especializada en Homicidios de Alto Impacto de la Subprocura­
duría de Investigación Especializada, al que anexó copia certificada de dicha in­
dagatoria. 

8. El acta circunstanciada del 13 de octubre de 2008, elaborada por personal de 
esta Comisión Nacional, en la cual se hizo constar la llamada que se sostuvo con 
servidores públicos de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Guanajua­
to, con la finalidad de saber el estado que guarda la averiguación previa 4/2008, 
la cual, según información de funcionarios de esa Procuraduría, se encuentra ac­
tualmente en etapa de integración. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El día 30 de junio de 2008 se publicó una nota periodística en el diario El Heral­
do de León, cuyo encabezado citó: “Enseñan a torturar al Grupo Táctico”, advir­
tiéndose de su lectura la referencia a los cursos de capacitación que se imparten 
al personal del Grupo Especial Táctico de la Policía Municipal de León, Guanajua­
to, precisando dicha nota que en dos videos que llegaron a la redacción de ese 
periódico se aprecia claramente una práctica de adiestramiento para este grupo 
policial, y en el primero de ellos se observan escenas en las que están torturando 
a un sospechoso “simulado”, a quien se le infligen tormentos reales, y en el se­
gundo de los videos se aprecia que un agente es vejado porque no soportó el 
ritmo de una de las “prácticas de campo”. 

Por lo expuesto, el 30 de junio de 2008 la Procuraduría de los Derechos Hu­
manos de Guanajuato inició el expediente 163/08, realizando diversas gestiones 
para la atención del asunto, sin embargo, al considerarse que el presente caso tras­
cendió el interés de la entidad federativa e incidió en la opinión pública nacional, 
el 3 de julio del año en curso, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 14 
de su Reglamento Interno, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos re­
solvió atraer dicho caso. 

En tal virtud, personal de esta Comisión Nacional solicitó los informes correspon­
dientes y se constituyó en las oficinas de la Presidencia Municipal de León, Guana­
juato, a fin de recabar la información necesaria para la tramitación del expedien­
te CNDH/1/2008/3483/Q, así como para efectuar una entrevista a los elementos 
del Grupo Especial Táctico de la Policía Municipal de León, en esa entidad fede­
rativa, que aparecen en los diversos medios de comunicación tanto escritos como 
electrónicos, cuya valoración se efectúa en el capítulo de observaciones del pre­
sente documento. 

Por último, se advirtió que la Procuraduría General de Justicia de Estado de 
Guanajuato inició, el 30 de junio de 2008, la averiguación previa 4/2008, en la 
Agencia del Ministerio Público Especializada en Homicidios de Alto Impacto de 
la Subprocuraduría de Investigación Especializada, con motivo de los hechos 
descritos anteriormente, la cual se encuentra en integración. 

IV. OBSERVACIONES 

Antes de entrar al estudio de la existencia de violaciones a los Derechos Humanos  
es importante precisar que esta Comisión Nacional no se opone a los cursos de 
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capacitación que se imparten a los elementos de las corporaciones policiales en 
el país; por el contrario, hace patente la necesidad de que el Estado, a través de 
sus instituciones públicas, cumpla con el deber a su cargo de otorgar los conoci­
mientos necesarios, así como el desarrollo de las habilidades cognoscitivas y psi­
comotrices a los integrantes de sus cuerpos policiales, además de brindarles a esos 
elementos el conocimiento de valores y actitudes para proveerlos de las nociones 
metodológicas e instrumentales que les permitan desempeñar sus funciones con 
eficiencia y respeto mutuo con la sociedad, congruentes con los requerimientos 
de las instituciones de Seguridad Pública del país, apegados en todo momento 
a los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y 
respeto a los Derechos Humanos reconocidos en la Constitución Política de los Es­
tados Unidos Mexicanos. 

Sin embargo, es inadmisible que mediante los cursos que se brindan a los ele­
mentos de esas corporaciones de seguridad se les transmitan conocimientos de 
técnicas de tortura, a través de la simulación de la misma, la cual se encuentra 
estrictamente prohibida en el sistema jurídico mexicano, aun en sus circunstancias 
y facetas más elementales, como la disciplina educativa que requieren los cuerpos 
policiales. 

Del análisis lógico-jurídico realizado al conjunto de las evidencias que integran 
el expediente de queja CNDH/1/2008/3483/Q, esta Comisión Nacional pudo ad­
vertir violaciones a los Derechos Humanos a la legalidad, seguridad jurídica y a 
la integridad física, consagrados en los artículos 14, párrafo segundo, y 16, párra­
fo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, impu­
tables a servidores públicos de la Presidencia Municipal de León, Guanajuato, con 
motivo del curso de capacitación que se les impartió a los elementos del Grupo 
Especial Táctico de ese municipio, en el que se les enseñaba diversas técnicas de 
tortura, a través de ejercicios de simulación, en los cuales se dio a algunos miem­
bros policiales un trato cruel y/o degradante durante su desarrollo, en virtud de 
las siguientes consideraciones: 

El 30 de junio de 2008, el periódico El Heraldo de León dio a conocer diversos 
videos relacionados con los cursos de capacitación impartidos al personal del 
Grupo Especial Táctico de la Policía Municipal de León, Guanajuato, apreciándo­
se en los mismos supuestos métodos de “capacitación y adiestramiento en di­
versas técnicas de tortura”, situación por la cual esta Comisión Nacional resolvió 
conocer de esos hechos y procedió a efectuar las diligencias necesarias para la 
debida integración del expediente respectivo. 

Por lo expuesto, se solicitó al Secretario de Seguridad Pública del municipio de 
León, Guanajuato, que brindara las facilidades pertinentes para que el personal 
de esta Comisión Nacional que acudió a esa ciudad pudiera entrevistar a todos 
los elementos del Grupo Especial Táctico de la Policía Municipal de León, Guana­
juato, que tomaron la capacitación mencionada, sin embargo, en su respuesta 
ese servidor público precisó que únicamente se podría entrevistar a tres elemen­
tos de esa corporación policial, siendo éstos los oficiales SP1, SP2 y SP3, de quie­
nes claramente se pudo advertir con las respuestas que rindieron, el 10 de julio 
de 2008, a personal de esta Comisión Nacional, que incurrieron en diversas in­
consistencias, lo cual se desprende de las declaraciones ministeriales de varios de 
sus compañeros del Grupo Especial Táctico de esa Policía Municipal, rendidas ante 
el Agente del Ministerio Público del Fuero Común adscrito a la Procuraduría Ge­
neral de Justicia del Estado de Guanajuato, que conoce de la averiguación previa 
4/2008, cuyo contenido se analiza más adelante. 

Asimismo, esa autoridad, en la respuesta que remitió a esta Comisión Nacional, 
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del cual se les enseña a los elementos del Grupo Especial Táctico de la Policía Mu­
nicipal de León, Guanajuato, a enfrentar eventualidades de seguridad de alto 
riesgo, tanto para su persona como para la población civil en general. 

Dicha consideración se pretendió sustentar con diversos videos en los que se 
muestra la manera en que son impartidos los cursos, en cuyo contenido no se exhi­
ben actos como el que dio origen al expediente de queja, por lo cual se advierte 
que esa autoridad no fue objetiva en la respuesta que rindió a esta Comisión Na­
cional, aseveración que se fortalece con la inspección ministerial de una video­
grabación que describe el Agente del Ministerio Público del Fuero Común, que 
conoce de la averiguación previa 4/2008, respecto de un tercer video, el cual 
nunca fue referido por la Presidencia Municipal de León, Guanajuato, en donde, 
según lo manifestado por el Representante Social, se aprecia a una persona del 
sexo masculino dándole instrucciones a otra del sexo femenino, que se encuen­
tra disparando dentro de un campo de tiro, precisándose que el instructor es 
reconocido por los elementos del Grupo Especial Táctico como el comandante 
PR1, Subdirector Operativo del Centro de Formación Policial de la Secretaría de Se­
guridad Pública de León, en esa entidad federativa; en él se puede observar, 
según lo asentado por el Agente del Ministerio Público, que el instructor trata 
con palabras soeces al elemento de la policía que está efectuando la práctica de 
tiro, tales como “a que chingaos le tiene miedo...”, “aquí yo no quiero pendejos, 
yo le recomiendo mejor que agarre sus putas cosas y se largue...”, “le dije que no  
soltara el disparador y a usted le vale madre, haga rodillas...”, momento en que 
dicho elemento se coloca de rodillas y con los brazos extendidos hacía el frente 
sujetando la pistola, cuando el comandante PR1 lo golpea en el casco al tiempo 
que le dice que así no se hace rodillas, situación por la cual la elemento policial 
cae al piso, parándose inmediatamente y se pone nuevamente de rodillas, ante 
lo cual el instructor le manifiesta “recargue bien su pinche trasero, cheque bien 
su mira, estire bien sus manos...”; sin embargo, cuando la cadete realiza un segun­
do disparo, el instructor le indica nuevamente “otra vez me hizo lo mismo, aprie­
te el pinche culo y baje el arma, vea dónde chingaos está su disparo...”, al tiem­
po que señala con su mano izquierda hacía el límite del campo de tiro y continua 
diciéndole “por qué chingados me hace eso...” 

Es preciso señalar que esta Comisión Nacional contó con los dos videos que 
se trasmitieron en cadena nacional por las diferentes estaciones televisivas, apre­
ciándose en el primero de ellos que se le tapan los ojos a uno de los elementos 
policiales, lo amarran y le introducen la cabeza hacía atrás en un hoyo, donde se 
simula, por el dicho de los presentes en la práctica, que hay “excremento y ratas”;  
asimismo, se observa que le echan agua u otro liquido en la cara, sin poder de­
terminarse qué tipo de líquido es, para posteriormente preguntarle si ya no  
aguantaba o podía resistir más. 

En ese sentido, y considerando las imágenes mostradas por los medios de co­
municación, se hace evidente que mientras duró el curso de capacitación deno­
minado  “Actualización  para  el  Grupo  Especializado  Táctico”,  se  les  enseñaba  téc
nicas de tortura a los elementos de esa corporación policial, mediante ejercicios 
de simulación de la misma, lo cual se advierte con las imágenes de video trans­
mitidas por diferentes medios de comunicación en las que se observa que ele­
mentos policiales están escenificando la forma en que torturan a una persona. 

Robustece lo anterior el hecho de que en el contenido temático del curso de 
capacitación mencionado anteriormente, en ningún punto se menciona que se 
les instruirá a los oficiales en técnicas de tortura, a través de ejercicios de simu-
lación de la misma, aunado a que la capacitación debió ser supervisada en todo 
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momento por servidores públicos de esa Presidencia Municipal, de conformidad 
con los artículos 16, inciso C, fracción II, y 35, fracción IX, del Reglamento Interior 
de la Dirección de la Policía Preventiva Municipal de León, Guanajuato, lo cual en 
el presente asunto al parecer no ocurrió, ya que en el supuesto de que se hubie­
ra dado dicha supervisión, se desestimó la manera en la que se trataba al perso­
nal del Grupo Especial Táctico. 

Por otra parte, también quedó evidenciado un trato cruel y/o degradante en 
agravio del oficial SP1, elemento del Grupo Especial Táctico de la Policía Munici­
pal de León, Guanajuato, ya que si bien es cierto que cuando fue entrevistado en 
el noticiero Punto de Partida de Televisa, hace una serie de declaraciones que no 
son creíbles, toda vez que le dice a la periodista “ésa es la fosa de donde decían 
que habían..., que había estiércol, ehhh..., si te fijas, ehhh..., hay puras piedras, 
sí, me avientan agua, lo que es a la frente solamente, pero pues, creo que, igual 
para mí sirvió, ehhh..., estaba..., tenía mucho calor, y a mí eso me refrescó...”; esto 
resulta contradictorio con lo que se aprecia en el video, ya que en repetidas oca­
siones se le escucha quejándose por la posición en la que se encontraba o por 
la maniobra que se estaba llevando a cabo con su persona. 

Esta aseveración se fortalece con las declaraciones ministeriales que sus propios 
compañeros del Grupo Especial Táctico rindieron ante el Agente del Ministerio 
Público del Fuero Común que conoce la indagatoria 4/2008, ya que se percatan 
que SP1 no estaba fingiendo dicha angustia o desesperación, lo cual se despren­
de de la declaración ministerial del oficial T1, en el sentido de que menciona que 
“al compañero que agarraron es el más noble y lo poco que le hicieron por eso 
se quejaba de esa manera...”; de igual forma, el T2, precisó que “yo escuché a 
SP1 que comentó que de momento le había dado un poco de coraje por lo que 
le estaban haciendo...”; asimismo, el oficial T3 refirió en su declaración ministerial 
que “hasta después que me enteré lo que había pasado y todo esto era sólo un 
ejercicio, y sólo escuché de los instructores que se habían tardado un poco en 
reanimar a SP1...” 

Por otra parte, en el segundo video se observa a un elemento policial hincado 
vomitando y posteriormente tirado en el suelo por el cansancio y agotamiento; el 
instructor se acerca y le pregunta cuántas vueltas llevaba, a lo cual contestó que 
cuatro, indicándole el instructor que con dos vueltas más culminaba su rutina, 
pero al seguir acostado sin poder incorporarse, el instructor le preguntó que si 
había vomitado y que a dónde lo había realizado, por lo cual el policía le señaló el 
lugar, circunstancia por lo que el instructor le ordenó que rodara hacia ese sitio, 
pero como el agente no pasó exactamente por ese lugar, el instructor le ordenó 
que se regresara nuevamente rodando, pero al pasar justamente por su vómito le 
ordenó se detuviera, procediendo el instructor a jalarlo de los pies, momento exac­
to en el que es arrastrado boca abajo encima de su propio vómito, informándo­
le dicho instructor que con eso se daba por terminada su rutina. 

Respecto de estos hechos, el elemento de la Policía Municipal de León, Guana­
juato, SP2, refiere en la entrevista otorgada al noticiero Punto de Partida de Te­
levisa que “el momento en donde yo salgo, que..., que me revuelcan en mi vo­
mitada y demás, este..., más que nada aquí, yo como policía, tengo que entender 
en un momento de la vida real que haya una balacera que tenga que utilizar esa 
técnica, no voy andar buscando, pues una zona, colchoncito, yo en realidad pre­
fiero o preferí en ese momento llenarme de mi propia vomitada, que en la vida 
real, vaya, llenarme de sangre mía, no es como se maneja en algunos medios de 
comunicación, que..., que me humillaron, claro que no, yo también sé de mis de-
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mente le ordenan se ruede sobre su vómito, él trata de hacerlo sin pasar por el 
mismo, lo evita, circunstancia por la cual el instructor le ordena rodarse de nue­
vo sobre su vómito y quedarse encima del mismo, lo que dicho instructor apro­
vecha para jalarlo de los pies por arriba de la mencionada regurgitación, de lo 
que resulta evidente el trato cruel. 

Al  respecto,  es  necesario  precisar  que  las  noticias  y  artículos  publicados  en 
los  diversos medios de comunicación tienen un papel importante, pues son he­
chos públicos y notorios que al estar concatenados con las evidencias que esta 
Comisión Nacional se allegó como resultado de sus investigaciones, no requieren 
en sí mismos de comprobación, como reconocen tanto la jurisprudencia nacional 
como la internacional en materia de Derechos Humanos, en cuanto constituyen 
hechos públicos; más aún, cuando pueden ser corroborados con documentos 
oficiales que les imputan los hechos referidos a esos servidores públicos, en este 
caso, del Gobierno Municipal. 

Aunado a lo anterior, es necesario señalar que los oficiales que acudieron a 
emitir su declaración ministerial ante el Representante Social del Fuero Común, 
que conoce de la averiguación previa 4/2008, aprecian otra diversa circunstancia,  
en el sentido de que el oficial T4 indica que “me enteré porque yo no estaba pre­
sente sino por comentarios de mis compañeros, fue que al CHUTA le hicieron lo 
que aparece en el video como castigo por un mal comportamiento a la hora de 
estar tomando el curso...”; asimismo, el oficial T2 manifiesta que “yo considero 
que este tipo de castigos está mal porque no se habían hecho anteriormente y 
creo que sí denigra a la persona del CHUTA...”; de igual forma, el oficial T5 refie­
re que “el CHUTA, estaba relajando la disciplina, y esto le molestó a los instruc­
tores y como castigo le dijeron al CHUTA que escogiera entre cargar una piedra 
o una llanta todo el día o bien de hacer un ejercicio llamado rodillitos...”, por otra 
parte, el oficial T3, indicó que “creo que lo castigaron por algo pero no supe por 
qué y no sé por qué lo arrastraron por el vómito y yo sólo lo miré como un cas­
tigo  de  instructor...”;  por  último,  el  oficial  T6  precisa  que  “lo  proyectado  me  ima
gino que fue la práctica de una amonestación o castigo que le aplicaran a SP2 
alias el CHUTA...”, siendo que el mismo SP2, alias el “Chuta”, declara ante el ci­
tado Representante Social del Fuero Común que “en la primer rodada que hice 
esquive la guacareada de manera intencional...”, lo cual confirma más las aseve­
raciones que esgrime esta Comisión Nacional, en el sentido de que el hecho de 
hacer rodar a una persona por su propio vómito es un trato cruel. 

Por lo expuesto, resulta contradictorio el testimonio que manifestaron los ofi­
ciales SP1, SP2 y SP3, elementos del Grupo Especial Táctico de la Policía Munici­
pal de León, Guanajuato, toda vez que cuando personal de esta Comisión Na­
cional los entrevistó el 10 de julio de 2008, en las instalaciones de la Presidencia 
Municipal de León, Guanajuato, señalaron que los cursos no son obligatorios y 
que no existe ningún tipo de represalia laboral en caso de no acudir a la capaci­
tación; sin embargo, de las declaraciones ministeriales de sus compañeros del 
Grupo Especial Táctico se puede advertir que efectivamente se tomaron medi­
das correctivas contra los policías que no cumplieran con los lineamientos mar­
cados por sus superiores jerárquicos. 

Lo anterior se corrobora con las declaraciones ministeriales que rindieron los 
elementos de la Policía Municipal de León, Guanajuato, pertenecientes al Grupo 
Especial Táctico, ante el Agente del Ministerio Público del Fuero Común adscrito 
a la Procuraduría General de Justicia de esa entidad federativa, que conoce de 
la averiguación previa 4/2008, de cuyo contenido se advierten las contradicciones  
en que incurrieron los elementos policiales, ya que en la declaración ministerial 
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del oficial T7 SE menciona que “la asistencia a esas capacitaciones es voluntaria, 
en el entendido que si alguien no quiere asistir a los cursos no se le obliga pero 
deja de pertenecer al Grupo Especial Táctico y es colocado en otra área de la 
Policía Municipal...”; asimismo, el oficial T4 refiere que “a estas capacitaciones 
acudo primeramente porque es una obligación de trabajo...”; de igual forma, el 
oficial T8 indica que “no existe la opción de que podamos asistir o no a ellos, ya 
que de alguna manera son obligatorios para el personal que debe asistir a los 
mismos, con todo lo que implica...”, y finalmente, el oficial T9 menciona que “las 
capacitaciones son de manera obligatoria...” 

Asimismo, el trato cruel contra los elementos del Grupo Especial Táctico de la 
Policía Municipal de León, Guanajuato, se corrobora con los videos difundidos por 
los medios de comunicación, así como con las declaraciones ministeriales rendidas 
por los elementos de ese Grupo Especial Táctico, ante el Representante Social del 
Fuero Común de la Procuraduría General de Justicia de esa entidad federativa, 
que conoce de la indagatoria 4/2008, en los cuales se advierte que son someti­
dos a tratos crueles extremos al momento de que reciben su capacitación, lo que 
se constató con las imágenes que contienen los videos obtenidos por esta Co­
misión Nacional, que al ser valorados de acuerdo con los principios de la lógica 
y la experiencia, permiten suponer que por temor a represalias en su centro de 
labores prefieren no presentar ningún tipo de inconformidad o queja por el tra­
to que recibieron al momento de que se les impartió el adiestramiento. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido una sólida doctri­
na en materia probatoria, pues en casos como Bueno Alves, Masacre de la Roche-
la y Cantuta ha hecho énfasis en la necesidad de otorgar valor probatorio a los 
documentos de prensa presentados por las partes, en torno a los cuales se ha 
considerado que podrían ser apreciados cuando recojan hechos públicos y noto­
rios o declaraciones de funcionarios del Estado, o cuando corroboren aspectos re­
lacionados con el caso ya acreditados por otros medios. 

Con base en lo anterior, se puede afirmar que en el análisis de las evidencias 
también jugaron un papel fundamental las noticias y artículos publicados en la 
prensa, los cuales, si bien es cierto que no es dable otorgarles un valor como prue­
ba plena, también lo es que constituyen hechos públicos y notorios, que al estar 
en completa relación con las evidencias que esta Comisión Nacional se allegó 
como resultado de sus investigaciones, no requieren en sí mismos de comproba­
ción, como lo reconoce tanto la jurisprudencia nacional como la internacional en 
materia de Derechos Humanos, en cuanto constituyen declaraciones públicas; más 
aún, cuando pueden ser corroboradas con los testimonios y documentos vincu­
lados con la investigación realizada respecto de la capacitación a miembros de 
seguridad pública mediante la aplicación de técnicas propias de la tortura. 

Para esta Comisión Nacional no pasó inadvertido que el trato que recibieron 
los elementos de la Policía Municipal de León, Guanajuato, con el fin de, supuesta­
mente, capacitarlos o entrenarlos, permite confirmar que sus superiores jerárqui­
cos fueron omisos al soslayar que el personal a su mando no estaba recibiendo 
un trato digno y decoroso, con estricto apego y respeto a los Derechos Humanos 
y a las normas disciplinarias aplicables, como se establece en los artículos 55, 
fracción XIX, y 57, fracción VI, del Reglamento Interior de la Dirección de la Po­
licía Preventiva Municipal de León, Guanajuato, ya que ese tipo de trato fue ex­
cesivo y en contra de la integridad física de los elementos del Grupo Especial 
Táctico de la Policía Municipal de León. 

En tal virtud, es evidente que tanto el Presidente Municipal como el Secretario 
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instructores y los servidores públicos de la Secretaría de Seguridad Pública de ese 
municipio, encargados de supervisar el curso de capacitación denominado “Ac­
tualización para el Grupo Especializado Táctico”, se excedieran en las funciones 
encomendadas, ya que de las evidencias que se allegó esta Comisión Nacional 
se puede advertir que dentro del curso de adiestramiento impartido al personal del  
Grupo Especial Táctico de la Policía Municipal de León, Guanajuato se enseñaron 
técnicas de tortura, mediante la realización de ejercicios de simulación de la mis­
ma; además de que se les sometió a tratos crueles al momento de su capacitación;  
instrucción que de acuerdo con contenido temático elaborado y presentado por 
los instructores externos responsables de la impartición del “Curso Anual de Ac­
tualización para el Grupo Especializado Táctico”, con duración del 14 al 25 de 
abril de 2008, nunca se mencionó que los elementos estarían sometidos a tratos 
de esta naturaleza, a fin de que cuando desarrollaran sus labores en la vida co­
tidiana pudieran soportar enfrentarse a hechos similares, como lo quisieron  ha
cer valer los elementos policiales aleccionados, en la entrevista del 10 de julio de 
2008, sostenida con servidores públicos de esta Comisión Nacional. 

En este sentido, es de mencionarse que tanto la legislación nacional como la 
internacional se ha manifestado en contra de que se le brinde adiestramiento o 
capacitación a los policías y servidores públicos, en los que se le enseñe a infligir 
actos considerados como tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanas o de­
gradantes, tal y como lo expresan los artículos 5 de la Declaración sobre la Pro­
tección de Todas las Personas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, así como el 10 de la Convención contra la Tortura y 
Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes. 

El contenido de las aseveraciones anteriormente formuladas permiten a esta 
Comisión Nacional observar que si durante su preparación formativa, llámese cur­
so,  capacitación,  adiestramiento  o  entrenamiento,  se  enseña  a  miembros  de  segu
ridad pública ejercicios de práctica de tortura, se corre el riesgo de que apliquen 
en el ejercicio de sus funciones este aprendizaje, en contra de ciudadanos que 
sean detenidos o aprehendidos. 

En ese sentido, es necesario mencionar que esta Comisión Nacional realizó un 
serie de pronunciamientos a través de la Recomendación General Número 10, 
en el que se refiere a la práctica de la tortura como una de las más crueles expre­
siones de violación a los Derechos Humanos, destacándose que resulta indudable  
que se continúa empleando bajo las directrices o con la tolerancia de servidores 
públicos, lo cual afecta a toda la sociedad, al constituir un método que refleja el 
grado extremo del abuso del poder y la tentación de algunos servidores públicos 
por aplicar, motu proprio, sufrimientos a las personas, por lo que un buen princi­
pio  para  lograr  su  erradicación  parte  de  la  base  de  una  concepción  unívoca  de  la 
tortura, así como propiciar la aplicación de aquellos instrumentos legales que otor­
guen la mayor protección a las personas ante la tortura, en el sentido que pro­
pone la Convención de Naciones Unidas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles,  Inhumanos  o  Degradantes,  al  prever,  en  el  artículo  1.2.,  que  la  definición 
de tortura “se entenderá sin perjuicio de cualquier instrumento internacional o 
legislación nacional que contenga o pueda contener disposiciones de mayor al­
cance”. 

Al respecto, es preciso señalar que existe el criterio internacionalmente reco­
nocido de señalar que ciertos actos que en el pasado fueron calificados como 
tratos inhumanos o degradantes, no como tortura, podrían ser calificados en el 
futuro de una manera diferente, es decir, como tortura, dado que a las crecientes 
exigencias de protección de los derechos y de las libertades fundamentales debe 
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corresponder una mayor firmeza al enfrentar las infracciones a los valores básicos 
de las sociedades democráticas. 

En el mismo sentido, la tendencia actual en el ámbito de los Derechos Huma­
nos reconoce que la prohibición de la tortura, efectuada de modo absoluto por 
el derecho internacional, tanto convencional como consuetudinario, tiene el ca­
rácter de una norma de jus cogens (conjunto de principios generales del derecho 
internacional de carácter fundamental, por lo que no es dable ignorarlos o ge­
nerar normas jurídicas en sentido contrario). Esto ocurría en razón de la impor­
tancia de los valores protegidos. Tal prohibición absoluta de la tortura impone a 
los Estados, en términos de lo resuelto por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en el Caso Blake, la obligación de respetar y garantizar la integridad fí­
sica y psicológica de los seres humanos, así como la proscripción de la tortura, 
como un principio de jus cogens, de conformidad con los estándares fundamen­
tales de la comunidad internacional, lo que incorpora un valor absoluto a dicha 
protección de la cual nadie debe desviarse. 

Por otra parte, para esta Comisión Nacional tampoco pasaron inadvertidas las 
omisiones en las que incurrieron los servidores públicos de la Presidencia Muni­
cipal de León, Guanajuato, al no adoptar las medidas necesarias para verificar el 
contenido y objetivo del curso de capacitación denominado “Actualización para 
el Grupo Especializado Táctico”, así como tampoco realizar un seguimiento pun­
tual de su ejecución, con lo que presumiblemente se vulneró el artículo 11, frac­
ciones I y XIX, de la Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servidores 
Públicos del Estado de Guanajuato y sus municipios. 

Por las consideraciones vertidas con anterioridad, para esta Comisión Nacional 
quedó acreditado que durante la capacitación que se le brindó al Grupo Especial 
Táctico de la Policía Municipal de León, Guanajuato, se les trasmitieron a sus miem­
bros conocimientos relacionados con técnicas de tortura, en la que se permitió 
la ejecución de ejercicios en los que se simulaba la misma, y durante su realización 
los agraviados fueron humillados, denigrados y vejados durante algunos lapsos 
en los que se impartió el curso de referencia, lo cual constituyó un atentado al 
derecho que tienen los seres humanos a que se respete su integridad física y su 
dignidad, y con tales conductas se omitió observar el contenido de los artículos 
14, segundo párrafo, y 16, primer párrafo, de la Constitución Política de los Es­
tados Unidos Mexicanos, y se vulneraron los artículos 5.1, 5.2, 7.1 y 11.1 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos; 1, 2, 10, 11 y 12 de la Con­
vención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degra­
dantes; 1, 3, 4, 6, 7 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancio­
nar la Tortura; 1o. y 8 del Código de Conducta para Funcionarios Encargados de 
Hacer Cumplir la Ley; 1, 2, 3, 4, 5 y 11 de la Declaración sobre la Protección de To­
das las Personas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes, que en lo sustancial establecen que los funcionarios encargados 
de hacer cumplir la ley respetarán en todo momento los deberes que les impone 
ésta, sirviendo a su comunidad protegiendo a las personas contra actos ilegales; 
respetarán y protegerán la integridad física y la dignidad humana, y mantendrán 
y defenderán los Derechos Humanos de todas las personas. 

Asimismo, esta Comisión Nacional considera necesario señalar que el presu­
puesto de gasto de cualquier Municipio en el territorio Nacional debe de ser ad­
ministrado con objetivos claros por los servidores públicos, tanto los que le son 
asignados para el desempeño de su empleo, cargo o comisión, así como aquellos 
a los que tenga acceso por su función, dentro de los que deberán contemplarse 
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te Municipal de León, Guanajuato, haya autorizado, tolerado e, incluso, dado ar­
gumentos de defensa, los cuales fueron difundidos por los medios de comunica­
ción a nivel local y nacional (radio, televisión y prensa escrita) del “curso anual 
de actualización para el Grupo Especializado Táctico” con el cual supuestamente 
se pretendió hacer más eficientes los servicios públicos municipales, que en el 
caso que nos ocupa es el de seguridad pública, situación que evidentemente no 
se llevó a cabo, ya que lo que se logró fue transmitir a los elementos policiales 
municipales conocimientos en técnicas de tortura aunado al trato cruel y degra­
dante que se les otorgó durante el desarrollo del mismo, trasgrediendo probable­
mente lo señalado en los artículos 122 de la Constitución Política para el Estado 
de Guanajuato; 11, fracción IV, de la Ley de Responsabilidades Administrativas de 
los Servidores Públicos del Estado de Guanajuato y sus municipios, así como 70, 
fracción VIII, de la Ley Orgánica del Municipio. 

Asimismo, quedó demostrado que tanto el Presidente Municipal como el Se­
cretario de Seguridad Pública del Municipio de León, Guanajuato, muy probable­
mente dejaron de observar lo dispuesto por el artículo 11, fracción XIV, de la Ley 
de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos del Estado de 
Guanajuato y sus municipios, toda vez que no brindaron en forma oportuna y 
veraz toda la información y datos solicitados por esta Comisión Nacional, en el 
entendido de que el cumplimiento de esta obligación debe realizarse sin demora 
y brindando el acceso a los recintos o instalaciones, expedientes o documentación, 
a la institución a la que legalmente le competa la vigilancia y defensa de los De­
rechos Humanos, ya que se considera necesario revisar y corroborar el contenido 
de los informes y datos que se le hubiesen proporcionado. 

Por otra parte, para esta Comisión Nacional no pasa inadvertido que el 13 de oc­
tubre de 2008, personal de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Gua­
najuato informó que la averiguación previa 4/2008, que se integra en la Agencia 
del Ministerio Público Especializada en Homicidios de Alto Impacto de la Subpro­
curaduría de Investigación Especializada de esa Procuraduría, se encuentra ac­
tualmente en etapa de integración. 

Por lo expuesto, si bien es cierto que una de las vías previstas en el sistema ju­
rídico mexicano para lograr la reparación del daño derivado de la actuación irre­
gular de los servidores públicos consiste en plantear la reclamación ante el órga­
no jurisdiccional competente, también lo es que el Sistema No Jurisdiccional de 
Protección de los Derechos Humanos, de conformidad con lo establecido en los 
artículos 113, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Uni­
dos Mexicanos, y 44 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
prevén la posibilidad de que, al acreditarse una violación a los Derechos Huma­
nos atribuible a un servidor público del Estado, la Recomendación que se formule 
a la dependencia pública incluya las medidas que procedan para lograr la efecti­
va restitución de los afectados en sus derechos fundamentales, y las relativas a 
la reparación de los daños y perjuicios que se hubieran ocasionado. 

En consecuencia, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos se permi­
te formular, respetuosamente las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES
 

A usted, señor Presidente de la Mesa Directiva de la LX Legislatura del H. Con-
greso del Estado de Guanajuato: 
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PRIMERA. Gire las instrucciones necesarias a quien corresponda para determinar 
la responsabilidad en que hayan incurrido el Presidente Municipal de León Guana­
juato y demás servidores públicos de ese Ayuntamiento que intervinieron en los 
hechos, de conformidad con el cuerpo de la presente Recomendación y, en su 
caso, se acuerde lo que en Derecho proceda y se envíen las constancias con las 
que se acredite su total cumplimiento. 

SEGUNDA. Se adopten las medidas correspondientes para que se analice la for­
ma en la que se está ejerciendo el gasto público en las áreas de capacitación de 
servidores públicos en materia de seguridad pública en los diversos municipios 
del estado y se evite la autorización de cursos en los cuales se capacite sobre la 
base de técnicas de tortura. 

TERCERA. Se envíe al Ministerio Público que integró la averiguación previa 4/2008 
la presente Recomendación para que, si lo considera pertinente, forme parte de la 
indagatoria. 

A los miembros del H. Ayuntamiento Constitucional de León, Guanajuato: 

PRIMERA. Se sirvan instruir a quien corresponda para que se dé vista a la Con­
traloría Municipal de León, Guanajuato, con objeto de que se inicie y determine, 
conforme a Derecho, el procedimiento administrativo de investigación en contra 
de los servidores públicos de la Presidencia Municipal de León, en esa entidad 
federativa, con base en las consideraciones precisadas en el capítulo de observa­
ciones del presente pronunciamiento, informando a esta Comisión Nacional des­
de su inicio hasta su determinación. 

SEGUNDA. Se sirvan instruir a quien corresponda para que se proporcione a la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de Guanajuato el apoyo documental 
necesario tendente a la debida integración de la averiguación previa 4/2008, que 
se encuentra radicada en la Agencia del Ministerio Público Especializada en Ho­
micidios de Alto Impacto de la Subprocuraduría de Investigación Especializada, 
debiéndose informar a esta Comisión Nacional las labores desarrolladas al efecto 
hasta la resolución de dicha indagatoria. 

TERCERA. Se giren instrucciones expresas a los servidores públicos encargados 
de la seguridad pública, con la finalidad de que se implementen los cursos de ca­
pacitación que sus cuerpos policiales requieren, bajo su supervisión y autorización, 
y con estricto apego a los Derechos Humanos de sus servidores públicos, a efec­
to de que se evite cualquier forma de maltrato que pueda propiciar daños físico 
o psicológicos a sus participantes. 

CUARTA. Se giren sus instrucciones a quien corresponda a efecto de que se im­
plementen las acciones necesarias para que se le otorgue a todo el personal de 
la Presidencia Municipal de León, Guanajuato, la capacitación adecuada en ma­
teria de Derechos Humanos, para evitar prácticas irregulares como las que dieron 
origen al presente documento. 

La presente Recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, apar­
tado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el 
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declaración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de las dependencias administra­
tivas o cualesquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atri­
buciones, apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad de 
que se trate. 

De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, se solicita de ustedes que la respuesta sobre 
la aceptación de esta Recomendación, en su caso, sea informada dentro del tér­
mino de 15 días hábiles siguientes a esta notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, se solicita de ustedes que, en 
su caso, las pruebas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación se 
envíen a esta Comisión Nacional dentro de un término de 15 días hábiles siguien­
tes a la fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación 
de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la pre­
sente Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública, precisamente, esa cir­
cunstancia. 

Atentamente
 
El Presidente de la Comisión Nacional
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Recomendación 57/2008
 
Caso de la explosión en el municipio 

de Nadadores, Coahuila 

SÍNteSIS: El 14 de septiembre de 2007, esta Comisión Nacional inició de oficio la 
queja que dio origen al expediente 2007/3860/5/Q, relacionado con el caso de la ex­
plosión de un vehículo que transportaba 25 toneladas de material explosivo, en el 
municipio de Nadadores, Coahuila. 

El 9 de septiembre de 2007, un tractocamión que llevaba acoplado el semirre­
molque, propiedad de la empresa Fletes y Traspaleos, S. A. de C. V., cargó la canti­
dad de 25 toneladas de material explosivo, en las instalaciones de la empresa Explo­
sivos Mexicanos ORICA, S. A. de C. V., en Monclova, Coahuila. 

Aproximadamente 15 minutos después de haber salido de esa planta, a las 19:45 
horas, en el kilómetro 37+300 de la carretera federal número 30, Monclova-San 
Pedro, tramo Monclova-ejido San Juan de Boquillas, Coahuila, una camioneta marca 
Ford se impactó contra el tractocamión, lo que provocó un incendio por combustión 
de diesel. 20 minutos después de ocurrido el accidente de tránsito se suscitó la ex­
plosión de las 25 toneladas de material explosivo que transportaba el tractocamión, 
lo cual provocó el fallecimiento de 28 personas, más de 131 lesionados, daños ma­
teriales en diversos inmuebles del ejido Las Flores, municipio de Nadadores, y en 55 
vehículos, así como la destrucción de parte de la carpeta asfáltica, y un cráter de 25 
metros de diámetro y 2.5 metros de profundidad; la honda expansiva alcanzó aproxi­
madamente 10 hectáreas. 

Con motivo de los hechos, la Procuraduría General de Justicia del Estado de Coa-
huila radicó la averiguación previa C-PI-080/2007, la cual, al haber fallecido el chofer 
de la camioneta Ford, fue remitida por cuestión de competencia al agente del Minis­
terio Público de la Federación, respecto de las responsabilidades derivadas de la ex­
plosión del cargamento del trailer. En la instancia federal, por los mismos hechos, se 
inició la indagatoria AP/PGR/COAH/MONC-I-050/D/07, misma que se encontraba 
en trámite hasta el 3 de octubre de 2008. 

Se pudo establecer que las empresas responsables de la venta y transportación 
del material explosivo involucradas en el accidente contaban con los permisos gene­
rales expedidos por la Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena) para realizar tales 
actividades, conforme lo dispone la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos. 

De la misma forma, se logró establecer que desde el 7 de septiembre de 2007 la 
Sedena tuvo conocimiento de que el día 9 de ese mismo mes sería transportado un 
cargamento de 25 toneladas de material explosivo, en una unidad propiedad de la 
empresa Fletes y Traspaleos, S. A. de C. V., y que saldría de las instalaciones de la em­
presa Explosivos Mexicanos ORICA, S. A. de C. V., en Monclova Coahuila, con desti­
no a Coquimaltán, Colima, aproximadamente a las 21:00 horas, tal y como se señaló 
en el itinerario de viaje que se especificó en la orden de embarque que fue entrega­
da por la empresa ORICA a las Zonas Militares 20/a. y 6/a.; embarque que, según 
lo reconoció la propia Sedena, fue autorizado expresamente. 

Sin embargo, no obstante ello, elementos de esa Secretaría no acudieron a las insta­
laciones de la empresa expendedora, a fin de verificar que el explosivo que se trans­
portaría fuera el autorizado, según el permiso general correspondiente; que se car­
gara la cantidad de producto que se autorizó en la orden de embarque; que el camión 
en que se transportaría el material fuera de los autorizados por la Sedena para trans­
portar el explosivo, conforme el permiso general respectivo, y que ese vehículo coin- GACETA 
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expedidas para prestar el servicio de transporte federal, así como que el automotor 
se encontrara en las condiciones mecánicas necesarias para realizar el transporte del 
material explosivo. 

No pasó inadvertido que conforme se dispone en la Ley Federal de Armas de 
Fuego y Explosivos, es facultad exclusiva de la Secretaría de la Defensa Nacional 
llevar a cabo las acciones para el control y vigilancia de las actividades y operaciones 
industriales y comerciales que se realicen con explosivos, entre otros productos, y co­
rresponde a esta autoridad emitir los permisos específicos para desarrollar estas ac­
tividades, en los cuales establecerá las medidas de seguridad correspondientes. 

Por lo anterior, la Sedena fue omisa en el ejercicio de sus facultades de control y 
vigilancia, al no acudir a realizar esta supervisión y no preveer las condiciones míni­
mas indispensables para llevar a cabo estos traslados, considerando los horarios de 
mayor y menor afluencia vehicular, el número y densidad de población existentes 
en los poblados por los que se haría el traslado, así como las condiciones de los ca­
minos en zonas rurales o urbanas, lo que sin duda hubiera sido un factor determi­
nante para reducir el riesgo que conlleva el transporte de este tipo de material y dan­
do incluso intervención a las diversas instancias federales y locales de protección 
civil. 

En consecuencia, esta Comisión Nacional pudo acreditar que se violaron los de­
rechos a la legalidad y a la seguridad jurídica, cometidas en agravio de los habitan­
tes del municipio de Nadadores, así como de las personas que el 9 de septiembre de 
2007, aproximadamente a las 19:45 horas, transitaban por la carretera federal nú­
mero 30, en el tramo del kilómetro 37+300 Nadadores-Sacramento, Coahuila, con­
sagrados en los artículos 14, párrafo segundo, y 16, párrafo primero, de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, así como 2.1 y 2.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos. 

Por todo lo expuesto, se consideró oportuno recomendar a la Sedena el inicio de 
las investigaciones respecto de las responsabilidades administrativas en que proba­
blemente incurrieron servidores públicos de esa Secretaría; que se realicen las su­
pervisiones físicas previas a la autorización de transportación de materiales explosi­
vos; que se emita el marco normativo que establezca con claridad el mecanismo para 
la operación de los permisos generales que expide la propia Sedena para el mane­
jo del material explosivo en el territorio nacional, y, finalmente, que de conformidad 
con las disposiciones de los permisos generales se señalen rutas, horarios y días para 
la realización de los transportes de material explosivo, a fin de minimizar los riesgos 
y garantizar la inmediata reacción de las instancias de protección civil ante un ac­
cidente. 

México, D. F., 28 de noviembre de 2008 

Caso de la explosión en el municipio de Nadadores, Coahuila 

Gral. Guillermo Galván Galván,
 
Secretario de la Defensa Nacional
 

Distinguido señor General Secretario: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., párrafo pri­
mero; 6o., fracciones I, II y III; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 44, 46, y 51, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, así como 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 136 de su Reglamen-
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con el caso de la explosión en el municipio de Nadadores, Coahuila, de un vehículo que transportaba 
25 toneladas de material explosivo, y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 14 de septiembre de 2007, esta Comisión Nacional inició de oficio la que­
ja con motivo de los hechos ocurridos 9 de septiembre de 2007, de los cuales 
tuvo conocimiento en esta última fecha a través de los medios de comunicación 
impresos y electrónicos, entre los que destacan Notimex, en Torreón y Monclova, 
Coahuila; los diarios de circulación nacional El Norte, El Universal y El Nacional; 
además de los noticieros de cobertura nacional de las empresas Televisa y TV Az­
teca, consistentes en que aproximadamente a las 20:30 horas del 9 de septiembre 
de 2007, en el kilómetro 30 de la carretera federal, tramo Monclova-Cuatro Cié­
negas, en el ejido Celemania, del municipio Nadadores, Coahuila, un camión que 
transportaba 25 toneladas de material explosivo, propiedad de la empresa Ex­
plosivos Mexicanos ORICA, S. A. de C. V., se impactó contra una camioneta y se 
incendió, causando un estallido que abrió un orificio en la carpeta asfáltica de 
entre 10 a 20 metros de diámetro y más de tres metros de profundidad, con una 
onda expansiva de un alcance aproximado de un kilómetro y medio a la redonda; 
como consecuencia de ello se registraron 38 víctimas fatales, 200 personas le­
sionadas y un número indeterminado de desaparecidos, además de daños ma­
teriales en el perímetro de la onda expansiva. 

B. El 10 de septiembre de 2007, la Comisión de Derechos Humanos del Estado 
de Coahuila inició de oficio una investigación respecto de los mismos hechos, por 
lo que el día 19 de septiembre de 2007, mediante el oficio 30927, se requirió el 
envío de la documentación generada, toda vez que al encontrarse relacionadas 
autoridades federales compete a la Comisión Nacional de Derechos Humanos co­
nocer del caso. 

C. El 21 de septiembre de 2007, mediante el oficio PV-1801-2007, la Comisión 
de Derechos Humanos del Estado de Coahuila remitió a esta Comisión Nacional 
la información generada con motivo del asunto que nos ocupa. 

D. Para la debida integración del expediente, esta Comisión Nacional solicitó a 
la Secretarías de la Defensa Nacional y de Comunicaciones y Transportes, como 
autoridades responsables, información relacionada con los hechos constitutivos 
de la queja. En colaboración se requirió informes a la Procuraduría General de la 
República, a la Secretaría de Seguridad Pública (Policía Federal Preventiva) y al Ins­
tituto Mexicano del Seguro Social, en el ámbito federal. A nivel local se requirió 
información a la Procuraduría General de Justicia, a la Comisión de Derechos Hu­
manos, a la Secretaría de Seguridad Pública y Protección Ciudadana, así como al 
Director General de Registro Civil, todas del estado de Coahuila de Zaragoza. 

En respuesta, todas las autoridades remitieron la información correspondiente, 
cuya valoración se precisa en el capítulo de observaciones. 

II. EVIDENCIAS 
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A.  El oficio PV-1801-2007, del 19 de septiembre de 2007, suscrito por la Visita­
dora General de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, 
mediante el cual remitió a esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos las 
documentales relativas a la queja radicada de oficio por ese Organismo Local, 
con motivo de un accidente automovilístico entre una camioneta pick-up, marca 
Ford, Lobo, y un trailer que transportaba material explosivo, lo que provocó una 
explosión. 

B.  El oficio DGPPE/2860/2007, del 25 de septiembre de 2007, signado por el 
Director General de la Policía Preventiva del estado de Coahuila, mediante el cual 
rinde  el  informe  requerido  por  este  Organismo  Nacional,  en  el  que  refiere  las  ac
ciones realizadas para atender la emergencia provocada por una explosión en el 
municipio de Nadadores, Coahuila. 

C.  El oficio 4.2.-3973, del 15 de octubre de 2007, suscrito por el Director Gene­
ral de Autotransporte Federal de la Secretaría de Comunicaciones y Transporte, 
a través del que presenta su informe a esta Comisión Nacional, al que adjuntó 
diversa documentación, entre la que destaca: 

1.  La copia del Permiso para Prestar el Servicio de Autotransporte Federal de Car­
ga número 0542FTRO40617HA9/1, del 20 de diciembre de 2004, otorgado por 
la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, a la empresa Fletes y Traspaleos, 
S. A. de C. V., para explotar el servicio de autotransporte federal de carga, en la 
clasificación de carga especializada, por los caminos y puentes de jurisdicción fe­
deral en la modalidad de transporte de materiales, residuos, remanentes y dese­
chos peligrosos, documento en el cual se señalan las condiciones generales de 
operación. 

2.  La copia del oficio de inclusión de vehículos al permiso para prestar el servicio 
de autotransporte federal de carga con número 0542FTR040617HA9/7, del 13 de  
noviembre de 2006, donde se describe a los vehículos placas 148DZ2 y 223WD7,  
que corresponden al tractor marca Internacional, y a la caja cerrada marca Hyun­
dai, respectivamente, ambas modelo 2007. 

D.  El oficio DH-026465/1702, del 16 de octubre de 2007, suscrito por el Subdi­
rector de Derechos Humanos y Derecho Internacional de la Secretaría de la De­
fensa Nacional, quien rindió su informe ante este Organismo Nacional, al que ad­
juntó la siguiente documentación: 

Respecto del permiso general número 119: 

1.  La copia del oficio número 113, del 11 de enero de 1982, que corresponde al 
permiso general número 119, otorgado por primera vez a la empresa Explosivos 
Mexicanos ORICA, S. A. de C. V., para la fabricación, almacenamiento y venta 
de material explosivos en cantidades específicas, el cual precisa 21 requisitos para  
operar el permiso general respecto de las medidas de información, control, segu­
ridad y vigilancia. 

2.  La copia del oficio 37646, del 15 de diciembre de 2000, emitido por la Direc­
ción General del Registro Federal de Armas de Fuego y Control de Explosivos de 
la Secretaría de la Defensa Nacional, mediante el cual se revalidó el permiso ge-

­

GACETA 
NOV/2008 

Re
co

m
en

da
ci

on
es


 

102 



               

 
       

            

 

  

 

 

             

 

  
  

 

 

neral número 119-bis, con vigencia al 31 de diciembre de 2001, a favor de la em­
presa Explosivos Mexicanos ORICA, S. A. de C. V., para la fabricación, almacena­
miento y venta de explosivos en su planta de Cuatro Ciénegas, Coahuila, en la 
que se contempla el agente explosivo Anfomex y Amex, entre otros materiales 
explosivos, y que contiene 37 disposiciones a las que se debe sujetar el permiso 
general. 

3. La copia del oficio SSQ/2661, del 15 de diciembre de 2006, emitido por la 
Dirección General del Registro Federal de Armas de Fuego y Control de Explosivos, 
mediante el cual revalidan el permiso general número 119-bis, con vigencia al 31 
de diciembre de 2007, emitido a favor de la empresa Explosivos Mexicanos ORI­
CA, S. A. de C. V., ratificando el estricto cumplimiento a las disposiciones conte­
nidas en su permiso inicial respecto de las medidas de información, control, segu­
ridad y vigilancia. 

Respecto del permiso general 81: 

1. La copia del oficio STE/0429, del 27 de junio de 2005, emitido por la Dirección 
General del Registro Federal de Armas de Fuego y Control de Explosivos, median­
te el cual se concede a la empresa Fletes y Traspaleos, S. A. de C. V., el permiso 
general número 81 para el transporte especializado de material explosivo, sustan­
cias químicas y residuos peligrosos; que en su punto 3 de las disposiciones ge­
nerales establece la obligación a la empresa transportista para dar aviso con 72 
horas de anticipación a la zona militar correspondiente sobre el traslado de los 
materiales explosivos a fin de que sea autorizado, así como los cambios de itine­
rario o productos, mismos que serán autorizados o justificados en su caso. 

2. La copia del oficio STE/1081, del 15 de diciembre de 2006, emitido por la Di­
rección General del Registro Federal de Armas de Fuego y Explosivos de la Sede­
na, a favor de la empresa Fletes y Traspaleos, S. A. de C. V., mediante el cual se 
revalidó el permiso general número 81 para el transporte especializado de ma­
terial explosivo, sustancias químicas y residuos peligrosos, con vigencia al 31 de 
diciembre de 2007. 

3. La copia del oficio STE/0004, del 8 de enero de 2007, emitido por la Dirección 
General de Registro Federal de Armas de Fuego y Control de Explosivos de la Se­
dena, mediante el cual se modificó el permiso número 81 concedido para el trans­
porte especializado de material explosivo, sustancias químicas y residuos peli­
grosos, con vigencia hasta el 31 de diciembre de 2007, expedido a favor de la 
empresa Fletes y Traspaleos S. A. de C. V., por inclusión de unidades automotoras 
previamente autorizadas, entre ellas el vehículo tipo tractor marca Internacio­
nal, modelo 2007, con capacidad para 15 toneladas, clase T3, con placas 148DZ2, 
así como el vehículo tipo caja cerrada marca Hyundai, modelo 2007, placas 223WD7, 
con capacidad de 12 toneladas. 

E. El oficio SPVDH/DGDH/DGAPDH/1963/2007, del 19 de octubre de 2007, sus­
crito por el Director General Adjunto de Promoción de los Derechos Humanos de 
la Secretaría de Seguridad Pública, mediante el cual remitió a este Organismo Na­
cional su informe pormenorizado, al cual anexó lo siguiente: 

1. La copia del informe pormenorizado de las actividades de los servidores pú-
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en el kilómetro 37+300 del camino 30, tramo Monclova-ejido San Juan de Bo­
quillas. 

2. El parte informativo de servicios número 36/2007, rendido por el Inspector 
General de la PFP de la Comisaría del Sector V-15 Monclova, Coahuila, del 9 de 
septiembre de 2007. 

3. El oficio número PFP/CSR/SZN/CRV/CS15/1188/2007, del 9 de septiembre de 
2007, mediante el cual el Inspector General de la PFP, Titular de la Comisaría 
de Sector Monclova, denunció ante el Agente del Ministerio Público del Fuero 
Común, en San Buenaventura, Coahuila, los hechos acontecidos en el kilómetro 
37+300 del camino nacional 30 Monclova-San Pedro, tramo Monclova-ejido San 
Juan de Boquillas. 

4. El parte informativo de servicio número 045/2007, del 10 de septiembre de 
2007, rendido por el oficial de la PFP Miguel Zamarripa Méndez, respecto a su 
participación en el accidente automovilístico relacionado con el presente expe­
diente. 

5. La copia del informe técnico del accidente tipo choque ocurrido en el kilóme­
tro 37+300 de la carretera número 30, Monclova-San Pedro, tramo Monclova­
ejido San Juan de Boquillas, emitido por el oficial de la PFP Hugo Mendoza Cas­
tellanos. 

F.  El oficio número 1992/07 del 24 de octubre de 2007, suscrito por la Directora 
Estatal del Registro Civil, mediante el cual informó a esta Comisión Nacional sobre  
las personas que fueron reportadas como fallecidas con motivo del accidente 
ocurrido el 9 de septiembre de 2007, a las 20:50 horas, en el kilómetro 37+300 
de la carretera número 30, Monclova-San Pedro, Coahuila. 

G.  El oficio número 4994/07 DGPCDHAQI, del 24 de octubre de 2007, suscrito 
por el Director General de Promoción de la Cultura en Derechos Humanos, Aten­
ción  a  Quejas  e  Inspección  de  la  Subprocuraduría  de  Derechos  Humanos,  Atención 
a Víctimas y Servicios a la Comunidad de la Procuraduría General de la República, 
mediante el cual puso a disposición de esta Comisión Nacional para su respecti­
va consulta, y copia de la averiguación previa AP/PGR/COAH/MONC-1/50/2007,  
a la que además anexó lo siguiente: 

1.  El oficio 266/2007, del 15 de octubre de 2007, suscrito por la Delegada de la 
PGR en el estado de Coahuila, a través del cual anexó el informe respecto de la in­
tegración de la averiguación previa AP/PGR/COAH/MONC-1-050/D/07, instruida  
en contra de los señores José Alberto Borrego González, José Rosales Contreras 
y quien resulte responsable, por la comisión del delito de transportación de ex­
plosivos y lo que resulte. 

H.  El oficio 09521746BO/14018, del 7 de noviembre de 2007, suscrito por el 
Coordinador Técnico de Atención a Quejas e Información Pública, de la Coordi­
nación  de  Atención  a  Quejas  y  Orientación  al  Derechohabiente  del  Instituto  
Mexicano del Seguro Social. 

I.  El oficio SDH-651/2007, del 13 de noviembre de 2007, suscrito por la Subdi-
rectora de Derechos Humanos de la Procuraduría General de Justicia del Estado 
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de Coahuila, mediante el cual rinde el informe solicitado por la Comisión Nacio­
nal de los Derechos Humanos, al cual anexó copia de la averiguación previa 80/ 
2007, iniciada con motivo de los hechos suscitados el 9 de septiembre de 2007 
en el ejido Celemania, en el municipio Nadadores, Coahuila. 

J. El acta circunstanciada del 4 de febrero de 2008, elaborada por personal de 
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, relativa a la consulta de la inda­
gatoria AP/PGR/COAH/MONC-1-050/D/07, en las instalaciones de la Subprocu­
raduría de Derechos Humanos, Atención a Víctimas y Servicios a la Comunidad 
de la Procuraduría General de la República. 

K. El acta circunstanciada del 3 de octubre de 2008, elaborada por personal de 
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, relativa a la consulta de la inda­
gatoria AP/PGR/COAH/MONC-1-050/D/07, en las instalaciones de la Subprocu­
raduría de Derechos Humanos, Atención a Víctimas y Servicios a la Comunidad 
de la Procuraduría General de la República. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 9 de septiembre de 2007, el tractocamión de marca Internacional, modelo 
2007, placas, 148DZ2, que llevaba acoplado el semirremolque marca Hyundai, 
modelo 2007, con placas 223WD7, ambos, propiedad de la empresa Fletes y 
Traspaleos, S. A. de C. V., cargó la cantidad de 25 toneladas de material explo­
sivo, en específico Anfo tipo regular clasificación 1.5D, producido por la empre­
sa Explosivos Mexicanos ORICA, S. A. de C. V., en las instalaciones de esa última 
empresa en Monclova, Coahuila. 

Aproximadamente 15 minutos después de haber salido de esa planta, a las 
19:45 horas, en el kilómetro 37+300 de la carretera federal número 30, Monclo­
va-San Pedro, tramo Monclova-ejido San Juan de Boquillas, Coahuila, el tractoca­
mión fue impactado por una camioneta marca Ford, F150, cabina y media, tipo 
pick-up, modelo 1997, con placas de circulación número PW85305 del estado 
de Nuevo León, lo cual provocó un incendio por combustión del diesel que con­
tenía el tractocamión. 

Aproximadamente 20 minutos después de ocurrido el accidente de tránsito se 
suscitó la explosión del tractocamión, que provocó una honda expansiva de 10 
hectáreas y el fallecimiento de 28 personas, más de 131 lesionados, daños ma­
teriales en diversos inmuebles del ejido Las Flores, municipio Nadadores, en 55 
vehículos, así como la destrucción de parte de la carpeta asfáltica, y un cráter de 
25 metros de diámetro y 2.5 metros de profundidad. 

La Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila tomó conocimien­
to de los hechos el 9 de septiembre de 2007, a través de una llamada a la Guar­
dia de la Policía Ministerial, mediante la que se reportó el accidente automovilístico, 
así como la posterior explosión de los vehículos involucrados en el accidente, lo 
que motivó la radicación de la averiguación previa C-PI-080/2007, en la cual, para 
su integración, se desahogaron diversas diligencias, entre las que destacan necrop­
sias, peritajes en materias de criminalística de campo, tránsito terrestre y explosivos; 
declaraciones testimoniales y fe ministerial de lesiones, así como de daños. 

El agente del Ministerio Público encargado de la integración de la citada inda­
gatoria, el 28 de septiembre de 2007, consideró procedente consultar el no ejer-
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accidente de tránsito, en atención al fallecimiento del conductor del automotor 
que ocasionó el mismo, que actualizó una causal de extinción de la acción penal, 
y respecto de las responsabilidades derivadas de la explosión del cargamento del 
trailer determinó dar vista al Agente del Ministerio Público de la Federación. 

El mismo 9 de septiembre de 2007, la Procuraduría General de la República 
inició la indagatoria AP/PGR/COAH/MONC-I-050/D/07, misma que se encuen­
tra en trámite y en la cual también se realizaron diversas diligencias para su inte­
gración, tales como girar los oficios a la Secretaría de Comunicaciones y Trans­
portes para solicitar la querella correspondiente, y respecto de la Secretaría de 
la Defensa Nacional, le requirió los informes correspondientes sobre la emisión 
de los permisos de transportación y venta de explosivos, la existencia de manua­
les que establecen las medidas de seguridad, así como su vigencia. 

La Sedena rindió varios informes a la Procuraduría General de la República en 
distintas fechas, en los que indicó que la empresa Explosivos Mexicanos ORICA, 
S. A. de C. V., contaba con dos permisos generales para la compra y venta anual 
de productos explosivos; que las medidas de seguridad se detallan en los citados 
permisos; que desde el 7 de septiembre de 2007 recibieron en la 20/a. y 6/a. 
Zonas Militares la solicitud de transportación de material explosivo por parte de 
la empresa Explosivos Mexicanos ORICA, S. A. de C. V., a la cual le recayó la au­
torización expresa por parte de la autoridad castrense “de acuerdo a la norma­
tividad consistente en el permiso general número 81”; que la empresa Fletes y 
Traspaleos, S. A. de C. V., no estaba autorizada para realizar la transportación 
del material porque el trámite lo realizó la empresa Explosivos Mexicanos ORICA, 
S. A. de C. V.; que la empresa Fletes y Traspaleos, S. A. de C. V., cuenta con el 
permiso general número 81, que le autoriza a transportar diversos materiales 
explosivos, entre los que se encuentra el denominado Amex; que las medidas de 
seguridad que deben cumplirse para la transportación de los productos explosivos 
están contenidas en el citado permiso; que tuvo conocimiento del accidente que 
originó la indagatoria a las 22:00 horas del 9 de septiembre de 2007, por con­
ducto del representante legal de la empresa Fletes y Traspaleos, S. A. de C. V., 
y, finalmente, que se determinó la suspensión del permiso general número 81, 
otorgado a la empresa Fletes y Traspaleos, S. A. de C. V. 

IV. OBSERVACIONES 

Del análisis lógico-jurídico de los hechos y de las evidencias que integran el expe­
diente de queja 2007/3860/5/Q, para esta Comisión Nacional quedó acreditado 
que fueron vulnerados los Derechos Humanos a la legalidad y a la seguridad ju­
rídica, en agravio de los habitantes del municipio de Nadadores, así como de las 
personas que transitaban por el kilómetro 37+300 de la carretera federal núme­
ro 30 en el tramo Monclova-ejido San Juan de Boquillas, Coahuila, aproximada­
mente a las 19:45 horas del 9 de septiembre de 2007, en atención a las siguien­
tes consideraciones: 

El 9 de septiembre de 2007, a las 19:00 horas, el tractocamión marca Inter­
national, modelo 2007, con placas de circulación número 148DZ2 del servicio 
público federal, acoplado al semirremolque marca Hyundai, modelo 2007, con 
placas 223WD7, ambos propiedad de la empresa Fletes y Traspaleos S. A. de C. 
V., conducido por el señor José Alberto Borrego González y su acompañante José  
Rosales Contreras, ingresó a la planta de la empresa Explosivos Mexicanos ORICA,  
S.  A.  de  C.  V.,  ubicada  en  el  kilómetro  52  de  la  carretera  federal  número  30,  Mon-
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clova-San Pedro, tramo Cuatro Ciénegas, Monclova, donde fue cargado con 1,000 
sacos de 25 kilogramos cada uno, es decir, un total de 25 toneladas de material 
explosivo denominado Anfo (Amonio-Nitrato-Aceite o Diesel), clasificación 1.5D, 
para lo cual contaba con la orden de compra número 014887 y venta número 
16248 del 5 de julio de 2007. 

El tractocamión salió de ese lugar a las 19:40 horas, llevando la orden de 
embarque 20543 y guía 0986, con destino a la cuidad de Coquimaltán, Colima, 
sin que personal de la Sedena se hubiera trasladado a las instalaciones de la 
empresa Explosivos Mexicanos ORICA, S. A. de C. V., a fin de realizar la supervi­
sión de las condiciones del vehículo en el que se transportaría el material explosi­
vo, y verificar que fuera uno de los considerados en el permiso general número 
81, y coincidiera con el autorizado por la Secretaría de Comunicaciones y Trans­
portes, conforme a las placas expedidas al efecto; pero sobre todo para supervi­
sar que el tipo de explosivo y la cantidad del producto con que se cargó el camión 
correspondiera efectivamente al autorizado a la empresa Explosivos Mexicanos 
ORICA, S. A. de C. V. Es importante enfatizar que desde el 7 de septiembre de 
2007 esa empresa remitió a las 20/a. y 6/a. Zonas Militares la orden de embar­
que, la cual contenía la descripción del material explosivo a transportar, en can­
tidad y calidad, el horario de salida y del arribo aproximado a su destino, así como 
el itinerario o ruta de viaje. 

Aproximadamente 15 minutos después de haber salido, el tractocamión de 
esa empresa, a la altura del kilómetro 37+300 de la carretera federal número 30, 
fue impactado por la camioneta marca Ford, F150, provocándose un incendio 
por combustión del diesel que contenía el tractocamión, lo que condicionó que 
la carga explotara 20 minutos después del accidente vehicular, produciendo una 
honda expansiva de 10 hectáreas y ocasionando la muerte de 28 personas, le­
siones a más de 131, daños materiales a 55 vehículos aproximadamente, así 
como a casas habitación aledañas al lugar de la explosión, además de la ruptura 
de la superficie de rodamiento de la carpeta asfáltica de la carretera, por lo que 
se formó un cráter de 25 metros de diámetro y 2.5 metros de profundidad. 

La Secretaría de la Defensa Nacional, en el informe que rindió ante esta Co­
misión Nacional, señaló que la empresa Explosivos Mexicanos ORICA, S. A. de 
C. V., contaba con el permiso general número 119, para la fabricación, almace­
namiento y venta de material explosivo, emitido desde el 11 de enero de 1982, 
al momento del incidente que originó la presente queja, el cual se encontraba 
vigente en razón de la revalidación expedida el 15 de diciembre de 2006, y que 
la empresa Fletes y Traspaleos, S. A. de C. V., tenía vigente su permiso general nú­
mero 81, para el transporte especializado de material explosivo, sustancias quí­
micas y residuos peligrosos, del 27 de junio de 2005, mismo que contaba con su 
revalidación respectiva, emitida a través del oficio STE/1081, del 15 de diciembre 
de 2006, el cual amparaba sus operaciones hasta el 31 de diciembre de 2007, des­
tacando que dicho permiso general número 81 fue modificado el 8 de enero 
de 2007, mediante el oficio STE/0004, por inclusión de vehículos, entre los que 
resaltan el tractocamión y la caja remolque que intervinieron en el accidente de 
tránsito. 

A este respecto, es importante destacar que conforme lo establece el artículo 
61 de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, las disposiciones relativas 
a las medidas de seguridad y control relacionadas con la transportación de este 
tipo de materiales están contenidas en los propios permisos generales. Así, en el 
permiso general 119, concedido a la empresa Explosivos Mexicanos ORICA, S. 
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cia, sobresalen las marcadas con los número 3, 4 y 6, en las que se establece que 
en el traslado del material explosivo sólo se utilizaran vehículos autorizados por 
la Secretaría  de  Comunicaciones  y  Transportes,  y  en  caso  de  emplear  servicios  de 
empresas de comerciantes o usuarios que dispongan del permiso general para 
el transporte de material explosivo deberán entregar a esas empresas transpor­
tistas la fotocopia certificada por notario de los permisos generales otorgados 
por la Sedena que amparen las cantidades de explosivos que pretendan transpor­
tar,  y  que  el  transporte  se  realizará  por  las  rutas  normalmente  establecidas  por  su 
fábrica  a  los  polvorines  o  lugares  de  consumo  de  los  compradores,  y  que  cualquier 
cambio de itinerario debería ser autorizado o justificado. Cabe destacar que en 
estas 21 disposiciones la Sedena no estableció la obligación para la empresa Ex­
plosivos Mexicanos ORICA, S. A. de C. V., respecto de dar aviso sobre el traslado 
de material explosivo, salvo los casos de robo o extravío. 

La Secretaría de la Defensa Nacional, al emitir inicialmente el permiso general 
número  119  el  11  de  enero  de  1982,  estableció  21  disposiciones  de  seguridad  y 
control para su operación. 

Conforme lo dispone el artículo 44 de la Ley Federal de Armas de Fuego y Ex­
plosivos,  la  Sedena  otorgó  año  con  año  las  revalidaciones  al  permiso  general  nú
mero  119-BIS e  incrementó el  número  de  disposiciones de  seguridad  y  control  para  
operar el permiso concedido a la empresa Explosivos Mexicanos ORICA, S. A. de 
C. V., tal como se advierte de la revalidación realizada en el año 2000, don de lle­
garon  a  ser  37  disposiciones,  las  cuales  se  referían,  en  términos  generales,  a  con
trolar  la  actividad  de  compra-venta,  traslado,  almacenaje  y  manipulación  del  ma
terial explosivo. 

A pesar de lo anterior, se advirtió que la Sedena, al expedir la revalidación del 
permiso general número 119-BIS, el 15 de diciembre de 2006, a la empresa Ex­
plosivos Mexicanos ORICA, S. A. de C. V., el cual se encontraba vigente al mo­
mento del accidente, en el oficio de revalidación, únicamente expresó en la re­
validación que “ratifica el estricto cumplimiento de las disposiciones contenidas 
en su PERMISO INICIAL”, es decir, que dejaba vigentes sólo 21 disposiciones, lo 
que en los hechos tuvo como consecuencia disminuir las medidas de control para 
la operación del permiso general número 119-bis. 

Por su parte, el permiso general número 81, expedido a la empresa Fletes y 
Traspaleos, S. A. de C. V., contiene 42 disposiciones para su operación, de los 
cuales destacan sus numerales 2 y 3, en los que se establece que para el trans­
porte  de  materiales  explosivos  sólo  se  utilizarán  vehículos  autorizados  por  la  
Secretaría de Comunicaciones y Transportes, previa inspección de la Secretaría 
de la Defensa Nacional; que el traslado se realizará siguiendo las rutas normal­
mente establecidas, entre los depósitos autorizados por la Sedena, y que se de­
berá informar con 72 horas de anticipación a la zona militar correspondiente el 
traslado de los materiales, así como los cambios de itinerarios o productos, a fin 
de que sean autorizados. 

No obstante lo anterior, este Organismo Nacional considera importante resal­
tar que en el informe que rindió la Sedena a esta Comisión Nacional señaló que 
la transportación de material explosivo no está sujeta a horarios, ni días festivos, 
y que la cantidad que se traslada varía de conformidad con la capacidad de los 
vehículos que se utilizan, y que la empresa Explosivos Mexicanos ORICA, S. A. 
de C. V., sí informó con 72 horas de anticipación sobre la transportación del 
material explosivo involucrado en el accidente. 

Esta situación hace evidente que aun cuando el artículo 37 de la Ley Federal 
de Armas de Fuego y Explosivo establece como facultad exclusiva de la Secreta-
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ría de la Defensa Nacional el control y vigilancia de las actividades y operaciones 
industriales y comerciales que se realicen con explosivos, entre otros productos, 
y que será esta autoridad quien emitirá los permisos específicos para estas acti­
vidades, en los cuales establecerá las medidas de seguridad correspondientes, en 
los hechos, al no llevar a cabo directamente en el lugar del embarque del mate­
rial la supervisión directa de la cantidad y tipo de material explosivo, así como de 
las condiciones de la transportación, la Sedena deja al arbitrio de las empresas 
expendedoras, transportistas y consumidoras de material peligroso, el manejo y 
control de estos productos, con lo cual se incrementan los riesgos de accidentes, 
quedando expuesta la población civil; además, ante la falta de esta supervisión y 
control se limitan las acciones de reacción y rescate, tal como sucedió en el caso 
que originó la radicación del presente caso. 

A este respecto, también es necesario destacar que de los informes que la Se­
cretaría de la Defensa Nacional rindió ante la Procuraduría General de la Repú­
blica, con motivo de la integración la indagatoria AP/PGR/COAH/MONC-I-050/D/07, 
a cargo del Agente del Ministerio Público de la Federación Titular de la Mesa Uno 
de Averiguaciones Previas en Monclova, Coahuila, es posible establecer que la 
Sedena, en sus Zonas Militares 20/a. y 6/a., desde el 7 de septiembre de 2007 re­
cibió de la empresa ORINCA la solicitud de transporte de las órdenes de compra 
014887 y venta 16248, de fecha 5 de julio de 2007, a la cual “recayó la autoriza­
ción expresa por parte de esa autoridad”, y en esa solicitud, entre otras cosas, se 
contenía tanto la descripción del material a transportar, como el itinerario de via­
je, documento que fue autorizado expresamente por la 6/a. Zona Militar, de acuer­
do con las disposiciones contenidas en el permiso general número 81, el cual no 
le correspondía a la empresa Explosivos Mexicanos ORICA, S. A. de C. V., sino a 
la empresa Fletes y Traspaleos, S. A. de C. V. 

De la misma forma, en el informe rendido ante el Representante Social de la 
Federación, la Secretaría de la Defensa Nacional refiere que el 13 de septiembre 
de 2007 suspendió el permiso general número 81 otorgado a la empresa Fletes 
y Traspaleos S. A. de C. V., argumentando que en la orden de embarque núme­
ro 20543 esa empresa no informó a la comandancia de la 6/a. Zona Militar la 
hora de salida del tractocamión de las instalaciones de la empresa fabricante 
Explosivos Mexicanos ORICA, S. A. de C. V., “lo que ocasionó confusión, motivo 
por el cual el embarque del material explosivo no fue supervisado por un inspec­
tor militar, además de que la empresa no observó las máximas medidas de se­
guridad durante el transporte de material explosivo, con la agravante de que el 
movimiento se hacía de noche”, e hizo mención también de que la empresa trans­
portadora realizó el aviso de traslado del material explosivo hasta el 10 de sep­
tiembre de 2007, es decir, un día después. 

Sin embargo, como ya se ha expuesto, la Sedena sí estaba informada de que 
se realizaría el traslado del material explosivo, y por ello, según lo expuso en su 
informe ante el Representante Social de la Federación, otorgó su autorización al 
respecto, por lo que no puede aducir que se vio impedida para realizar la super­
visión del material explosivo; de la misma forma, la Sedena no puede afirmar que 
la empresa transportista no observó las máximas medidas de seguridad, ya que el 
personal de la Sedena no supervisó el embarque del producto. 

A este respecto destaca que según el peritaje de accidente emitido por la PFP 
no fue posible establecer que el camión involucrado en el percance hubiera por­
tado los señalamientos correspondientes para indicar el tipo de carga peligrosa, 
como lo dispone la Norma Oficial Mexicana NOM-06-SCT/2000 Sistema de Identifi-
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Peligrosos, vigente al momento del accidente; finalmente, respecto del reproche 
que hace la Sedena a la empresa transportadora por realizar una transportación 
en la noche, es claro para esta Comisión Nacional que la omisión no sólo deriva 
de la posible negligencia de la empresa transportista, sino de la propia Secreta­
ría de la Defensa Nacional, la cual no llevó a cabo la revisión respectiva. 

Es claro para esta Comisión Nacional que, conforme al artículo 61 de la Ley Fe­
deral de Armas de Fuego y Explosivos, las medidas de seguridad se establecerán 
en los permisos que se otorguen para la explotación de la actividades y opera­
ciones industriales y comerciales que se realicen con armas, municiones, explosi­
vos, artificios y substancias químicas, y en términos de lo que señala el artículo 
37 de esa misma Ley, corresponde exclusivamente a esa Secretaría la expedición 
de tales permisos, así como las acciones de control y vigilancia derivadas de esas 
actividades. 

Por lo anterior, se puede establecer que la Secretaría de la Defensa Nacional 
sí tuvo conocimiento, desde el 7 de septiembre de 2007, que el 9 de ese mismo 
mes sería transportado un cargamento de 25 toneladas de material explosivo, 
en una unidad propiedad de la empresa Fletes y Traspaleos, S. A. de C. V., y que 
saldría de las instalaciones de la empresa Explosivos Mexicanos ORICA, S. A. de 
C. V., en Monclova Coahuila, con destino a Coquimaltán, Colima, aproximada­
mente  a  las  21:00  horas,  tal  y  como  se  señaló  en  el  itinerario  de  viaje  que  se  es
pecificó en la orden de embarque que fue entregado a las Zonas Militares 20/a. 
y 6/a., y autorizado según lo reconoció la propia Sedena; no obstante ello, esa 
Secretaría fue omisa en el ejercicio de sus facultades de control y vigilancia, ya 
que en ningún momento personal de esa Secretaría se constituyó en las instala­
ciones de la empresa Explosivos Mexicanos ORICA, S. A. de C. V., para supervisar 
que la cantidad y el tipo del producto explosivo a transportar correspondiera con 
el autorizado; que el vehículo contara con las medidas de seguridad indispensa­
bles para el traslado previstas tanto en los permisos generales como en las Normas  
Oficiales Mexicanas NOM-068-SCT-2-2000 Transporte Terrestre, Servicio de Au­
totransporte Federal de Pasaje, Turismo, Carga y Transporte Privado Condiciones 
Físico-mecánica y de Seguridad para la Operación en Caminos y Puentes de Juris­
dicción Federal, y NOM-006-SCT2/200 Aspectos Básicos para la Revisión Ocular 
Diaria de la Unidad Destinada al Autotransporte de Materiales Peligrosos, y, en 
general, que se cumpliera con las especificaciones y requisitos que se señalaron 
en los permisos generales de cada una de las empresas para llevar a cabo las 
actividades específicas autorizadas en los mismos, situación que además fue 
reconocida por la Sedena cuando pretendió excusar su omisión al argumentar 
en los informes rendidos ante la Procuraduría General de la República que al no 
haber sido notificado por la empresa transportadora Fletes y Traspaleos, S. A. de 
C. V., sobre el traslado de material se impidió que personal militar supervisara el 
embarque. 

Por otra parte, es claro que la Sedena fue omisa en su obligación de establecer 
mecanismos de control, supervisión y vigilancia en materia de trasporte de ma­
terial explosivo, ya que a pesar de que en los permisos generales 119 y 81, ex­
pedidos a favor de las empresas Explosivos Mexicanos ORICA, S. A. de C. V., y 
Fletes y Traspaleos, S.,A. de C. V., respectivamente, donde se indica que los 
traslados del material explosivo se tiene que realizar por las “rutas previamente 
establecidas”, del informe que rindió a esta Comisión Nacional se desprende su 
reconocimiento respecto de que no se cuenta con rutas, horarios ni días previa­
mente establecidos para la transportación de materiales explosivos; asimismo, 
que no existe un límite para la cantidad de material explosivo a transportar, salvo 
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la capacidad que se establece al vehículo que la transporta y que cuenta con el 
permiso de la Secretaría de Comunicaciones y Transporte, circunstancias que 
incrementan el riesgo de accidentes. 

Por lo anterior, la Sedena, al no preveer las condiciones mínimas indispensables 
de control y vigilancia para llevar a cabo estos traslados, considerando los diver­
sos tipos de material explosivo, las cantidades a transportar, los vehículos que se 
utilizan, los horarios de mayor y menor afluencia vehicular, el número y densidad 
de poblaciones que se deben de cruzar, así como las condiciones de los caminos 
en zonas rurales o urbanas, reduce la posibilidad de establecer mecanismos de 
prevención y reacción ante accidentes por parte de las diversas instancias fede­
rales y locales de protección civil, tal como sucedió en el accidente que originó 
la radicación del presente expediente. 

De la misma forma, se observó que el personal de la Secretaría de la Defen­
sa Nacional adscrito a la 6/a. Zona Militar dejó de cumplir con las obligaciones 
que tiene encomendadas para la supervisión y control del material explosivo, 
ya que a pesar de reconocer que tuvo conocimiento de la transportación del ma­
terial desde el 7 de septiembre de 2007, mediante la solicitud de traslado reali­
zada por la empresa Explosivos Mexicanos ORICA, S. A. de C. V., consistente en 
la orden de embarque número 20543, no realizó la verificación de las condiciones 
en que se desarrollaría el mismo, pretendiendo justificar su actuación al referir 
que su autorización expresa se realizó de acuerdo con la normatividad consisten­
te en el permiso general número 81, sin embargo, esto sólo demuestra la falta 
de control que prevalece en las autorizaciones que realiza esa Secretaría, puesto 
que dicho permiso general fue expedido a favor de la empresa Fletes y Traspaleos, 
S. A. de C. V., pero no para la empresa Explosivos Mexicanos ORICA, S. A. de 
C. V., y aún así otorgó la autorización expresa a la orden de embarque. 

En este mismo sentido, para esta Comisión Nacional no pasa inadvertido que 
en la declaración ministerial rendida dentro de la indagatoria AP/PGR/COAH/MONC­
I-050/D/07, por el representante legal de la empresa transportista Fletes y Tras­
paleos, S. A. de C. V., ante Sedena, expresó que en los múltiples trámites que se 
han realizado ante esa Secretaría, desde la expedición del permiso general núme­
ro 81, no se emite una autorización formal en algún oficio específico, simplemente 
entregan a la zona militar respectiva una copia del itinerario y lo sellan de reci­
bido, y en este sentido se tiene por autorizado, declaración que coincide con la 
vertida ante el mismo agente encargado de la investigación ministerial por el re­
presentante legal del grupo ORICA, de la que destaca que la Sedena no realiza 
inspecciones una vez que le son notificadas los movimientos de material explo­
sivo y limita su actividad a sellar los itinerarios respetivos, circunstancia que agra­
va la omisión de esa Secretaría, ya que además de que no supervisa los traslados 
de material explosivo, no informa a su vez a las instancias de protección civil, 
tanto federales como locales, sobre los trayectos, a efecto de que se pudieran 
tomar las medidas necesarias para disminuir en lo posible el riesgo que implica 
para la población el manejo del material explosivo, tales como limitar las canti­
dades, los horarios y días de traslado del mismo. 

Por todo lo expuesto, esta Comisión Nacional pudo establecer que la Secreta­
ría de la Defensa Nacional dejo de cumplir con las obligaciones de control y vigi­
lancia que tiene encomendadas, de conformidad las facultades exclusivas pre­
vistas en los artículos 37, 42, 43 y 44 de la Ley Federal de Armas de Fuego y 
Explosivos, así como las normas de operación de los permisos generales expedi­
dos para efectuar actividades y operaciones industriales y comerciales con armas, 
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pa, nos referimos a los numerales 2 y 3 de las normas previstas en el permiso gene­
ral número 81, expedido a favor de la empresa Fletes y Traspaleos, S. A. de C. V. 

Por todo lo anterior, está Comisión Nacional considera que se violaron los dere­
chos a la legalidad y a la seguridad jurídica, cometidas en agravio de los habitantes 
del municipio de Nadadores, así como de las personas que el día 9 de septiem­
bre de 2007, aproximadamente a las 19:45 horas, transitaban por la carretera 
federal número 30, en el tramo del kilómetro 37+300 Nadadores-Sacramento, Coa-
huila, consagrados en los artículos 14, párrafo segundo, y 16, párrafo primero, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, así como 2.1 y 2.3 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, los cuales prevén los derechos de legalidad y se­
guridad jurídica, y que en términos generales establecen que todos los órganos 
del Estado son los primeros que deben cumplir con sus obligaciones, sujetando 
su actuar a lo que prescriba la ley aplicable, esto es, el derecho a la exacta apli­
cación de la ley. 

Asimismo, con su conducta los servidores públicos de la Sedena muy proba­
blemente incurrieron en conductas irregulares al incumplir las disposiciones jurí­
dicas relacionadas con el servicio público que tienen encomendado en forma 
exclusiva, tal y como lo señalan los artículos 7o. y 8o. de la Ley Federal de Res­
ponsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y 2o. y 3o. de la Ley de 
Disciplina del Ejército y Fuerza Aérea Mexicana. 

En virtud de lo anterior, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos for­
mula respetuosamente a usted, señor Secretario, las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. Se dé vista a la Inspección y Contraloría General del Ejército y Fuerza 
Aérea Mexicana, a fin de que se inicie el procedimiento administrativo de inves­
tigación correspondiente en contra del personal militar que intervino en los hechos  
materia de la presente Recomendación por las omisiones en que incurrieron, en 
términos de lo señalado en el capítulo de observaciones de esta Recomendación. 

SEGUNDA. Se giren las instrucciones correspondientes a la Dirección General de 
Registro Federal de Armas de Fuego y Explosivos para que se realicen las inspec­
ciones  físicas  necesarias  previas  a  la  autorización  de  transportación  de  materia­
les explosivos, a los itinerarios de transportación, así como a los permisos gene­
rales que en esta rama tenga vigentes esa Secretaría, con la finalidad de verificar 
y actualizar las disposiciones contenidas en dichos permisos generales, en cuan­
to al control y vigilancia de material explosivo. 

TERCERA. Se giren las instrucciones necesarias a las instancias competentes en 
esa Secretaría de la Defensa Nacional, para que se emita el marco normativo in­
dispensable  que  establezca  con  claridad  el  mecanismo  a  seguir  para  que  las  em­
presas que vendan, compren o transporten material explosivo cumplan con sus 
obligación, en especial la de dar aviso sobre cada traslado de los materiales que 
manejan, así como que se prevea puntualmente la forma de verificación física de 
cada trasportación de material explosivo, todo ello previamente a las autoriza­
ciones correspondientes. 

CUARTA. Se giren las instrucciones necesarias a las instancias competentes en 
esa Secretaría de la Defensa Nacional para que, de conformidad con las disposi-
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ciones que se contienen en los permisos generales que expiden para efectuar 
actividades y operaciones industriales y comerciales con armas, municiones, explo­
sivos, artificios y substancias químicas, establezcan rutas, horarios y días para la 
realización de transporte de materiales explosivos que minimicen los riesgos para 
la población y garanticen la inmediata reacción de los cuerpos especializados de 
auxilio, en caso de suscitarse accidentes como el que originó el presente expe­
diente. 

La presente Recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, apar­
tado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el 
carácter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de las dependencias administra­
tivas o cualesquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atri­
buciones, apliquen las sanciones conducentes y subsanen la irregularidad de que 
se trate. 

De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, solicito a usted que la respuesta sobre la 
aceptación de esta Recomendación, en su caso, se emita dentro del término de 
15 días hábiles siguientes a esta notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, solicito a usted que, en su ca­
so, las pruebas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación que se 
le dirige se envíen a esta Comisión Nacional dentro de un término de 15 días há­
biles siguientes a la fecha en que se haya concluido el plazo para informar sobre 
la aceptación de la misma. 

No se omite recordarle que la falta de presentación de pruebas dará lugar a 
que se interprete que la Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública esta 
circunstancia. 

Atentamente
 
El Presidente de la Comisión Nacional
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Recomendación 58/2008
 
Sobre el recurso de impugnación 

del señor Policarpio Pineda Baltazar 

SÍNteSIS: El 13 de julio de 2007 se recibió en esta Comisión Nacional el recurso de 
impugnación que presentó el señor Policarpio Pineda Baltazar ante la Comisión 
de Defensa de los Derechos Humanos del Estado de Guerrero, en contra del incum­
plimiento de la Recomendación 019/2005, por parte del Presidente Municipal Cons­
titucional de Acapulco de Juárez, Guerrero. 

Del análisis lógico-jurídico de las constancias que integran el expediente 2007/ 271/ 
5/RI se desprende que los días 20 de abril y 5 de octubre de 2004, el Director de Mer­
cados del municipio de Acapulco de Juárez, Guerrero, expidió las circulares 14 y 23, 
respectivamente, mediante las cuales informó a los locatarios del tianguis turístico 
La Diana que se les concedían 72 horas para que retiraran las estructuras o mercan­
cía que obstruyera pasillos o invadiera áreas verdes y jardineras de ese mercado, o 
de lo contrario “se tomarían medidas drásticas”. 

El hoy recurrente presentó una demanda ante el Tribunal de lo Contencioso Ad­
ministrativo del estado de Guerrero contra lo dispuesto en dichas circulares, por lo 
cual se inició el expediente TCA/SRA/II/2920/2004, y el 7 de octubre de 2004 se con­
cedió la suspensión al actor, que le fue notificada al Presidente Municipal y Director 
de Mercados, ambos del municipio de Acapulco, el 13 de octubre de 2004, no obs­
tante lo cual, el primero de diciembre de 2004, el Director de Mercados del municipio 
de Acapulco realizó un operativo en ese tianguis turístico, con motivo del cual se re­
tiraron mercancías de los locales del señor Pineda Baltazar, por lo que éste ya no las 
pudo recuperar. 

El 22 de diciembre de 2004, el señor Policarpio Pineda Baltazar presentó una que­
ja ante la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos del Estado de Guerrero por 
las conductas antes mencionadas, iniciándose el expediente CODDEHUM-CRA/ 009/ 
2005-IV. El 3 de mayo de 2005 la Comisión Estatal, previa investigación de los hechos, 
dirigió al Presidente Municipal de Acapulco, Guerrero, la Recomendación 019/2005, 
la cual fue aceptada por la autoridad municipal pero no se cumplió en su totalidad. 

Al respecto, esta Comisión Nacional integró el expediente de impugnación, como 
resultado de lo cual concluyó que se vulneraron, en perjuicio del agraviado, sus Dere­
chos Humanos a la legalidad, a la seguridad jurídica y a un debido proceso, con motivo 
del operativo efectuado el primero de diciembre de 2004 en el tianguis turístico La 
Diana. 

En consecuencia, el 28 de noviembre de 2008 esta Comisión Nacional emitió la 
Recomendación 58/2008, dirigida al Ayuntamiento Constitucional de Acapulco de 
Juárez, Guerrero, a fin de que gire sus instrucciones a quien corresponda para que 
a la brevedad se dé cumplimiento en todos sus términos a la Recomendación 019/ 
2005, emitida por la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos del Estado de 
Guerrero el 3 de mayo de 2005 y se informe a esta Comisión de su cumplimiento. 
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México, D. F., 28 de noviembre de 20008 

Sobre el recurso de impugnación del señor Policarpio Pineda Baltazar 

H. Ayuntamiento Constitucional de Acapulco de Juárez, Guerrero 

Distinguidos señores: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., último párra­
fo; 6o., fracciones IV y V; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 55; 61; 62; 63; 64; 65, y 66, inciso d), de 
la Ley de esta Comisión Nacional, en relación con los diversos 159, fracción III; 160; 162; 167; 168, 
y 170, de su Reglamento Interno, ha examinado los elementos contenidos en el expediente 2007/ 
271/5/RI, relacionados con el recurso de impugnación interpuesto por el señor Policarpio Pineda 
Baltazar, y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

A.  El 22 de diciembre de 2004, el señor Policarpio Pineda Baltazar presentó una 
queja ante la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos del Estado de Gue­
rrero, en la que señaló que los días 20 de abril y 5 de octubre de 2004, el Direc­
tor de Mercados del municipio de Acapulco de Juárez, Guerrero, expidió las circu­
lares 14 y 23, respectivamente, mediante las cuales informó a los locatarios del 
tianguis turístico La Diana que se les concedían 72 horas para que retiraran las 
estructuras o mercancía que obstruyera pasillos o invadiera áreas verdes y jardi­
neras de ese mercado, o de lo contrario “se tomarían medidas drásticas”. 

Asimismo, el hoy recurrente presentó una demanda ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo del estado de Guerrero contra lo dispuesto en dichas 
circulares, por lo cual se inició el expediente TCA/SRA/II/2920/2004, y el 7 de 
octubre de 2004 se concedió la suspensión al actor, que les fue notificada al Pre­
sidente Municipal y al Director de Mercados, ambos del municipio de Acapulco, 
el día 13 de octubre de 2004, no obstante lo cual, el 1 de diciembre de 2004 el 
Director de Mercados del municipio de Acapulco realizó un operativo en ese tian­
guis turístico, con motivo del cual se retiraron mercancías de los locales del señor 
Pineda Baltazar, por lo que éste ya no las pudo recuperar. 

B.  La Comisión Estatal inició el expediente CODDEHUM-CRA/009/2005-IV, y para  
su integración solicitó al Presidente Municipal de Acapulco un informe sobre los 
hechos motivo de la queja y acompañó copia de la misma. 

Una vez integrado el expediente, la Comisión de Defensa de los Derechos Hu­
manos del Estado de Guerrero estimó violados los Derechos Humanos a la lega­
lidad, a la seguridad jurídica, a la audiencia y a la defensa, en agravio del señor 
Policarpio Pineda Baltazar, por lo que el 3 de mayo de 2005 dirigió al Presidente 
Municipal Constitucional de Acapulco de Juárez la Recomendación 019/2005, 
consistente en lo siguiente: 

PRIMERA. Se le recomienda respetuosamente a usted, C. Presidente Muni­
cipal Constitucional de Acapulco de Juárez, Guerrero, gire sus apreciables 
instrucciones a quien corresponda, a efecto de que se inicie el procedimien-
to  administrativo que establece la Ley de Responsabilidades de los Servidores  
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Públicos del estado, en contra del C. Lic. FRANCISCO JAVIER LAREQUI RADI­
LLA, Secretario General de ese H. Ayuntamiento Municipal, por haber incu­
rrido en ejercicio indebido de sus funciones, en contra de los quejosos CC. 
POLICARPIO PINEDA BALTAZAR, ABDÓN MARTÍNEZ CRUZ y OTROS, al haber 
omitido llevar a cabo un procedimiento en donde se concediera la garantía 
de audiencia antes de violentar los derechos de los quejosos; además, por 
haber dado instrucciones para llevar a cabo el retiro de los techos de los lo­
cales del tianguis turístico La Diana, sin documento legal alguno que acre­
ditara su actuación durante los operativos de fechas 1 y 23 de diciembre 
del 2004, imponiéndole la sanción que legalmente corresponda, debiendo 
quedar registrada la presente resolución en su expediente personal como 
antecedente de su conducta. 

SEGUNDA. Asimismo, se le recomienda atentamente gire sus apreciables 
instrucciones a quien corresponda a efecto de que se inicie el procedimiento 
administrativo que establece la Ley de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos del estado, en contra de los CC. Prof. JESÚS GÓMEZ SALGADO, Di­
rector de Mercados; licenciada ROSA MARÍA GÓMEZ SAAVEDRA, Coordi­
nadora de Servicios Públicos; ANTONIO VALENZUELA VALDEZ, Secretario de 
Protección y Vialidad; Ing. ORLANDO SOBERANIS VARGAS, Secretario de De­
sarrollo Urbano; Lic. URIEL LEAL RAMÍREZ, Director de Vía Pública; Arq. BAL­
DEMAR MÉNDEZ VEGA, Director de Obras Públicas y Ecología; Lic. FEDERI­
CO MIRANDA CASTAÑEDA, Director de Gobernación; Lic. ESTEBAN CELIS 
GONZÁLEZ; Director de Contraloría; Ing. OTILIA HINOJOSA LOZA, Directo­
ra de Saneamiento Básico; Lic. SABÁS DE LA ROSA CAMACHO, Director de 
Protección Civil; Ing. JOSÉ LUIS CASTELLANOS GÓMEZ, Director de Alumbra­
do Público; licenciado HUGO FERNANDO GONZÁLEZ GARCÍA, Director de 
Áreas Verdes y ROBERTO ABIZAID GRACIAN, Director de Seguridad Pública 
Municipal, así como del personal a su mando; por haber incurrido en ejer­
cicio indebido de sus funciones al haber participado en los operativos efec­
tuados los días 1 y 23 de diciembre del 2004, sin que existiera mandamiento 
de autoridad competente, ni sustento legal alguno que acreditara su actua­
ción, imponiéndoles la sanción que legalmente corresponda, debiendo que­
dar registrada la presente resolución en sus expedientes personales como 
antecedente de su conducta. 

TERCERA. De igual forma, se le recomienda instruya a quien corresponda 
para que se ordene, se cuantifique y realice el pago por concepto de indem­
nización que resulte procedente a favor de cada uno de los quejosos, en 
términos de las consideraciones planteadas en el cuerpo del presente do­
cumento. 

C.  El 2 de mayo de 2007, el Director General de Asuntos Jurídicos del municipio 
de Acapulco informó a la Comisión Estatal que la Recomendación 019/2005 fue 
“aceptada en su totalidad en los términos propuestos”. 

No obstante, añadió que para proceder a la indemnización y por carecer el 
Ayuntamiento de facultad para realizar un peritaje de los “daños y perjuicios”, 
era necesario que el quejoso iniciara un procedimiento civil. 

D.  Atento a la manifestación referida en el párrafo que antecede, el 28 de junio 
de 2007 el señor Policarpio Pineda Baltazar presentó un recurso de impugnación 
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por el incumplimiento de la Recomendación 019/2005, ante la Comisión Estatal, 
la cual lo remitió a esta Comisión Nacional, en donde se recibió el 13 de julio de 
2007. 

E. Por lo anterior se inició el expediente 2007/271/5/RI, y para su integración 
esta Comisión Nacional solicitó informes al Presidente Municipal de Acapulco 
sobre las acciones que se hubieran llevado a cabo para el cumplimiento de la Re­
comendación 019/2005, obsequiándose en su momento la respuesta correspon­
diente, cuya valoración se precisa en el capítulo de observaciones del presente 
documento. 

II. EVIDENCIAS 

En el presente caso las constituyen: 

A. El escrito de impugnación del 28 de junio de 2007, presentado por el señor 
Policarpio Pineda Baltazar, recibido en esta Comisión Nacional el 13 de julio del 
mismo año. 

B. La copia certificada del expediente de queja CODDEHUM-CRA/009/2005-IV, 
de cuyo contenido destaca lo siguiente: 

1.  Las circulares 14 y 23, de los días 20 de abril y 5 de octubre de 2004, respec­
tivamente, expedidas por el Director de Mercados del municipio de Acapulco de 
Juárez, Guerrero. 

2.  El acuerdo del 7 de octubre de 2004, suscrito por la magistrada de la Segun­
da Sala  Regional  Acapulco,  del  Tribunal  de  lo  Contencioso  Administrativo  del  es
tado de Guerrero, mediante el cual concede  suspensión  al quejoso en el expedien­
te TCA/SRA/II/2920/2004, para evitar ocasionarle un daño de difícil o imposible 
reparación respecto de la aplicación de las circulares mencionadas en el punto 
anterior. 

3.  El oficio 7597, del 11 de octubre de 2004, suscrito por la actuaria de la Segun­
da Sala  Regional  Acapulco,  del  Tribunal  de  lo  Contencioso  Administrativo  del  es
tado de Guerrero, mediante el cual se notificó la suspensión concedida al Presiden­
te Municipal y al Director de Mercados del municipio de Acapulco, Guerrero. 

4.  La  Recomendación  019/2005,  del  3  de  mayo  de  2005,  emitida  por  la  Comisión 
de  Defensa de los Derechos Humanos del Estado de Guerrero, dirigida al Presiden­
te Municipal Constitucional de Acapulco de Juárez, Guerrero. 

5.  El oficio DAJP-6/058/2007, del 25 de abril de 2007, a través del cual el Direc­
tor  General  de  Asuntos  Jurídicos  del  municipio  referido  señaló  a  la  Comisión  Local 
la aceptación total de los puntos de la Recomendación 019/2005, pero agregó 
que para dar cumplimiento a la indemnización era necesario que el quejoso ini­
ciara un procedimiento civil. 

C.  La copia simple del auto emitido el 7 de julio de 2006 por el Juez Primero de 
Primera Instancia en Materia Penal del Distrito Judicial de Tabares, Guerrero, en 

­

­
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la causa penal 96-2/2006, mediante el cual se resolvió la orden de aprehensión 
solicitada por el agente del Ministerio Público instructor. 

D. La copia simple de la sentencia del toca penal VIII-1063/2006, de fecha 5 de 
diciembre de 2006, emitida por la Segunda Sala Penal del Tribunal Superior de Jus­
ticia del estado de Guerrero, a través de la cual se resolvió el recurso de apelación 
interpuesto por el Secretario General del Ayuntamiento contra el auto de formal 
prisión que le fue dictado en la causa penal 96-2/2006. 

E. El oficio DAJP-6/008/2008, del 31 de enero de 2008, mediante el cual el en­
cargado del despacho de la Dirección General de Asuntos Jurídicos del municipio 
de Acapulco de Juárez, Guerrero, dio respuesta a la solicitud de información de 
esta Comisión Nacional. 

F. El oficio PM/541/2008, del 12 de junio de 2008, suscrito por el Presidente 
Municipal de Acapulco de Juárez, Guerrero, en el cual dio respuesta a esta Comi­
sión Nacional sobre el pago de la indemnización que le fue recomendada. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El señor Policarpio Pineda Baltazar presentó una demanda ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo del estado de Guerrero, en contra de las circulares 
14 y 23, emitidas por el Director de Mercados del municipio de Acapulco, Gue­
rrero, en las que les daba 72 horas a los locatarios del tianguis turístico La Diana 
para que retiraran las estructuras o mercancía que obstruyera los pasillos o áreas 
verdes de ese mercado, e indicaba que de no hacerlo se tomarían medidas drás­
ticas, por lo que se inició el expediente TCA/SRA/II/2920/2004. 

El Tribunal de lo Contencioso Administrativo del estado de Guerrero le conce­
dió al señor Policarpio Pineda Baltazar una suspensión para evitar ocasionarle un 
daño de difícil o imposible reparación respecto de la aplicación de ambas circu­
lares, la cual se notificó el 13 de octubre de 2004 a las autoridades señaladas 
como responsables, que fueron, el Presidente Municipal y el Director de Mercados  
del municipio de Acapulco. 

El 1 de diciembre de 2004, el Director de Mercados del municipio de Acapulco  
y otras autoridades municipales realizaron un operativo en el mencionado tian guis  
turístico La Diana, en el que se afectaron mercancías del señor Pineda Baltazar, 
sin que se hubiese llevado a cabo un procedimiento previo y estando vigente la 
suspensión concedida. 

El señor Policarpio Pineda Baltazar presentó una denuncia ante el Agente del 
Ministerio Público por la conducta del Secretario General del Ayuntamiento, el Di­
rector de Mercados y otras autoridades municipales. 

De igual manera, el agraviado presentó una queja por los hechos ocurridos el 
1 de diciembre de 2004 ante la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos 
del Estado de Guerrero, la cual emitió la Recomendación 019/2005 el 3 de ma­
yo de 2005. 

La Presidencia Municipal de Acapulco, Guerrero, aceptó en sus términos la Re­
comendación 019/2005, pero expresó que no puede cumplir con lo relativo a la 
indemnización recomendada porque no se lo ha ordenado una autoridad judicial,  
por lo que el quejoso debe acudir a un procedimiento judicial civil. 
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El señor Policarpio Pineda Baltazar presentó un recurso de impugnación ante 
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos por falta de cumplimiento de la 
Recomendación 019/2005, que se resuelve en el presente documento, previa 
integración del expediente 2007/271/5/RI. 

IV. OBSERVACIONES 

Del estudio realizado al conjunto de las evidencias que integran el presente re­
curso, esta Comisión Nacional estimó que en el caso que se analiza se contó con 
elementos para determinar que el agravio expresado por el recurrente resultó 
procedente, al acreditar violaciones a los Derechos Humanos a la legalidad, a la 
seguridad jurídica y a un debido proceso, en perjuicio del señor Policarpio Pineda 
Baltazar, por parte de servidores públicos del municipio de Acapulco, Guerrero, 
en virtud de las siguientes consideraciones: 

Con motivo de la queja, el 3 de mayo de 2005 la Comisión Estatal dirigió al Pre­
sidente Municipal Constitucional de Acapulco de Juárez la Recomendación 019/ 
2005, por violaciones a los Derechos Humanos consistentes en que el operativo 
del 1 de diciembre de 2004 se llevó a cabo contraviniendo la suspensión conce­
dida al recurrente por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del estado de 
Guerrero, en relación con las circulares 14 y 23 del Director de Mercados del mu­
nicipio  de  Acapulco;  además,  porque  al  no  instruir  un  procedimiento  previo  al 
operativo no se respetaron las garantías de audiencia y defensa del quejoso es­
tablecidas  en  el  artículo  14  de  la  Constitución  Política  de  los  Estados  Unidos  Mexi
canos; de igual forma, se señaló que en el expediente de queja existían testimo­
nios de que efectivamente se había retirado mercancía de los locales, que el 
ahora recurrente no pudo recuperar. 

El 2 de mayo de 2007, el Director General de Asuntos Jurídicos del municipio 
de Acapulco informó que se habían aceptado en su totalidad los puntos reco­
mendados, pero que en cuanto a la indemnización era necesario que el quejoso 
iniciara un procedimiento civil, por lo que el señor Policarpio Pineda Baltazar inter­
puso el recurso de impugnación que da origen a la presente Recomendación. 

Para la integración del expediente de inconformidad, esta Comisión Nacional 
solicitó información al Presidente Municipal de Acapulco. En respuesta, el 28 de 
febrero  de  2008  se  recibió  un  informe  del  encargado  del  despacho  de  la  Dirección 
General de Asuntos Jurídicos del Municipio, en el que señaló que esta Comisión 
Nacional resultaba incompetente para conocer del asunto puesto que el recu­
rrente había presentado una querella contra los involucrados y que ya se había 
dictado una sentencia, por lo que el señor Pineda Baltazar debía estarse a esa 
resolución. 

Reiteró que para que el quejoso obtenga una reparación debe iniciar un pro­
cedimiento civil ante una autoridad judicial, puesto que ese municipio carece de 
facultades para realizar un peritaje de “daños y perjuicios”. 

De manera adicional, el 19 de junio de 2008 se recibió en este Organismo Na­
cional un informe del Presidente Municipal de Acapulco, en el que indicó que los 
servidores  públicos  contra  los  que  el  recurrente  se  querelló  fueron  exonerados  de 
los delitos de robo, abuso de autoridad y daños por la autoridad judicial penal, 
por lo que el Ayuntamiento de Acapulco de Juárez no tenía ninguna responsa­
bilidad para hacer la reparación de daños recomendada por la Comisión Estatal 
porque no se acreditaron ante el Juez Penal, y que por lo tanto se encontraba 
imposibilitado de hacer un pago al que no había sido condenado por autoridades  
judiciales. 
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Ahora bien, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos advierte que 
el 7 de octubre de 2004 el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del estado 
de Guerrero le concedió una suspensión al recurrente contra lo dispuesto en las 
circulares expedidas por el Director de Mercados del municipio, cuyo efecto, de 
acuerdo con el artículo 67 del Código de Procedimientos Contenciosos Adminis­
trativos del estado de Guerrero, es mantener las cosas en el estado en que se 
encuentren. Al respecto, el Tribunal de lo Contencioso fue preciso al señalar que 
el objeto de la suspensión era evitar las “medidas drásticas” que se iban a tomar 
respecto del quejoso y sus bienes. 

Obra constancia de que la suspensión le fue notificada tanto al Presidente Mu­
nicipal como al Director de Mercados, ambas autoridades del municipio de Aca­
pulco de Juárez, el 13 de octubre de 2004. 

Se advierte también que la suspensión estaba vigente en el momento en que 
se realizó el operativo en el tianguis turístico La Diana, de acuerdo con los datos 
del expediente integrado por la Comisión Estatal, en términos de lo dispuesto 
por el mismo artículo 67 del Código de Procedimientos Contenciosos Administra­
tivos del estado de Guerrero, que prevé que la suspensión estará vigente hasta 
en tanto no cause ejecutoria la sentencia pronunciada en el juicio. 

Por lo tanto, este Organismo Nacional pudo acreditar que al llevar a cabo el 
oper ativo del 1 de diciembre de 2004, el Director de Mercados del municipio de 
Acapulco violó la suspensión concedida al quejoso por el Tribunal de lo Conten­
cioso Administrativo. 

Asimismo,  que  la  autoridad  dispuso  y  realizó  el  operativo  del  1  de  diciembre  de 
2004 sin agotar un procedimiento previo en el que se notificara al quejoso de esa  
resolución, y se le diera oportunidad de defensa, se le recibieran pruebas y se re­
solviera el expediente, y aunque la autoridad refiere que el local y los bienes del  
recurrente se encontraban invadiendo la vía pública y el operativo se realizó por­
que su intervención le fue solicitada, los artículos 14, y 16, primer párrafo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, señalan que nadie puede  
ser privado de sus posesiones sino mediante procedimiento previo, y que tam poco  
pueden realizarse actos de molestia en dichas posesiones si no es mediante man
damiento escrito, fundado y motivado, emitido por la autoridad compet  ente. 

En lo relativo al retiro de las mercancías del quejoso por la autoridad, se obser­
va que en el toca penal VIII-1063/2006, enviado por el Director Jurídico del mu­
nicipio de Acapulco a esta Comisión Nacional, se encuentra la declaración como 
inculpados del Secretario General y del Director de Vía Pública del Ayuntamiento, 
quienes reconocieron que se intentó asegurar mercancía de los locales, pero por 
la oposición de los locatarios esa acción no se pudo llevar a cabo, por lo que su­
puestamente la misma se le entregó a una de las locatarias, para que ella a su 
vez se la entregara a sus dueños; asimismo, en sus declaraciones como testigos, 
el Presidente, el Secretario General y la Secretaria del Comité de Vigilancia del 
Consejo de Administración del tianguis turístico La Diana dijeron que les consta­
ba que la mercancía que se encontraba en los locales fue subida a una camione­
ta del Ayuntamiento, y que como una locataria le “pidió a la autoridad que ba­
jara la mercancía, haciéndose ella responsable de cuidarla y de entregársela a su 
dueño, fue que la autoridad accedió a hacerle entrega de la mercancía … y ella 
se hizo ayudar por otros compañeros locatarios para poderla colocar en bolsas 
y llevarla al kiosco”. 

De lo expuesto se desprende que la autoridad municipal que intervino en el ope­
rativo retiró las mercancías del quejoso, al tomarlas del lugar en el que se encon-
traban y las entregó después a una persona distinta del dueño, y sin que existiera  
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constancia fehaciente de que se hubieran restituido a éste, ocasionando pérdida 
de las mercancías en perjuicio del quejoso. 

Del análisis de las objeciones esgrimidas por la Presidencia Municipal de Aca­
pulco tanto a la Comisión Estatal como a esta Comisión Nacional, para no cum­
plir la Recomendación 019/2005, que aceptó, se desprende lo siguiente: 

La Presidencia Municipal señaló que los funcionarios denunciados por el recu­
rrente “fueron exonerados por los delitos de robo, abuso de autoridad y daños, 
por lo tanto es lógico que el H. Ayuntamiento de Acapulco de Juárez, no tiene 
ninguna responsabilidad para hacer la reparación de daños”. 

Al respecto se observa que, en principio, los procedimientos que llevan a cabo 
los organismos protectores de Derechos Humanos y los de otras materias son 
independientes, tal como lo dispone el artículo 32 de la Ley de la Comisión Na­
cional de los Derechos Humanos, que indica que los procedimientos ante este 
Organismo Nacional no afectan el ejercicio de otros derechos y medios de de­
fensa que puedan corresponder a los afectados conforme a las leyes. 

En cuanto al procedimiento penal, se advierte que fue hasta el recurso de ape­
lación  en  que  la  Sala  Penal  dictó  auto  de  libertad  por  falta  de  elementos  para  pro
cesar, únicamente respecto del Secretario General del Ayuntamiento y debido a 
que el agraviado careció de legitimación para querellarse del delito de daños, por 
no haber acreditado fehacientemente ser el propietario del local de donde se 
desprendieron las estructuras. 

Ahora  bien,  durante  el  proceso  penal  el  Juez  lo  único  que  determinó  en  relación 
con el Director de Mercados fue que “si bien en autos se advierte que JESÚS GÓ­
MEZ SALGADO manifiesta haber participado de los hechos en su calidad de Di­
rector de Mercados, sin embargo, en contra de éste, el Ministerio Público Inves­
tigador no ejercitó acción penal sino en contra de JESÚS SALGADO GÓMEZ”. 

Esto es, que la autoridad judicial penal en ningún momento entró al estudio 
del fondo del asunto, y por lo mismo no quedó desvirtuada la existencia de los 
hechos de la queja que dieron motivo a la Recomendación de la Comisión Estatal,  
ni mucho menos se pronunció en el sentido de reconocer la inocencia de los im­
plicados; por el contrario, se observa que esos hechos fueron, inclusive, considera­
dos  suficientes  en  el  momento  procesal  oportuno  para  consignar  una  averiguación 
previa y para dictar un auto de formal prisión, que si bien fue revocado en ape­
lación,  esto  se  debió  a  la  falta  de  acreditación  de  requisitos  en  la  persona  del  pa
siv o y no a que se hubiera declarado en vía judicial la legalidad de la conducta 
de la autoridad. 

Por lo que hace a las conductas del Director de Mercados del municipio de 
Acapulco, violar la suspensión que le fue notificada por el Tribunal de lo Conten­
cioso  Administrativo  del  estado  de  Guerrero  e  instrumentar  un  operativo  sin  ago
tar un procedimiento previo, no ha sido objeto de procedimiento judicial alguno 
en el que pudiera ser exonerado. 

Por lo cual, las conductas violatorias de Derechos Humanos que dieron origen 
a la Recomendación 019/2005, y que motivan la presente Recomendación, no 
han sido valoradas por ninguna autoridad judicial y, en consecuencia, el asunto 
que se resuelve en este documento no ha sido objeto de las determinaciones de 
carácter jurisdiccional que alega la Presidencia Municipal de Acapulco, las cuales, 
en todo caso, carecen del alcance que se pretende aducir. 

Ahora bien, por lo que hace a la objeción de la Presidencia Municipal de Aca­
pulco, en el sentido de que el Ayuntamiento carece de facultades para realizar 
un peritaje de daños y perjuicios, por lo que el quejoso debe iniciar un procedi-
miento civil, se observa que la Recomendación que se le formuló a la Presidencia 
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Municipal, y que ésta aceptó, se refiere al pago de una “indemnización”, y no a 
una condena de daños y perjuicios, como sería el caso de una sentencia civil, por 
lo que toda vez que la autoridad aceptó en sus términos y, en consecuencia, se 
obligó al cumplimiento de la Recomendación 019/2005, está obligada a llevar a 
cabo todas las acciones necesarias para su cumplimiento. 

Al respecto, se observa que la legislación local contempla diversas vías para que  
el Ayuntamiento de Acapulco atienda el compromiso que contrajo al aceptar la 
Recomendación, respecto de las cuales puede optar, de conformidad con sus atri­
buciones. De manera enunciativa, se encuentra que puede hacer suya la cuan­
tificación elaborada por un perito y que obra agregada a la averiguación previa 
TAB/3a./I/0422/2005-5; asimismo, puede ocurrir a solicitar la intervención judi­
cial para lograr la cuantificación de la afectación patrimonial mediante la inter­
vención de un perito particular, o para convenir con el afectado la designación 
de común acuerdo de un perito valuador. 

Con lo anterior, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos aprecia que,  
con motivo de los hechos ocurridos el 1 de diciembre de 2004, las autoridades 
del municipio de Acapulco de Juárez, en particular el Director de Mercados, vul­
neraron los Derechos Humanos del señor Policarpio Pineda Baltazar a la legalidad,  
a la seguridad jurídica y a un debido proceso, previstos en los artículos 14, segun­
do párrafo, y 16, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, que establecen que nadie puede ser privado de sus posesiones sino 
mediante procedimiento en el que se cumplan las formalidades esenciales del 
mismo, y que nadie puede ser molestado en dichas posesiones sino en virtud  
de  mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la cau­
sa legal del procedimiento. 

Asimismo, se violentó  lo  dispuesto en los  artículos 14.1 del  Pacto Internacional  
de Derechos Civiles y Políticos, 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos y X de la Declaración Universal de Derechos Humanos, que establecen, 
en términos generales, que toda persona tiene derecho a ser oída, de manera pú­
blica y con las debidas garantías, para la determinación de sus derechos y obli­
gaciones. 

Por lo tanto, los servidores públicos de la Presidencia Municipal de Acapulco, 
con su conducta, muy probablemente pudieron violar lo dispuesto por el artícu­
lo 46, fracciones I y XXI, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos  
del Estado de Guerrero, que señalan que todo servidor público de ese estado 
tiene la obligación de abstenerse de cualquier acto que implique abuso de su car­
go, o que implique incumplimiento de cualquier disposición jurídica relacionada 
con el servicio público. 

La Recomendación de indemnizar al recurrente encuentra sustento en los ar­
tículos 1 y 63.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que se­
ñalan respectivamente la obligación de los Estados de respetar y garantizar el 
libre ejercicio de los derechos y libertades reconocidos por la Convención, y que 
cuando  la  Corte  Interamericana  de  Derechos  Humanos  decida  que  hubo  violación 
de un derecho o libertad protegidos en esa Convención, dispondrá el pago de 
una justa indemnización a la parte lesionada; así como en la jurisprudencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos siguiente: Caso Caballero Delgado 
y  Santana,  del  8  de  diciembre  de  1995,  Colombia.  Serie  C  No.  22,  párrafo  58,  en 
la que se refiere que para garantizar plenamente los derechos reconocidos por la  
Convención no es suficiente que el gobierno emprenda una investigación y trate 
de sancionar a los culpables, sino que es necesario, además, que toda esta acti-
vidad  del  gobierno  culmine  con  la  reparación  a  la  parte  lesionada;  Caso  Velásquez 
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Rodríguez, del 17 de agosto de 1990, Serie C No. 9, párrafo 27, Interpretación de 
la Sentencia de Indemnización Compensatoria, que indica que en casos de viola­
ción de Derechos Humanos, cuando no es posible la restitución total de la situación 
lesionada, es procedente el pago de una justa indemnización en términos lo su­
ficientemente amplios para compensar, en la medida de lo posible, la pérdida 
sufrida. 

En consecuencia, esta Comisión Nacional observa que la Comisión de Defensa 
de los Derechos Humanos del Estado de Guerrero tuvo fundamento para reco­
mendar que se investigaran las responsabilidades administrativas que resultaran 
y que se indemnizara al quejoso por el daño causado con motivo de la actuación 
irregular de los servidores públicos municipales, en atención a la afectación pa­
trimonial que le fue causada por su conducta irregular. 

La propia Presidencia Municipal de Acapulco admitió la participación de las au­
toridades municipales en los hechos y su responsabilidad en los mismos, al acep­
tar la Recomendación 019/2005 “en su totalidad en los términos propuestos”. 

Por lo tanto, el hecho de que después de la aceptación plena de la Recomen­
dación la autoridad municipal de Acapulco pretenda incumplirla, diciendo que 
no es una autoridad judicial la que le está ordenando el cumplimiento de pago 
de indemnización, deviene en la inobservancia de lo dispuesto por el segundo 
párrafo del artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, y constituye una actitud de menosprecio hacia el Sistema No Jurisdiccio­
nal de Protección de los Derechos Humanos, consagrado por el artículo 102, apar­
tado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y de falta 
de reconocimiento de la competencia tanto de la Comisión Estatal como de esta 
Comisión Nacional. 

En consecuencia, esta Comisión Nacional, con fundamento en el artículo 66, 
inciso d), de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, declara in­
suficiente el cumplimiento de la Recomendación 019/2005, emitida por la Co­
misión de Defensa de los Derechos Humanos del Estado de Guerrero, y por ello 
se permite formular respetuosamente a ustedes, señores miembros del H. Ayun­
tamiento Constitucional de Acapulco de Juárez, Guerrero, como superiores jerár­
quicos del Presidente Municipal Constitucional de ese municipio, la siguiente: 

V. RECOMENDACIÓN 

ÚNICA. Se sirvan girar sus instrucciones a quien corresponda para que a la bre­
vedad se dé cumplimiento en todos sus términos a la Recomendación 019/2005, 
emitida por la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos del Estado de Gue­
rrero el 3 de mayo de 2005, y se informe a esta Comisión de su cumplimiento. 

La presente Recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, apar­
tado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el 
carácter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de dependencias administrativas 
o cualesquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atribucio­
nes,  apliquen  las  sanciones  conducentes  y  se  subsane  la  irregularidad  cometida. 

De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, se solicita que la respuesta sobre la acepta-
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ción de esta Recomendación se envíe a esta Comisión Nacional dentro del tér­
mino de 15 días hábiles siguientes a esta notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, se requiere que, en su caso, las 
pruebas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación se envíen a es­
ta Comisión Nacional dentro de un término de 15 días hábiles siguientes a la fecha 
en que se haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la pre­
sente Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública esta circunstancia. 

Atentamente
 
El Presidente de la Comisión Nacional
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Recomendación 59/2008
 
Caso de los señores Gamaliel López Candanosa 

y Gerardo Paredes Pérez, reportero 
y camarógrafo de TV Azteca Noreste 

SÍNteSIS: El 14 de mayo de 2007 esta Comisión Nacional tuvo conocimiento, a tra­
vés de notas periodísticas, de la ausencia injustificada de los señores Gamaliel López 
Candanosa y Gerardo Paredes Pérez, reportero y camarógrafo, respectivamente, de 
TV Azteca Noreste, ocurrida el jueves 10 de mayo de 2007, cuando se dejó de tener 
comunicación con ellos al cubrir una orden de trabajo en la zona metropolitana de 
Monterrey, en esa entidad federativa, por lo que el Ministerio Público en esa locali­
dad  inició  las  investigaciones  correspondientes  abriendo  la  indagatoria  35/2007-I-1. 

Considerando que los hechos materia de la queja revisten especial gravedad, in­
ciden en la opinión pública nacional y por su naturaleza trascienden el interés del 
estado de Nuevo León, se determinó ejercer la facultad de atracción en el caso, 
abriendo de oficio el expediente 2007/2084/5/Q. 

Esta Comisión Nacional consideró acreditadas conductas y omisiones violatorias 
a los Derechos Humanos de los señores Gamaliel López Candanosa y Gerardo Pare­
des Pérez, por parte de servidores públicos adscritos a la Procuraduría General de 
Justicia del Estado de Nuevo León. 

Lo anterior en virtud del análisis realizado a la averiguación previa 35/2007-I-1, 
en donde se observó que los Agentes del Ministerio Público Investigador Especiali­
zados en Delitos contra la Vida y la Integridad Física, encargados de la integración 
de la indagatoria, incurrieron en severas dilaciones y omitieron practicar diligencias 
esenciales para la integración de toda investigación ministerial. 

Con tal conducta se incurrió en violación a los derechos fundamentales al acceso 
a la justicia, a la legalidad y a la seguridad jurídica, así como a la debida procuración 
de  justicia,  actualizada  por  omisión,  toda  vez  que  el  Representante  Social  omitió  efec
tuar  diversas  diligencias  para  el  esclarecimiento  de  los  hechos,  considerando  que  exis
tía el indicio de amenazas previas en contra de uno de los reporteros agraviados, lo 
anterior de conformidad con lo previsto en los artículos 14; 22, fracciones I, III y IV, 
y 23, fracciones VII, IX y X, de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia 
del Estado de Nuevo León, que en términos generales señalan las formalidades que 
el Ministerio Público debe observar en la investigación y persecución de los delitos, 
realizando las acciones correspondientes para velar por la legalidad y por el respeto 
a los Derechos Humanos en la esfera de su competencia, así como procurar la pron­
ta, completa e imparcial impartición de justicia. 

De igual forma, esta Comisión Nacional considera que se transgredieron en perjui­
cio de los familiares de los agraviados los derechos a la legalidad y a la seguridad  ju­ 
rídica,  así  como  al  acceso  a  la  justicia,  consagrados  en  los  artículos  14,  párrafo  segun
do; 16, primer párrafo; 17, segundo párrafo; 20, apartado B, fracciones I, II, párrafos  
primero y segundo, III, y 21, párrafo primero, de la Constitución Política de los Esta­
dos Unidos Mexicanos, así como 1o.; 3o., y 6o., incisos a), c) y d), de la Declaración 
sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Victimas de Delitos y del Abu so  
de Poder, que disponen en esencia que toda persona tiene derecho a la exacta apli­
cación de la ley, a que se le administre justicia, al esclarecimiento de los delitos co­
metidos en su agravio, así como que se proteja a las víctimas u ofendidos de esos 
ilícitos. 

En consecuencia, este Organismo Nacional, el 28 de noviembre de 2008, emitió 
la Recomendación 59/2008, dirigida al Gobernador Constitucional del estado de Nue-
vo León, señalando fundamentalmente los siguientes puntos: 

­
­

­
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Se giren instrucciones al Procurador General de Justicia del estado para que se 
instruya al Agente del Ministerio Público correspondiente a fin de que se inicie, con­
tinúe o agote las líneas de investigación que no se atendieron en la integración de 
la averiguación previa 35/2007-I-1, considerando los elementos descritos en la pre­
sente Recomendación, para continuar con la investigación y, en su oportunidad, 
determinarla conforme a la ley. 

Se giren instrucciones para que se dé vista a la Contraloría Interna del Gobierno 
del estado de Nuevo León, a efecto de que se inicie el procedimiento administrativo 
correspondiente en contra de los servidores públicos de la Procuraduría General de 
Justicia de esa entidad federativa, que participaron en la investigación relacionada 
con la averiguación previa 35/2007-I-1. 

Se giren instrucciones para que los servidores públicos de la Procuraduría Gene­
ral de Justicia del Estado de Nuevo León, en todos sus niveles, durante el desempeño 
de sus actividades, circunscriban su actuación a los términos de ley, como garantía de 
no repetición en lo futuro de los hechos motivo de la presente Recomendación. 

México, D. F., 28 de noviembre de 2008 

Caso de los señores Gamaliel López Candanosa y Gerardo Paredes Pérez,  

reportero y camarógrafo de TV Azteca Noreste
 

Lic. José Natividad González Parás,
 
Gobernador Constitucional del estado de Nuevo León
 

Distinguido señor Gobernador: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en los artículos 102, apartado B, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., párrafo tercero; 6o., fracciones 
I, II y III; 15, fracción VII; 42; 44; 46, y 51, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Huma­
nos, así como 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 136 de su Reglamento Interno, ha examinado los 
elementos contenidos en el expediente 2007/2084/5/Q, relacionados con la queja iniciada de oficio 
por presuntas violaciones a los Derechos Humanos de los señores Gamaliel López Candanosa y Ge­
rardo Paredes Pérez, y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

A.  El 14 de mayo de 2007 se tiene conocimiento, a través de notas periodísticas, 
de la ausencia injustificada de los señores Gamaliel López Candanosa y Gerardo 
Paredes Pérez, reportero y camarógrafo, respectivamente, de TV Azteca Noreste,  
ocurrida el jueves 10 de mayo de 2007, cuando se dejó de tener comunicación 
con ellos al cubrir una orden de trabajo en la zona metropolitana de Monterrey, 
en esa entidad federativa. En las referidas notas periodísticas se señala que el 
Ministerio Público en esa localidad había iniciado las investigaciones correspon­
dientes. 

B.  El 14 y 15 de mayo de 2007, personal de esta Comisión Nacional establece 
comunicación, vía telefónica, con el Coordinador de Comunicación Social de la 
Subprocuraduría del Ministerio Público de la Procuraduría General de Justicia del 
Estado de Nuevo León, quien manifestó que en esa dependencia se inició la averi-
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guación previa 35/2007-I-1, con motivo de la denuncia presentada por los fami­
liares del señor Gamaliel López Candanosa, debido a su ausencia injustificada. 

C. Considerando que los hechos materia de la queja revisten especial gravedad, 
inciden en la opinión pública nacional y por su naturaleza trascienden el interés del 
estado de Nuevo León, se determinó ejercer la facultad de atracción en el caso. 

D. Con motivo de los sucesos en cita, se inició el expediente de queja 2007/ 
2084/5/Q y se solicitó, en diversos momentos, la información correspondiente 
a la Procuraduría General de Justicia del Estado de Nuevo León, que fue propor­
cionada en su oportunidad. 

II. EVIDENCIAS 

En este caso las constituyen: 

A.  La copia de diversas notas periodísticas publicadas el 14 de mayo de 2007, 
en los diarios El Universal, La Jornada y Milenio. 

B.  Las actas circunstanciadas de 14 y 15 de mayo de 2007, mediante las cuales 
personal de esta Comisión Nacional hace constar que sostuvo comunicación con 
el Coordinador de Comunicación Social de la Subprocuraduría del Ministerio  
Público de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Nuevo León, quien 
señaló que el 14 de mayo de 2007 fue radicada en esa Subprocuraduría la ave­
riguación previa 35/2007-I-1, que se inició por la denuncia efectuada por los 
familiares de los citados comunicadores, con motivo de su ausencia. 

C.  El informe que rinde el Agente del Ministerio Público Investigador Especializa­
do en Delitos Cometidos contra la Vida y la Integridad Física Número Uno, conte­
nido  en  el  diverso  715-2007,  del  28  de  septiembre  de  2007,  en  el  cual  se  precisan 
las actuaciones para la integración de la averiguación previa 35/2007-I-1. 

D.  El acta circunstanciada del 4 de diciembre de 2007, mediante la cual perso­
nal de esta Comisión Nacional hace constar que el 23 de noviembre de ese año, 
al efectuar en las instalaciones de la Procuraduría General de Justicia del esta­
do de Nuevo León una consulta a las constancias que conforman la averiguación 
previa 35/2007-I-1, se verificó que la última actuación es el oficio 397, del 8 de 
junio de 2007, mediante el cual el Agente del Ministerio Público encargado de su  
integración remite a la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Nuevo León 
copia certificada de ésta. 

E.  El informe recibido el 9 de julio de 2008 en esta Comisión Nacional, rendido 
por el Agente del Ministerio Público Investigador Especializado en Delitos Come­
tidos contra la Vida y la Integridad Física Número Uno, encargado de la integra­
ción de la indagatoria 35/2007-I-1, contenido en el oficio 497/2008, del 13 de 
junio de 2008, del cual destaca que no se cuenta con mayores elementos para 
dar con el paradero de los agraviados; que se ha continuado con la investigación, 
indagando el robo del vehículo en que se transportaban los comunicadores; asi­
mismo, que el 29 de mayo de 2008 se solicitó la colaboración a diferentes ins-
tancias de los Gobiernos de los 31 estados de la República Mexicana y el Distrito 
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Federal para establecer si cuentan con algún indicio para la localización de los 
periodistas, así como del referido vehículo. 

F. El oficio 1069/2008, recibido en esta Comisión Nacional el 23 de julio de 2008, 
mediante el cual el Visitador General de la Procuraduría General de Justicia del 
Estado de Nuevo León turnó copia certificada de la averiguación previa 35/2007­
I-1, de la que destaca lo siguiente: 

1.  La denuncia formulada el 12 de mayo de 2007 por el hermano del agraviado 
Gerardo Paredes Pérez, quien informa de su ausencia injustificada ocurrida el 10 
de mayo de 2007. 

2.  La comparecencia de 13 de mayo de 2007, de la esposa del agraviado Gama­
liel López Candanosa, quien denuncia su ausencia injustificada ocurrida el 10 de 
mayo de 2007. 

3.  El acuerdo de inicio de la averiguación previa 35/2007-I-1, del 14 de mayo de 
2007, suscrito por el Agente del Ministerio Público Investigador Especializado en 
Delitos Cometidos contra la Vida y la Integridad Física Número Uno, de la Procu­
raduría General de Justicia del Estado de Nuevo León. 

4.  La comparecencia de 14 de mayo de 2007 de la esposa del agraviado Gerardo 
Paredes Pérez, quien denuncia su ausencia injustificada. 

5.  El oficio 342/2007, del 14 de mayo de 2007, mediante el cual se solicita a los 
elementos de la Agencia Estatal de Investigaciones de la Procuraduría General 
de Justicia de Nuevo León se aboquen a la investigación de los hechos. 

6.  Los oficios, ambos sin número, del 16 de mayo de 2007, a través de los cuales 
el detective del Grupo de Delitos contra la Libertad Personal de la Agencia Esta­
tal de Investigaciones del Estado de Nuevo León rinde informes de investigación, 
aportando el nombre de dos testigos. 

7. Las comparecencias del 16 de mayo de 2007, de dos testigos de los hechos. 

8.  El oficio 62/2007, del 7 de junio de 2007, suscrito por el Coordinador de las 
Agencias del Ministerio Público Especializado en Delitos contra la Vida, a través 
del cual se remite al Agente del Ministerio Público Investigador Especializado en 
Delitos Cometidos contra la Vida y la Integridad Física Número Uno el diverso 
805/2007 de esa fecha, con el cual el Agente del Ministerio Público Investigador 
Número Uno Especializado en Robo de Vehículos remite la averiguación previa 
1620/2007-I-5, relativa a la denuncia formulada por el robo del vehículo marca 
Chevrolet, tipo Chevy, tres puertas, modelo 2006, color blanco olímpico, serie 
3G1SF21X46S144904, placas de circulación SAT-1500 del estado de Nuevo León,  
a bordo del cual viajaban los agraviados cuando se ausentaron, expediente que 
fue glosado a la averiguación previa principal. 

9.  El oficio 397, del 8 de junio de 2007, con el que el Agente del Ministerio Pú­
blico Investigador Especializado en Delitos Cometidos contra la Vida y la Integri­
dad Física Número Uno remite a esta Comisión Nacional, a través de la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos de Nuevo León, copia certificada de la indagatoria 
en cita. 
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10. El oficio 950/2007, del 6 de diciembre de 2007, suscrito por el Agente del 
Ministerio Público Investigador Especializado en Delitos Cometidos contra la Vida 
y la Integridad Física Número Uno, dirigido al detective del Grupo de Delitos 
contra la Libertad Personal, adscrito a la Agencia Estatal de Investigaciones de la 
Procuraduría General de Justicia del estado, encargado de la investigación, a tra­
vés del cual solicita el avance en la indagación de los hechos. 

11. El oficio sin número del 11 de diciembre de 2007, emitido por el citado de­
tective del Grupo de Delitos contra la Libertad Personal, con el que da respuesta 
a la petición formulada por el referido Agente del Ministerio Público, sin aportar 
datos del paradero de los aludidos comunicadores. 

12. El oficio sin número del 15 de febrero de 2008, a través del cual el encarga­
do del Grupo de Delitos contra la Libertad Personal turna al Agente del Ministe­
rio Público las fotografías de los periodistas agraviados y le reitera que se sigue 
con la investigación, sin precisar datos. 

13. El oficio 389/2008, del 29 de mayo de 2008, dirigido al Director General de 
Averiguaciones Previas de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Nue­
vo León, a quien se le solicita que, por su conducto, requiera la colaboración de 
sus homólogos de los Gobiernos de los 31 estados de la República Mexicana y 
el Distrito Federal, para establecer si cuentan con algún indicio para la localización 
de los periodistas agraviados, así como del vehículo en que viajaban éstos. 

G. El acta circunstanciada del 18 de noviembre de 2008, mediante la cual perso­
nal de esta Comisión Nacional hace constar el avance de la indagatoria 35-2007­
I-1, reportado por el Agente del Ministerio Público encargado de su integración. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 10 de mayo de 2007 los señores Gamaliel López Candanosa y Gerardo Paredes  
Pérez, reportero y camarógrafo, respectivamente, de TV Azteca Noreste, fueron 
a cubrir una orden de trabajo en la zona metropolitana de Monterrey, en esa en­
tidad federativa, desconociéndose desde entonces su paradero. 

Los días 12, 13 y 14 de mayo de 2007 los familiares de los señores Gamaliel 
López Candanosa y Gerardo Paredes Pérez comparecieron ante la Procuraduría 
General de Justicia del Estado de Nuevo León a presentar formal denuncia res­
pecto de su ausencia, por lo cual la agencia del Ministerio Público Especializada 
en Delitos Cometidos contra la Vida y la Integridad Física Número Uno inició la ave­
riguación previa 35/2007-I-1, en la que se realizaron, entre el 14 de mayo y el 8 
de junio de 2007, diversas diligencias. 

El 6 de diciembre de 2007, la autoridad ministerial, encargada de integrar la 
citada indagatoria, giró un oficio a la Agencia Estatal de Investigaciones de la Pro­
curaduría General de Justicia del Estado de Nuevo León, a través del cual solicita 
el avance en la indagación de los hechos, obteniendo respuesta el 11 de diciem­
bre de 2007 y el 15 de febrero de 2008. 

El 8 de julio de 2008, el Agente del Ministerio Público encargado de la inves­
tigación refiere que el 29 de mayo de de 2008 se solicitó la colaboración a dife­
rentes instancias de los Gobiernos de los 31 estados de la Republica Mexicana y 
el Distrito Federal para establecer si cuentan con algún indicio para la localización 
de los citados reporteros, así como del vehículo en que viajaban éstos. 
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La averiguación previa 35/2007-I-1 continua actualmente en integración para 
el esclarecimiento de los hechos. 

IV. OBSERVACIONES
 

Del análisis lógico-jurídico de los documentos contenidos en el expediente de que­
ja, que conforman las evidencias descritas en el capítulo precedente, con pleno 
respeto a las facultades conferidas a la autoridad ministerial en el artículo 21 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y sin que se pretenda 
interferir en la función de investigación y persecución de los delitos que le otorga 
el citado precepto constitucional en su párrafo primero, se advierten en este caso 
conductas y omisiones violatorias a los Derechos Humanos de los señores Gama­
liel López Candanosa y Gerardo Paredes Pérez, por parte de servidores públicos 
adscritos a la Procuraduría General de Justicia del Estado de Nuevo León. 

Lo anterior, en atención a las siguientes consideraciones: 
En términos de lo dispuesto en los artículos 3 y 23 de la Ley Orgánica de la Pro­

curaduría General de Justicia del Estado de Nuevo León la competencia del Mi­
nisterio Público en materia de investigación y persecución de los delitos compren­
de investigar los delitos del orden común, practicando para ello las diligencias 
necesarias a fin de esclarecer los hechos denunciados, así como la obligación de 
allegarse de todos aquellos elementos conducentes para tal efecto. 

Ahora bien, de la consulta practicada a las constancias de la averiguación pre­
via 35/2007-I-1 se advierte que los Agentes del Ministerio Público encargados de 
su integración han incurrido en dilación durante el trámite correspondiente, en 
razón de lo que a continuación se especifica: 

Los días 12,13 y 14 de mayo de 2007, el Agente del Ministerio Público Inves­
tigador Especializado en Delitos Cometidos contra la Vida y la Integridad Física 
Número Uno se concretó a recibir las denuncias formuladas por los familiares de 
los periodistas agraviados y girar el oficio 342/2007, el 14 de mayo de ese año, a  
través del cual se ordena a los elementos de la Agencia Estatal de Investigaciones 
se aboquen a realizar la indagación correspondiente para el esclarecimiento de los  
hechos, y quienes aportaron en sus oficios de investigación de 16 de mayo si­
guiente datos de dos testigos, los que en su comparecencia del mismo día pro­
porcionaron información referente a las amenazas que recibió el señor Gamaliel 
López Candanosa, previas a su desaparición, así como de sucesos posteriores a 
ésta, como el haber visto circulando, el 11 de mayo de 2007, el vehículo en que 
ambos periodistas viajaban, fecha ulterior a su ausencia. 

Por otra parte, se acredita que el citado Agente del Ministerio Público Investi­
gador Especializado en Delitos Cometidos contra la Vida y la Integridad Física Nú­
mero Uno incurrió en inactividad, pues, según se advierte de constancias de la 
averiguación previa que nos ocupa, se limitó a recabar, el 16 de mayo de 2007, las  
manifestaciones de los dos testigos aportados por los elementos de la Agencia 
Estatal de Investigaciones, y la siguiente actuación tiene lugar hasta el 7 de junio 
de ese año, al recibir el oficio 805/2007, mediante el cual el Agente del Ministe­
rio Público  Número  Uno  Especializado  en  Robo  de  Vehículos  remite  la  indagatoria 
1620/2007-I-5, relativa a la denuncia formulada por el robo del vehículo en el 
cual viajaban los agraviados en los momentos previos a su desaparición, delimi­
tando su actuación, el Representante Social, a ordenar la glosa de tales diligencias  
a la averiguación previa 35/2007-I-1, gestión que no puede considerarse como 
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una diligencia tendente a la investigación efectiva de los hechos, máxime que no 
se advierte que, con tal documentación, se efectuara acción alguna para esclare­
cer la desaparición de los citados comunicadores, inclusive que se le diera conti­
nuidad a esa línea de investigación, o alguna otra. 

Lo anterior se demuestra, también, con el diverso 715-2007, del 28 de septiem­
bre de 2007, mediante el cual el Ministerio Público Investigador rinde informe a 
esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos respecto de la solicitud en el 
sentido de precisar las diligencias efectuadas en la integración de la averiguación 
previa 35/2007-I-1 posteriores al 7 de junio de ese año y hasta la fecha de ren­
dición del mismo; esto, en virtud de que el Representante Social se limita a des­
cribir las diligencias de la indagatoria citada en el párrafo anterior, relativa a la 
denuncia formulada por el robo del vehículo en el cual viajaban los agraviados, 
y reitera su glosa en la averiguación previa, para finalmente señalar, como última 
acción realizada, la respuesta que dio el 8 de junio del mismo año, con el oficio 
397/2007, a una petición de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Nue­
vo León para la emisión de copias certificadas de las constancias que integraban 
hasta ese momento la averiguación previa 35/2007-I-1, diligencia que tampoco 
aporta elementos para la debida investigación de los hechos. 

Destaca, además, que el 23 de noviembre de 2007, al realizar personal de esta  
Institución Nacional la consulta de las constancias que conformaban la averigua­
ción  previa  35/2007-I-1,  verificó  que  la  última  actuación  que  obraba  en  ésta  con
siste en el libramiento del oficio 397/2007, del 8 de junio de 2007, lo que eviden­
cia que desde esa fecha, hasta el momento de la referida visita, prácticamente 
más de cinco meses, no se realizó diligencia alguna para el esclarecimiento de los  
hechos en la integración de la indagatoria, reanudando su actuación el 6 de di­
ciembre del mismo año, al girar el Representante Social el oficio 950/2007 al 
Grupo de Delitos contra la Libertad Personal, de la Agencia Estatal de Investiga­
ciones, a través del cual solicita el avance en la indagación de los hechos, obte­
niendo  respuesta  el  11  de  diciembre  siguiente,  sin  que  ésta  aporte  datos  del  pa
radero de los aludidos comunicadores. 

Posteriormente, dos meses después, el 15 de febrero de 2008, dicha instancia 
policial envía al Agente del Ministerio Público las fotografías de los periodistas agra­
viados  y  le  reitera  que  sigue  con  la  investigación,  sin  precisar  datos  al  respecto;  sin 
actuaciones nuevas por espacio de más de tres meses, reanudándose la integra­
ción  el  29  de  mayo  de  2008,  al  girarse  el  oficio  389/2008,  al  Director  General  de 
Averiguaciones Previas de esa Procuraduría Estatal, a quien se solicita que, por 
su conducto, requiera la colaboración de sus homólogos de los Gobiernos de los 
31 estados de la República Mexicana y el Distrito Federal para establecer si cuen­
tan con algún elemento que les auxilie para establecer el paradero de los perio­
distas agraviados, así como del referido vehículo. 

La dilación citada con antelación se evidencia con el oficio 497/2008, del 13 de  
junio del presente año, en que el Agente del Ministerio Público Investigador Espe­
cializado en Delitos contra la Vida y la Integridad Física Número Uno, encargado 
de la integración de la indagatoria 35/2007-I-1, refiere, fundamentalmente, que 
en el mes de mayo del año en curso se solicitó la citada colaboración a diferentes 
instancias de las referidas entidades federativas del país, lo que implica que entre 
el 8 de junio de 2007 y el 29 de mayo de 2008 transcurrieron 11 meses y 16 días 
en los cuales se omitió actuar, esto considerando que en el citado informe no se 
hace referencia a otras actuaciones que se hubiesen realizado en la indagatoria, 
no  obstante  que  esta  circunstancia  expresamente  fue  solicitada  por  esta  Comisión 
Nacional. 
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Lo anterior pone de manifiesto que las únicas actuaciones que se han llevado 
a cabo fueron las realizadas los días 12, 13, 14 y 16 de mayo, 6 y 11 de diciem­
bre de 2007, así como el 15 de febrero y el 29 de mayo de 2008, lo cual implica 
que no se practicaron más diligencias pertinentes para el esclarecimiento de los 
hechos y para establecer el móvil de los mismos, como bien pudieran haber sido, 
entre otras, la investigación de las actividades realizadas por los agraviados los 
días previos a que se dejara de tener contacto con ellos; el análisis de los casos en  
que se encontraban trabajando y/o documentando; sus relaciones personales, tan­
to en el ámbito familiar como en el laboral y el social; la interacción de cada uno 
de ellos con los diversos miembros de su comunidad; abundar en los datos apor­
tados por los testigos que ya declararon en la averiguación previa, máxime que 
uno de ellos proporcionó información referente a las amenazas que recibió el se­
ñor Gamaliel López Candanosa, previas a su desaparición; además, cabe precisar 
que para  solicitar  información  relativa  al  paradero  del  vehículo  en  que  viajaban  los 
desaparecidos transcurrió casi un año de su anterior diligencia, cuando se retoma  
la investigación de la denuncia por robo y se solicita a diversas dependencias apo­
yo para  que  coadyuven a  la  búsqueda y  localización  tanto de  los  periodistas  como  
del automóvil. 

De lo anterior se advierte violación a los derechos fundamentales al acceso a 
la  justicia,  a  la  legalidad  y  a  la  seguridad  jurídica,  así  como  a  la  debida  procuración 
de justicia, actualizada por omisión, toda vez que el Representante Social omitió 
girar los citatorios, órdenes de comparecencia, búsqueda, localización, investiga­
ción  y  presentaciones  que  fueren  necesarias,  de  las  personas  físicas  o  morales  re
lacionadas  con  los  reporteros  agraviados,  así  como  solicitar  el  auxilio  de  todas  las 
corporaciones policiales del estado y municipios de Nuevo León, además de re­
cabar de las dependencias y entidades oficiales en general informes, documentos  
y opiniones relacionados con la indagatoria, considerando que existía el indicio 
de amenazas previas, lo anterior de conformidad con lo previsto en los artículos 
14; 22, fracciones I, III y IV, así como 23, fracción fracciones VII, IX y X, de la Ley 
Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Nuevo León, que 
en términos generales señalan las formalidades que el Ministerio Público debe 
observar en la investigación y persecución de los delitos, realizando las acciones 
correspondientes para velar por la legalidad y por el respeto a los Derechos Hu­
manos en la esfera de su competencia, así como procurar la pronta, completa e 
imparcial impartición de justicia. 

Es importante destacar que si bien es cierto que en la integración de indaga­
torias sin detenido la legislación no establece un plazo máximo para su determi­
nación, igualmente cierto es que el Representante Social debe practicar tantas y 
cuantas diligencias sean oportunas, con mayor agilidad para procurar la pronta, 
completa e imparcial procuración de justicia, como prevén los artículos 22, fraccio­
nes I  y  III,  así  como  23,  fracciones  VII,  IX,  X,  y  XXX,  de  la  Ley  Orgánica  de  la  Pro
curaduría General de Justicia del Estado de Nuevo León, máxime que en los casos  
de personas desaparecidas esto podría significar su localización, y tal vez con vida. 

Por lo anterior, esta Comisión Nacional considera que se transgredieron en per­
juicio de los familiares de los agraviados los derechos a la legalidad y a la seguridad  
jurídica, así como al acceso a la justicia, consagrados en los artículos 14, párrafo 
segundo; 16, primer párrafo; 17, segundo párrafo; 20, apartado B, fracciones I, 
II, párrafos primero y segundo, y III, así como 21, párrafo primero, de la Constitu­
ción  Política  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  así  como  1o.;  3o.,  y  6o.,  incisos  a), 
c) y d), de la Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las 
Víctimas de Delitos y del Abuso de Poder, que disponen en esencia que toda per-
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sona tiene derecho a la exacta aplicación de la ley, a que se le administre justicia, 
al esclarecimiento de los delitos cometidos en su agravio, así como que se pro­
teja a las víctimas u ofendidos de esos ilícitos. 

Por las conductas antes señaladas se considera que deberá iniciarse investiga­
ción en contra de quienes han tenido a su cargo la integración de la referida ave­
riguación previa, ya que los servidores públicos tienen la obligación de ejecutar 
su encargo diligentemente y con el máximo de cuidado, tal como disponen los 
artículos 2o.; 3o., fracción II, y 133, del Código de Procedimientos Penales para 
el Estado de Nuevo León; 3o.; 4o.; 22, fracciones I y III, así como 23, fracciones 
VII, IX, X y XXX, de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del 
Estado de Nuevo León, pues, en caso contrario, se contraviene el principio cons­
titucional que establece que la justicia debe ser administrada de forma pronta y 
expedita. 

Tales omisiones también se actualizan en violación a lo dispuesto en los artícu­
los 1o. y 2o. del Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cum­
plir la Ley, en lo referente a que las autoridades cumplirán en todo momento los 
deberes que les impone la ley, además de mantener y defender los Derechos Hu­
manos de las personas. 

De igual forma, se considera que tanto los Agentes del Ministerio Público en­
cargados de la integración de la indagatoria como los elementos adscritos a la 
Agencia Estatal de Investigaciones de la Procuraduría General de Justicia del Es­
tado de Nuevo León, antes citados, han inobservado lo dispuesto en los artículos 
68, y 70, fracciones I y II, de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Jus­
ticia del Estado de Nuevo León; 50, fracciones I y LXVI, de la Ley de Responsabi­
lidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de Nuevo León, así como 
lo previsto en los puntos I y IV del Código de Ética de los Servidores Públicos de la 
Administración Pública Estatal de esa entidad federativa, en el sentido de que los 
servidores públicos están obligados a salvaguardar en todo momento los princi­
pios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia, así como asumir 
el compromiso de cumplir el servicio que les fue encomendado de manera res­
ponsable, absteniéndose de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o 
deficiencia del servicio o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo. 

Por tanto, se considera que se debe investigar a través de la Contraloría Interna 
del Gobierno del estado de Nuevo León, tanto a los Agentes del Ministerio Públi­
co como a los elementos de la Agencia Estatal de Investigaciones de la Procura­
duría General de Justicia del Estado de Nuevo León que han tenido a su cargo la 
integración e investigación de la averiguación previa iniciada con motivo de la au­
sencia injustificada de los señores Gamaliel López Candanosa y Gerardo Paredes 
Pérez, reportero y camarógrafo, respectivamente, de TV Azteca Noreste, ocurri­
da desde el 10 de mayo de 2007, a fin de determinar el grado de responsabilidad 
administrativa en que ha incurrido cada uno de ellos, por la dilación y negligencia 
durante la integración e investigación de la averiguación previa 35/2007-I-1. 

En consideración de lo anterior, respetuosamente a usted, señor Gobernador, 
se formulan las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. Se giren instrucciones al Procurador General de Justicia del estado para  
que se instruya al Agente del Ministerio Público correspondiente a fin de que se 
inicie, continúe o agote las líneas de investigación que no se atendieron en la inte-
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gración de la averiguación previa 35/2007-I-1, considerando los elementos des­
critos en la presente Recomendación, para continuar con la investigación y, en 
su oportunidad, determinarla conforme a la ley. 

SEGUNDA. Se sirva girar sus instrucciones a quien corresponda para que se dé vis­
ta a la Contraloría Interna del Gobierno del estado de Nuevo León, a efecto de que 
se inicie el procedimiento administrativo correspondiente en contra de los servi­
dores públicos de la Procuraduría General de Justicia de esa entidad federativa 
que participaron en la investigación relacionada con la averiguación previa 35/ 
2007-I-1. 

TERCERA. Se giren instrucciones a quien corresponda para que los servidores pú­
blicos de la Procuraduría General de Justicia del estado de Nuevo León, en todos 
sus niveles, durante el desempeño de sus actividades circunscriban su actuación 
a los términos de ley, como garantía de no repetición en lo futuro de los hechos 
motivo de la presente Recomendación. 

La presente Recomendación, de acuerdo con lo previsto en el artículo 102, apar­
tado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el ca­
rácter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una de­
claración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos en 
el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de ob­
tener la investigación que proceda por parte de las dependencias administrativas 
o cualesquiera otras autoridades competentes para que, de entre sus atribuciones, 
apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad de que se trate. 

Conviene reiterar que las Recomendaciones que emite la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos no pretenden, en modo alguno, desacreditar a las insti­
tuciones ni constituyen una afrenta o agravio a éstas o a sus titulares, sino que, por 
el contrario, deben ser concebidas como instrumento indispensable en las socie­
dades democráticas y en los Estados de Derecho para lograr su fortalecimiento 
a través de la legitimidad que con su cumplimiento adquieren las autoridades y 
servidores públicos ante la sociedad. Dicha legitimidad se fortalecerá de manera 
progresiva cada vez que se logre que aquéllas y éstos sometan su actuación a la 
norma jurídica y a los criterios de justicia que conllevan el respeto a los Derechos 
Humanos. 

De conformidad con lo previsto en el artículo 46, párrafo segundo, de la Ley 
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, se solicita a usted que la res­
puesta relacionada con la aceptación de esta Recomendación, en su caso, sea in­
formada en un término de 15 días hábiles siguientes a esta notificación. 

Con el mismo fundamento jurídico se solicita a usted que, en su caso, las prue­
bas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación que se le dirige se 
envíen a esta Comisión Nacional dentro del término de 15 días hábiles siguientes 
a la fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre su aceptación. 

La falta de presentación de las pruebas dará lugar a que se interprete que la 
presente Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública esta circunstancia. 

Atentamente 
El Presidente de la Comisión Nacional 
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Recomendación 60/2008
 
Caso de tortura de A1 

SÍNteSIS: El 19 de febrero de 2008 se recibió en esta Comisión Nacional, proceden­
te de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, la queja formulada 
por Q1, en la que manifestó que en la madrugada del 11 de diciembre de 2007 se en­
contraba en el interior de su domicilio, cuando se presentó T2 para informar que A1 
había sido detenido por elementos del Ejército Mexicano, por lo que de inmediato 
se trasladó a la ciudad de Torreón, Coahuila, en compañía de una abogada, y acu­
dieron a las instalaciones del Ejército Mexicano y a la Procuraduría General de la 
República, sin embargo, en ninguna dependencia pudieron informarle sobre el pa­
radero de A1. 

Añadió que en virtud de lo anterior decidió promover una demanda de amparo 
y sólo de esa manera logró que a través de un actuario judicial se le informara que su  
familiar se encontraba detenido en las instalaciones de la Procuraduría General de 
la República, en Torreón, Coahuila, por lo que se trasladó a dicho lugar, y al ver al agra­
viado observó que se encontraba lesionado. 

De la valoración lógica-jurídica de las evidencias que se allegó esta Comisión Na­
cional se pudieron advertir violaciones a los derechos de legalidad, de seguridad ju­
rídica,  de  libertad  personal  e  integridad  personal,  en  perjuicio  de  A1,  consistentes  en 
tortura, detención arbitraria y retención ilegal, atribuibles a elementos del 33/o. Ba­
tallón de Infantería de la sexta zona militar en Torreón, Coahuila, vulnerándose con 
ello el contenido de los artículos 14, párrafo segundo; 16, párrafos primero, noveno 
y décimo; 19, párrafo cuarto; 20, apartado A, fracción II; 21, párrafo noveno, y 22, 
párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1; 2; 
6, párrafo segundo; 8; 9; 10, y 12, de la Convención Interamericana para Prevenir 
y Sancionar la Tortura; 2, 3 y 5 del Código de Conducta para Funcionarios Encarga­
dos de Hacer Cumplir la Ley, adoptado por la Asamblea General de la Organización 
de las  Naciones  Unidas  el  17  de  diciembre  de  1979;  7,  9.1,  9.3,  9.5  y  10.1  del  Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 5, 5.1, 5.2, 7.1, 7.2, 7.5 y 8.2 de la Con­
vención Americana sobre Derechos Humanos, así como 7 y 8 de la Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos. 

Asimismo, para esta Comisión Nacional no pasó inadvertido que la mayor médico 
cirujano M1 no describiera en el dictamen que emitió el 11 de diciembre de 2007 las  
lesiones que presentaba el agraviado al momento en que lo revisó, con lo cual se 
transgrede la norma penal, prevista en los artículos 57, fracción II, inciso a), del Có­
digo de Justicia Militar, y 7o. y 8o. de la Ley Federal de Responsabilidades Adminis­
trativas de los Servidores Públicos, en correlación con los artículos 2o. y 3o. de la Ley 
de Disciplina del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos. 

Por lo anterior, el 28 de noviembre de 2008, este Organismo Nacional emitió la 
Recomendación 60/2008, dirigida al Secretario de la Defensa Nacional, en la que se 
le solicitó girar instrucciones a efecto de que se repare el daño ocasionado a A1, por 
medio de apoyo psicológico, médico y de rehabilitación necesarios, que permitan el 
reestablecimiento de la condición física y psicológica en que se encontraba antes de 
la violación a sus Derechos Humanos, debiéndose informar a esta institución sobre 
el resultado de las mismas; por otra parte, gire instrucciones para que se les brin­
de el auxilio a la víctima y testigos de los hechos y se tomen medidas de seguridad 
correspondientes para evitar que se realice algún acto de intimidación o represalia 
en su contra; de igual manera, se dé vista al Procurador General de Justicia Militar de  
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las consideraciones detalladas en el capítulo de observaciones de la Recomendación 
en cita, a efecto de que sean tomadas en cuenta por el Agente del Ministerio Públi­
co a cuyo cargo se encuentra la integración de la averiguación previa que se inició 
en contra de personal del 33/o. Batallón de Infantería de la Sexta Zona Militar en To­
rreón, Coahuila, con motivo de la remisión de la indagatoria AP/PGR/COAH/TORR/ 
AGII-II/37/2008, radicada por el Agente del Ministerio Público de la Federación ads­
crito a la Agencia Segunda Investigadora Mesa Dos en esa localidad, en contra de 
quien resultara responsable de los delitos de tortura y abuso de autoridad cometidos 
en perjuicio de A1, debiéndose informar sobre el trámite que se le dé a dicha inves­
tigación ministerial, durante su integración y perfeccionamiento legal y hasta su de­
terminación, así como las medidas que se lleven a cabo a efecto de garantizar su no 
repetición; por otra parte, dé vista al titular de Inspección y Contraloría General del 
Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos a fin de que se inicie el procedimiento administra­
tivo de investigación correspondiente en contra de personal del 33/o. Batallón de 
Infantería de la Sexta Zona Militar en Torreón, Coahuila, y se informe desde el inicio 
de la investigación hasta su conclusión; por otra parte, se dé vista al Procurador Ge­
neral de Justicia Militar, para que se inicie una averiguación previa en contra de la co­
mandante del Pelotón de Sanidad del 33/o. Batallón de Infantería de la Sexta Zona 
Militar en Torreón, Coahuila, y se informe a esta institución desde su inicio hasta la de­
terminación respectiva; asimismo, se dé vista al titular de Inspección y Contraloría 
General del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, a fin de que se inicie el procedimien­
to administrativo de investigación correspondiente en contra de la comandante del 
Pelotón de Sanidad del 33/o. Batallón de Infantería de la Sexta Zona Militar en To­
rreón, Coahuila, y se informe a esta Comisión Nacional desde el inicio de la investiga­
ción hasta su conclusión; de igual manera, a fin de garantizar la imparcialidad y objeti­
vidad del personal médico militar en las certificaciones de estado físico, se programen 
cursos cuya finalidad sea verificar el cumplimiento del deber jurídico y ético de ape­
garse a los procedimientos de revisión médica que la normativa establece, sin abste­
nerse de describir las lesiones que se observen, así como la obligación de denunciar 
ante el Agente del Ministerio Público casos donde se presuma maltrato o tortura; asi­
mismo, a la brevedad se establezcan cursos de capacitación y evaluación de capa­
cidades para los elementos del Ejército Mexicano, relacionados con la implementación 
de operativos derivados de la aplicación de las bases de Coordinación del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública, que garanticen el respeto a la vida, la integridad cor­
poral, la dignidad, la libertad y el patrimonio de las personas, privilegiando el empleo 
de medidas no violentas, enmarcados dentro del respeto a los Derechos Humanos; 
finalmente, gire las medidas correspondientes a efecto de garantizar que las perso­
nas que sean detenidas en los operativos que intervengan los elementos del Ejérci­
to Mexicano no sean trasladadas a sus instalaciones, sino que deberán ser puestas 
a disposición de inmediato ante la autoridad competente, y se informe de las medi­
das adoptadas. 
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México, D. F., 28 de noviembre de 2008 

Caso de tortura de A1 

Gral. Guillermo Galván Galván, 
Secretario de la Defensa Nacional 

Distinguido señor Secretario: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en los artículos 102, apartado B, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., párrafo primero; 6o., fracciones 
I, II y III; 15, fracción VII; 24 fracción IV; 42; 44; 46, y 51, de la Ley de la Comisión Nacional de los 
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Derechos Humanos, así como 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 136 de su Reglamento Interno, ha exa­
minado los elementos contenidos en el expediente CNDH/1/2008/782/Q, relacionado con el caso 
de A1, y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

El 19 de febrero de 2008, esta Comisión Nacional recibió, por razón de compe­
tencia, de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, la queja 
formulada el día 13 de diciembre de 2007 por Q1, en la que manifestó que en 
la madrugada del 11 de diciembre de 2007 se encontraba en el interior de su do­
micilio, cuando se presentó T2 para informar que A1 había sido detenido por ser­
vidores públicos del Ejército Mexicano, por lo que de inmediato se trasladó a la 
ciudad de Torreón, Coahuila, en compañía de una abogada, en donde acudieron 
a las corporaciones policiales de dicha ciudad, a las instalaciones del Ejército Me­
xicano y a la Procuraduría General de la República, sin embargo, en ninguna de­
pendencia pudieron informarle sobre el paradero de A1. 

Añadió que en virtud de lo anterior decidió promover una demanda de am­
paro y sólo de esa manera logró que a través de un actuario judicial se le infor­
mara que su familiar se encontraba detenido en las instalaciones de la Procuradu­
ría General de la República, en Torreón, Coahuila, por lo que se trasladó a dicho 
lugar, y al ver al agraviado observó que se encontraba lesionado. 

II. EVIDENCIAS 

En el presente caso las constituyen: 

A. La queja formulada el 13 de diciembre de 2007 por Q1 ante la Comisión de 
Derechos Humanos del Estado de Coahuila, que fue remitida a esta Comisión Na­
cional el 18 de diciembre de 2007, y fue recibida el 19 de febrero de 2008. 

B.  El acta circunstanciada del 17 de diciembre de 2007, en la que personal de la 
Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila hizo constar la declara­
ción de T2, en relación con las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las que 
fue asegurado A1. 

C.  El acta circunstanciada del 17 de diciembre de 2007, instrumentada por per­
sonal de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, en la que 
se hizo constar la declaración de A1 respecto de las circunstancias de tiempo, 
modo y lugar en las que fue detenido. 

D.  El oficio DH-II-1063, del 19 de marzo de 2008, suscrito por el Director de De­
rechos Humanos de la Secretaría de la Defensa Nacional, mediante el cual rindió 
el informe que se le requirió respecto de la queja presentada por Q1. 

E. El oficio 001609/08 DGPCDHAQI, del 28 de marzo de 2008, signado por la 
Directora de Atención a Quejas e Inspección en Derechos Humanos de la Procu­
raduría General de la República, a través del que remitió copia simple de la averi­
guación previa AP/PGR/COAH/TORR/AGII-II/762/2007, radicada ante el Agente 
del Ministerio Público de la Federación adscrito a la Agencia Segunda Investiga-
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dora Mesa Dos en Torreón, Coahuila, de la que se destacan, por su importancia, 
las siguientes diligencias: 

1. El parte informativo del 11 de diciembre de 2007, suscrito por PR1 y PR2, ser­
vidores públicos adscritos al Trigésimo Tercer Batallón de Infantería de la Sexta 
Zona Militar en Torreón, Coahuila, por el que pusieron a disposición del Agente 
del Ministerio Público de la Federación adscrito a la Agencia Segunda Investiga­
dora Mesa Dos en esa localidad a A1. 

2. El dictamen del 11 de diciembre de 2007, suscrito por M1, comandante del Pe­
lotón de Sanidad del Trigésimo Tercer Batallón de Infantería de la Sexta Zona Mi­
litar en Torreón, Coahuila, en el que se precisó que A1 no presentaba lesiones al 
momento de su exploración. 

3. El acuerdo del 11 de diciembre de 2007, mediante el cual el Agente del Minis­
terio Público de la Federación adscrito a la Agencia Segunda Investigadora Mesa 
Dos en Torreón, Coahuila, inició la indagatoria AP/PGR/COAH/TORR/AGII-II/762/ 
2007, en contra de A1, por su presunta responsabilidad en la comisión de los 
delitos de violación a la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, contra la sa­
lud y delincuencia organizada. 

4. El dictamen del 11 de diciembre de 2007, suscrito por un perito médico ads­
crito a la Delegación de la Procuraduría General de la República, en el que se 
precisaron las lesiones que se le infligieron a A1. 

5. El pliego de consignación del 13 de diciembre de 2007, mediante el cual el Agen­
te del Ministerio Público de la Federación adscrito a la Agencia Segunda Investi­
gadora Mesa Dos en Torreón, Coahuila, ejercitó acción penal en contra de A1. 

F.  El oficio 930/08, del 26 de marzo de 2008, con el que el Director del Centro 
de Readaptación Social en Torreón, Coahuila, remitió copia certificada del dicta­
men del 13 de diciembre de 2007, en el que constan las lesiones que presentó 
A1 a su ingreso a ese centro de reclusión. 

G.  El acta circunstanciada instrumentada por personal de la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos, en la que se hizo constar la entrevista que se le rea­
lizó en su domicilio a A1, el 2 de julio de 2008, respecto de las circunstancias de 
tiempo, modo y lugar en las que fue detenido y posteriormente lesionado por 
servidores públicos del Ejército Mexicano. 

H. La opinión técnica del 19 de agosto de 2008, emitida por la Coordinación de 
Servicios Periciales de esta Comisión Nacional, en el que se determinó la mecáni­
ca de producción de las lesiones que le infligieron a A1 servidores públicos adscri­
tos al Trigésimo Tercer Batallón de Infantería de la Sexta Zona Militar en Torreón, 
Coahuila. 

I. El oficio SPPA/2725/2008, del 14 de octubre de 2008, suscrito por el Subde­
legado de Procedimientos Penales “A” de la Procuraduría General de la República 
en el estado de Coahuila, en el que se refirió que de acuerdo con lo establecido 
por el Agente del Ministerio  Público de la Federación adscrito a la Agencia Segun-
da Investigadora Mesa Dos en Torreón, Coahuila, en el punto sexto del pliego de 
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consignación, emitido el 13 de diciembre de 2007, dentro de la averiguación pre­
via AP/PGR/COAH/TORR/AGII-II/762/2007, el 7 de febrero del año en curso, esa 
representación social inició la indagatoria AP/PGR/COAH/TORR/AGII-II/79/2008, 
misma que el 30 de abril de 2008 se acumuló a la investigación ministerial AP/ 
PGR/COAH/TORR/AGII-II/37/2008, radicada en contra de quien resultara respon­
sable de los delitos de tortura y abuso de autoridad cometidos en perjuicio de A1, 
la cual se determinó el 30 de mayo del presente año, mediante acuerdo de incom­
petencia en razón de la materia, por lo que se remitió a la Procuraduría General 
de Justicia Militar. 

J. El acta circunstanciada que elaboró el 4 de noviembre de 2008 un Visitador 
Adjunto de esta Institución, en que consta la llamada que realizó con personal 
de la Procuraduría General de la República, donde le informaron que la indagato­
ria AP/PGR/COAH/TORR/AGII-II/37/2008, que se radicó por los delitos de tortura 
y abuso de autoridad en agravio de A1, se envió al Agente del Ministerio Público 
Militar, por razón de competencia, con el oficio 1524, del 23 de octubre de 2008. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

A1 fue detenido y sometido a sufrimientos graves en su cuerpo, mediante un ar­
tefacto que utiliza corriente eléctrica (chicharra), por servidores públicos del Ejér­
cito Mexicano, quienes indebidamente lo trasladaron a un inmueble donde las 
sábanas de las camas eran de color verde militar, y después de nueve horas de 
encontrarse detenido en instalaciones militares fue puesto a disposición del Agen­
te del Ministerio Público de la Federación adscrito a la Agencia Segunda Investi­
gadora Mesa Dos en esa localidad, quien radicó la averiguación previa AP/PGR/ 
COAH/TORR/AGII-II/762/2007. 

El 13 de diciembre de 2007, el Representante Social de la Federación del co­
nocimiento consideró reunidos los elementos del tipo penal y por acreditada la 
probable responsabilidad de A1 en la comisión de un delito, por lo que ejercitó 
acción penal en su contra ante el Juez Cuarto de Distrito en Materia Penal en esa 
localidad, quien radicó la causa 11/2007; sin embargo, previa valoración de los 
elementos de convicción, mediante acuerdo del día 19 del mes y año citados, 
resolvió otorgarle su inmediata libertad por falta de elementos para sujetarlo a 
proceso, con las reservas de ley. 

Ahora bien, el Agente del Ministerio Público de la Federación adscrito a la Agen­
cia Segunda Investigadora, Mesa Dos, en Torreón, Coahuila, inició una averigua­
ción previa para investigar las lesiones que presentó A1, por los delitos de tortura 
y abuso de autoridad, la cual por razón de competencia se remitió a la Procura­
duría General de Justicia Militar, para su prosecución y perfeccionamiento legal, 
sin que a la fecha se haya resuelto. 

IV. OBSERVACIONES 

Antes de entrar al estudio de las violaciones a Derechos Humanos que dieron ori­
gen a la presente Recomendación, resulta oportuno señalar que esta Comisión 
Nacional no se opone a la prevención, investigación y persecución de los delitos 
por parte de las autoridades competentes; por el contrario, hace patente la nece-
sidad  de  que  el  Estado,  a  través  de  sus  instituciones  públicas,  cumpla  con  su  deber 
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jurídico de prevenir la comisión de conductas delictivas, investigar con los medios 
a su alcance los ilícitos que se cometan en el ámbito de su competencia, a fin de 
identificar a los responsables y lograr que se les impongan las sanciones pertinen­
tes, así como de asegurar que ningún delito sea combatido con otro ilícito, máxi­
me cuando éste tenga la connotación de lesa humanidad, como es el caso de la 
tortura, la cual se encuentra estrictamente prohibida en el sistema jurídico me­
xicano. 

Del análisis lógico-jurídico realizado al conjunto de las evidencias de que se alle­
gó esta Comisión Nacional, se acreditan violaciones a los derechos de legalidad, 
de seguridad jurídica, de libertad personal e integridad personal, consistentes en 
tortura, detención arbitraria y retención ilegal, atribuibles a servidores públicos del  
Trigésimo Tercer Batallón de Infantería de la Sexta Zona Militar en Torreón, Coa-
huila, en atención a las siguientes consideraciones: 

A. Del contenido del parte informativo del 11 de diciembre de 2007, suscrito PR1 
y PR2, servidores públicos adscritos al Trigésimo Tercer Batallón de Infantería de 
la Sexta Zona Militar en Torreón, Coahuila, se desprende “que siendo aproxima­
damente las 07:30 horas, del 11 de diciembre de 2007, durante el recorrido de 
vigilancia y patrullamiento en la colonia Francisco I. Madero, municipio del mismo  
nombre, estado de Coahuila, en la aplicación de la Ley Federal de Armas de Fue­
go y Explosivos y el “Operativo Blindaje” de la Comarca Lagunera, al circular a 
bordo de un vehículo Hummer VTP (Vehículo de Transporte de Personal), perte­
neciente al Ejército, por la calle Josefa Ortiz de Domínguez, esquina con la calle 
Constituyentes, de la colonia Insurgentes, nos percatamos que se encontraban 
dos personas del sexo masculino, con una actitud sospechosa, al respecto uno 
de ellos arrojó al piso una bolsa de plástico que traía en su mano derecha, dete­
niendo la marcha del vehículo Hummer, con la finalidad de entrevistar a dichas 
personas, por lo cual el suscrito PR1, le grité a los sospechosos ‘EJÉRCITO MEXI­
CANO’, por lo que dichas personas se quedaron inmóviles, entrevistando a los 
citados sujetos, pidiéndoles sus generales y que sacaran sus pertenencias, al 
mismo tiempo, se les realizó una revisión física, a quienes responden al A1 y otro,  
además, se encontró en el interior de la bolsa de plástico negra un vegetal verde 
y seco, al parecer marihuana”. 

El contenido del informe anterior discrepa con la realidad, toda vez que en 
sentido  diverso  se  encuentra  lo  asentado  en  el  acta  circunstanciada  del  13  de  di
ciembre de 2007, instrumentada por personal de la Comisión de Derechos Hu­
manos del Estado de Coahuila, relativa a la queja formulada por Q1, en la que 
se asentó: “que el día martes once de diciembre de 2007, alrededor de la una 
de la mañana, al encontrarse durmiendo en el interior de su domicilio particular, 
se presentó T2 y le comunicó que personal del Ejército Mexicano, había detenido 
a  A1,  por  lo  que  de  inmediato  se  trasladó  a  la  ciudad  de  Torreón,  en  compañía  de 
una abogada para buscarlo en las corporaciones policíacas, sin que obtuviera 
ningún resultado, ya que en ningún lugar le dieron razón de su paradero; incluso,  
se presentó en las instalaciones del Ejército Mexicano con residencia en el ejido 
de La Joya de esa Ciudad y enseguida a la Procuraduría General de la República, 
sin que recibiera información”. 

De igual manera, el contenido del acta circunstanciada del 17 de diciembre 
de 2007, instrumentada por personal de la Comisión de Derechos Humanos del 
Estado de Coahuila, se recibió el testimonio de T2, quien refirió “el día martes 
once del mes y año en curso, alrededor de la una de la mañana había regresado 
de cenar A1, me encontraba junto con éste y una menor de dos años de edad 
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afuera  de mi  domicilio particular, y fue cuando  se presentaron  bastantes  hombres,  
a bordo de dos camionetas color blancas y de un camión de guerra, éste último 
de los que utiliza el personal del ejército, y por instrucción de una de esas perso­
nas, lo sacaron de mi camioneta y lo subieron a la caja de carga de una de las 
unidades que ellos traían, mientras que otras de esas personas se quedaron con­
migo para interrogarme, ya que me preguntaron, quien era, a que me dedicaba, 
de quien es la camioneta, lo cual les comenté y por las instrucciones que me die­
ron, me introduje a mi casa con la menor”. 

De igual manera, del acta circunstanciada del 17 de diciembre de 2007, ins­
trumentada por personal de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de 
Coahuila, en la que A1, refirió: “mi detención la efectuaron unos elementos del 
ejército nacional en las afueras del domicilio, el cual pertenece a T2, ya que es­
taba con T2 en una camioneta junto con una menor, que su detención la reali­
zaron elementos del ejército nacional que vestían uniformes de esa corporación, 
quienes  llegaron  en  dos  camionetas  de  color  blanco  y  un  Hummer,  que  lo  bajaron 
del automotor y lo subieron a una de las unidades que traían, en la cual le obli­
garon a permanecer acostado boca abajo, ya que uno de los agentes lo sostuvo 
así con sus pies en el cuerpo, además de darme golpes y me colocaron un apara­
to eléctrico en la espalda, con el cual me daban descargas eléctricas encima de 
la ropa, preguntándome donde estaban las pacas de ropa, refiriéndose a la mer­
cancía de ropa usada que vendo, las cuales les dije que las tenía en mi bodega, 
a la cual me pidieron llevarlos, lo cual hicimos, y en el trayecto a ese sitio me se­
guían dando toques eléctricos en la espalda, posteriormente, me trasladaron a 
otro lugar, aunque no pude observar donde se encuentra, y ahí me siguieron 
dando toques eléctricos, para que les diera información, la cual no les proporcio­
naba porque ignoro de lo que querían saber, suspendieron las descargas hasta 
que la chicharra ya no funcionó; después de unas horas me trasladaron a la PGR 
donde ya no recibí malos tratos”. 

En efecto, de las evidencias que se allegó esta Comisión Nacional se encuentra 
el parte informativo  del  11  de  diciembre  de 2007, suscrito por  PR1  y  PR2,  servido­
res públicos adscritos al Trigésimo Tercer Batallón de Infantería de la Sexta Zona 
Militar en Torreón, Coahuila, que A1 fue puesto a disposición del Agente del Mi­
nisterio  Público  de  la  Federación  adscrito  a  la  Agencia  Segunda  Investigadora  Me
sa Dos en esa localidad, a las 16:45 horas de ese día, situación que se corrobora 
con el acuerdo de esa fecha, mediante el cual la autoridad ministerial radicó la 
averiguación previa AP/PGR/COAH/TORR/AGII-II/762/2007. 

Con base en las evidencias anteriores, esta Comisión Nacional estima que la 
actuación de  personal del Trigésimo  Tercer Batallón  de  Infantería de  la Sexta  Zona  
Militar en Torreón, Coahuila, que el 11 de diciembre de 2007 intervino en la de­
tención del agraviado, no fue apegada a Derecho, toda vez que el argumento 
de que A1 se encontraba en actitud “sospechosa” no constituye en sí mismo un 
elemento que facultara legalmente a los servidores públicos involucrados para 
llevar a cabo su detención, toda vez que dicha circunstancia se basó únicamente 
en una presunción; a mayor abundamiento, con un alto grado de probabilidad, 
el aseguramiento del agraviado no ocurrió de la manera en que lo describen PR1 
y PR2, de que sólo ellos dos detuvieron al agraviado, ya que en el lugar de los 
hechos se ubican a diversos miembros de las fuerzas armadas que llegaron a bor­
do de  dos  camionetas  y  un  Hummer;  que  dos  elementos  se  dirigieron  con  la  con­
ductora, mientras otros realizaban maniobras de búsqueda de indicios consti­
tutivos de delito en el interior del vehículo, momento en que el agraviado fue 
asegurado por más militares, quienes lo subieron a un automotor donde lo in-
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movilizaron y le aplicaron descargas eléctricas, mientras era sometido a interro­
gatorio. 

Por otra parte, es imperativo conocer la verdad de los presentes hechos, a fin 
de obtener el nombre y cargo del servidor público que tenía a su mando el opera­
tivo, cuántos lo conformaban y cuáles eran las órdenes recibidas por la superio­
ridad, situación que desde el punto de vista de esta institución derivó en un acto 
de molestia, contrario a lo dispuesto por el artículo 16, párrafo primero, de la Cons­
titución  Política  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos;  aspecto  que  ha  sido  reproba
do por esta Comisión Nacional a través de su Recomendación General 2/2001, 
emitida el 19 de junio de 2001, y dirigida a todos los Procuradores Generales de 
Justicia de la Federación, Secretarios de Seguridad Pública Federal y responsables 
de seguridad pública de las entidades federativas. 

También fue posible observar que en el parte informativo del 11 de diciembre 
de 2007, suscrito por PR1 y PR2, servidores públicos adscritos al Trigésimo Tercer 
Batallón de Infantería de la Sexta Zona Militar en Torreón, Coahuila, se aprecia 
que  A1  fue  puesto  a  disposición  del  Agente  del  Ministerio  Público  de  la  Federación 
adscrito a la Agencia Segunda Investigadora, Mesa Dos, en esa localidad, a las 
16:45 horas de ese día, situación que se corrobora, con el acuerdo de esa fecha, 
mediante el cual la autoridad ministerial radicó la averiguación previa AP/PGR/ 
COAH/TORR/AGII-II/762/2007. 

En tal virtud y tomando en consideración las documentales referidas, así como 
la constancia consistente en el reconocimiento médico elaborado por la mayor 
médico cirujano M1, en presencia de dos testigos de asistencia, del cual se des­
prende que se realizó a las 11:40 horas del día 11 de diciembre de 2007 en las 
instalaciones del Campo militar Núm. 6-B de la ciudad de Torreón, Coahuila, XI 
Región Militar, Sexta Zona Militar, Trigésimo Tercer Batallón de Infantería, docu­
mental que relacionada con el resto de las evidencias permite observar que la 
detención del agraviado por parte de elementos del Ejército Mexicano no se ajus­
tó a  lo  previsto  en  el  artículo  16,  párrafo  cuarto,  de  la  Constitución  Política  de  los 
Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de que “cualquier persona puede dete­
ner al indiciado en el momento en que esté cometiendo un delito o inmediata­
mente después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a disposición de la 
autoridad más cercana y ésta con la misma prontitud, a la del Ministerio Público”,  
toda vez que contrario a dicho mandato constitucional el agraviado fue detenido 
por estar en “actitud sospechosa” e internado en las instalaciones del Campo Mi­
litar Núm. 6-B, para ser puesto a disposición del Agente del Ministerio Público de 
la Federación en esa localidad, un poco más de nueve horas después de ocurrida 
su detención; máxime que una vez realizada la consignación ante el Juez com­
petente por parte del Ministerio Público, fue puesto en libertad por no existir 
elementos para proceder en su contra. 

En ese orden de ideas, para esta Comisión Nacional los elementos del Ejército 
Mexicano que participaron en la detención y retención del agraviado inobserva­
ron el contenido del artículo constitucional citado y con su conducta posiblemen­
te transgredieron los preceptos 7o. y 8o. de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos, en correlación con los artículos 2o. y 
3o. de la Ley de Disciplina del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, toda vez que 
al detener de manera indebida al agraviado y no ponerlo inmediatamente a dis­
posición del Agente del Ministerio Público de la Federación adscrito a la Agencia 
Segunda Investigadora, Mesa Dos, en Torreón, Coahuila, omitieron sujetar su ac­
tuación a los principios de legalidad, eficiencia y profesionalismo que su cargo 
requiere, aspecto que en opinión de esta Institución, deberá ser investigado por 
la Inspección y Contraloría General del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos. 
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B.  Esta Comisión Nacional también contó con elementos suficientes para acredi­
tar violaciones al derecho a la integridad física de A1, con motivo de los sufri­
mientos graves de que fue objeto por parte de servidores públicos del Trigésimo 
Tercer Batallón de Infantería de la Sexta Zona Militar en Torreón, Coahuila. 

En efecto, de las evidencias que se logró allegar ésta Comisión Nacional se des­
prende lo manifestado por A1 a personal de esta Comisión Nacional el 2 de julio 
de 2008, en el sentido de que posterior a su detención por elementos del Ejérci­
to Mexicano “lo trasladaron hasta el local que utiliza como bodega, que en el 
trayecto fue objeto de descargas eléctricas, mientras le preguntaban que a cuál 
cartel pertenecía, que él era miembro de una organización criminal, que propor­
cionara sus nombres y direcciones; […] lo estuvieron ‘paseando’ por un lapso 
aproximado de dos o tres horas, que siempre estuvo con los ojos cubiertos con 
la camiseta que vestía; más tarde, lo condujeron a un lugar que supone era el cuar­
tel militar en Torreón, Coahuila, ya que al ingresar a ese inmueble observó unas  
casas blancas, que lo pararon viendo hacia la pared y después lo introducen a un  
cuarto donde había camas con sábanas de color verde militar, lo sentaron en  
un  banco y nuevamente fue objeto de descargas en diversas partes del cuerpo 
e interrogatorio, hasta que la chicharra dejó de funcionar”. 

Asimismo, del testimonio obtenido de T2 se desprende que “a A1 lo sacaron 
de su camioneta y a través de una ventana de su casa que dirige a la calle, estu­
vo observando lo que sucedía, ya que varios de esos hombres tenían a A1 en la 
parte trasera de la unidad, sujetado con los pies que le ponían en la espalda y 
observé que le pegaban y le colocaban en el cuerpo un aparato, del cual salían 
chispas de las que observa uno cuando un cable de conducción de electricidad 
hace corto, y fue lo que le causaba dolor, ya que se escuchaba que gritaba y se 
quejaba”. 

La declaración anterior se encuentra plenamente relacionada con el contenido 
del dictamen de 11 de diciembre de 2007, suscrito por un perito médico adscri­
to a la Delegación de la Procuraduría General de la República, quien describió 
que A1 presentaba al momento de su exploración “punturas de etiología trau­
mática en región escapular izquierda y regiones dorsal y lumbar del mismo lado, 
además en brazo derecho, cara antero externa, tercio superior. En número inde­
terminado”. 

De igual manera, en el dictamen del 13 de diciembre de 2007, suscrito por el 
entonces Jefe del Departamento Médico del Centro de Readaptación Social en 
Torreón, Coahuila, se describió que A1 presentaba a su ingreso a ese centro de 
reclusión “pequeñas quemaduras en espalda (puntilleo)”. 

Por otra parte, la opinión técnica emitida el 19 de agosto de 2008 por el per­
sonal médico adscrito a la Coordinación de Servicios Periciales de esta Comisión 
Nacional en la que se determinó: “las lesiones puntiformes (puntilleo) que se des­
cribieron en la certificación por un perito médico adscrito a la Procuraduría Ge­
neral  de  la  República  el  día  11  de  diciembre  de  2007,  debido  a  lo  pequeño  de  las 
lesiones y que fueron realizadas sobre la ropa, algunas no dejaron cicatrices visi­
bles, siendo innecesarias para su detención o sometimiento; de la revisión reali­
zada  el  2  de  julio  de  2008,  se  localizaron  en  la  pierna  izquierda  dos  cicatrices  cir
culares de 0.3 centímetros, al tacto ligeramente duras, y con una distancia entre 
ambas de 5 centímetros, siendo compatibles con la distancia de las puntas de 
una chicharra y por sus características con lesión electro-específica; desde el pun­
to de vista médico forense se puede establecer que es compatible el dicho del 
agraviado en relación a que elementos del Ejército Mexicano le aplicaron to ques 
eléctricos en la espalda del lado izquierdo, brazo derecho y pierna izquierda”. 

­
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De acuerdo con las evidencias referidas en los párrafos precedentes, esta Co­
misión Nacional considera que las lesiones que se le infligieron a A1 son propias 
de maniobras de tortura, tal y como se encuentra previsto en la Convención con­
tra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles Inhumanas o Degradantes, así como 
en la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en la par­
te relativa de infligir al detenido un castigo, lo cual pudiera configurar en alguna 
de las hipótesis típicas previstas en el artículo 3o. de la Ley Federal para Prevenir 
y Sancionar la Tortura, el cual establece que comete el delito de tortura “el ser­
vidor público que, con motivo de sus atribuciones, inflija a una persona dolores 
o sufrimientos graves, sean físicos o psíquicos con el fin de obtener, del tortura­
do o de un tercero, información o una confesión, o castigarla por un acto que 
haya  cometido  o  se  sospeche  ha  cometido,  o  coaccionarla  para  que  realice  o  deje 
de realizar una conducta determinada”, situación que presumiblemente ocurrió 
en el presente caso y, por lo mismo, debe ser debidamente investigada y no per­
mitir su impunidad. 

Ahora bien, en sentido contrario a las evidencias anteriores se encuentra el 
dictamen del 11 de diciembre de 2007, suscrito por M1, comandante del Pelo­
tón de Sanidad del Trigésimo Tercer Batallón de Infantería de la Sexta Zona Mi­
litar  en  Torreón,  Coahuila,  relativo  al  examen  de  integridad  física  practicado  a  A1, 
precisó: “el presente caso no corresponde a posible tortura, y no se encuentran 
huellas de violencia física”. 

La anterior documental se contrapone con el contenido de las evidencias antes  
narradas, de manera particular al dictamen suscrito por un perito médico adscri­
to a la Delegación de la Procuraduría General de la República en el estado de 
Coahuila, el suscrito por el entonces Jefe del Departamento Médico del Centro 
de Readaptación Social en Torreón, Coahuila, así como a la opinión técnica emi­
tida el 19 de agosto de 2008, por la Coordinación de Servicios Periciales de esta 
Comisión Nacional, los cuales son plenamente coincidentes en el sentido que el 
agraviado presentaba lesiones características de tortura por la aplicación de toques  
eléctricos con una chicharra en el lado izquierdo de la espalda, en el brazo dere­
cho y en la pierna izquierda. 

Esta Comisión Nacional observa con preocupación que en casos como el pre­
sente,  en  el  que  la  perito  médico,  al  expedir  su  dictamen  de  integridad  física,  in­
curre  en  actos  y  omisiones,  como  la  que  en  el  presente  caso  ubicó  la  mayor  mé
dico  cirujano M1, que se abstuvo de describir las lesiones que presentaba en su 
superficie corporal A1, como consecuencia de los sufrimientos físicos de que fue 
objeto, que con su conducta no sólo participa pasivamente en el evento, sino 
también violenta el capítulo segundo del Protocolo de Estambul, titulado “Có­
digos éticos pertinentes”, en el cual al abordar el tema la atención de la salud 
contempla el deber fundamental de actuación, siempre de conformidad a los in­
tereses del paciente, por lo que la evaluación de la salud de un detenido con el 
fin de facilitar su castigo, torturar o encubrir es contrario a la ética profesional. 

En este sentido, no pasa desapercibido que cuando los médicos no ajustan su 
conducta a los códigos éticos pertinentes, al omitir brindar atención médica, des­
cribir lesiones o, en su caso, remitir a especialistas que proporcionen atención 
psicológica y no denunciar o encubrir a otros servidores públicos, incumplen con el  
principio fundamental que impone el deber jurídico de actuar siempre de con­
formidad con el interés del paciente, y propician con ello la impunidad, toda vez 
que una de las pruebas idóneas para acreditar actos de tortura son los certifica­
dos médicos. 

En ese orden de ideas, para esta Comisión Nacional resulta preocupante el 
hecho de que la mayor médico cirujano M1 no describiera en el dictamen que 
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emitió  el 11 de diciembre de 2007 las lesiones que presentaba el agraviado al 
momento en que lo revisó, lo cual constituye una acción tipificada de las previs­
tas en el ordenamiento penal sustantivo, ya que cuando cualquier funcionario 
público en ejercicio de sus funciones expide una certificación de hechos que no 
sean ciertos, transgrede la norma penal, por lo que en opinión de esta Comisión 
Nacional, tomando en cuenta que el artículo 57, fracción II, inciso a), del Código 
de Justicia Militar, señala que “son delitos contra la disciplina militar los del orden 
común o federal cuando fueren realizados por militares con motivo de su servicio 
o en virtud de actos derivados del mismo”, y a efecto de que esclarezca los hechos  
descritos, la Procuraduría General de Justicia Militar, con las atribuciones que le 
otorgan los artículos 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, y 81, fracciones II y III, del Código de Justicia Militar, deberá dar inicio a 
la averiguación previa correspondiente. 

Asimismo, esta Comisión Nacional estima que la mayor médico cirujano M1 
con su proceder posiblemente transgredió los artículos 7o. y 8o. de la Ley Fede­
ral de  Responsabilidades  Administrativas  de  los  Servidores  Públicos,  en  correla
ción con los artículos 2o. y 3o. de la Ley de Disciplina del Ejército y Fuerza Aérea 
Mexicanos, toda vez que no sujetó su actuación a los principios de legalidad, 
eficiencia y profesionalismo que su cargo requiere, aspecto que en opinión de 
esta Institución también deberá ser investigado por la Inspección y Contraloría 
General del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos. 

Al respecto, esta Comisión Nacional desea reiterar que la tortura es conside­
rada como una de las prácticas más reprobables y, por tanto, de mayor preocu­
pación para toda la sociedad; de ahí que no solamente en el ámbito local sino 
internacionalmente se le considere un delito de lesa humanidad, toda vez que la 
práctica de este ilícito se presenta como una de las más crueles expresiones de 
violaciones a Derechos Humanos, y resulta indudable que se continúa emplean­
do bajo la anuencia o con la tolerancia de servidores públicos, lo cual afecta a 
toda la sociedad por constituir un método que refleja el grado extremo de abuso 
de poder, y es necesario por tal motivo que el Estado asegure que ante cual­
quier denuncia de tortura se realice una investigación con el fin de lograr el cas­
tigo de los responsables. 

Por las consideraciones vertidas con anterioridad, para esta Comisión Nacional 
se observa que el agraviado fue sometido a actos de tortura, los cuales constitu­
yen una violación de lesa humanidad que implica un atentado al derecho que 
tienen los seres humanos a que se respete su integridad física y psicológica, así 
como su dignidad, por lo que se vulneró el contenido de los artículos 14, párra­
fo segundo;  16,  párrafos  primero,  noveno  y  décimo;  19,  párrafo  cuarto;  20,  apar
tado A, fracción II; 21, párrafo noveno, y 22, párrafo primero, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1; 2; 6, párrafo segundo; 8; 9; 10, y 
12, de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, y 2, 3 
y 5 del Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la 
Ley, adoptado por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Uni­
das, el 17 de diciembre de 1979, que en términos generales señalan que toda 
persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral, y 
que los mencionados funcionarios podrán usar la fuerza sólo cuando sea estric­
tamente necesario y en la medida que lo requiera el desempeño de sus tareas, 
así como el numeral 6 del Conjunto de Principios para la Protección de todas las 
Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión. 

Además, en su calidad de servidores públicos encargados de hacer cumplir la 
ley transgredieron los derechos previstos en los tratados internacionales, como 

­
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son los mencionados en los artículos 7, 9.1, 9.3, 9.5 y 10.1 del Pacto Internacio­
nal de Derechos Civiles y Políticos, y 5, 5.1, 5.2, 7.1, 7.2, 7.5 y 8.2 de la Conven­
ción Americana sobre Derechos Humanos, que en términos generales señalan 
que todas las personas tienen derecho a la seguridad y a la integridad personal. 
Particularmente, respecto de esta última, se refiere al derecho que tiene toda 
persona a no sufrir transformaciones nocivas en su estructura corporal, sea fiso­
nómica, fisiológica o psicológica, o cualquier otra alteración en el organismo que 
deje huella temporal o permanente que cause dolor o sufrimiento graves, con 
motivo de la injerencia o actividad dolosa o culposa de un tercero. 

Por lo ya expuesto, esta Comisión Nacional estima que las conductas cometi­
das en agravio de A1 no deben quedar impunes, y para ello la Procuraduría Ge­
neral de Justicia Militar deberá abocarse a la persecución e investigación de los 
hechos descritos en la indagatoria que se inició con motivo de la remisión del ofi­
cio 1524 en fecha 23 de octubre de 2008, de la averiguación previa AP/PGR/ 
COAH/TORR/AGII-II/37/2008, radicada por el Agente del Ministerio Público de 
la Federación adscrito a la Agencia Segunda Investigadora Mesa Dos en Torreón, 
Coahuila, en contra de quien resultara responsable de los delitos de tortura y abu­
so de autoridad cometidos en perjuicio de A1, misma que se inició casi un año 
después de cometidos los hechos. 

Finalmente, acorde con el Sistema No Jurisdiccional de Protección de Derechos 
Humanos, se prevé la posibilidad de que al acreditarse una violación a los mis­
mos e imputable a un servidor público del Estado, la Recomendación que se for­
mule a la dependencia pública debe incluir las medidas que procedan para lograr 
la efectiva restitución de los afectados en sus derechos fundamentales y las re­
lativas a la reparación de los daños que se hubiesen ocasionado, por lo cual en 
el presente caso se considera que resulta procedente que se repare el daño al 
agraviado, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 113, segundo párra­
fo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 9 de la Conven­
ción Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura; 44, párrafo segundo, 
de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así como 1910 y 
1915 del Código Civil Federal. 

En virtud de lo anterior, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
formula respetuosamente a usted, señor Secretario de la Defensa Nacional, las 
siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. Se giren instrucciones a efecto de que se repare el daño ocasionado 
a  A1,  por  medio  de  apoyo  psicológico,  médico  y  de  rehabilitación  necesarios,  que 
permitan el reestablecimiento de la condición física y psicológica en que se en­
contraba antes de la violación a sus Derechos Humanos, debiéndose informar a 
esta institución sobre el resultado de las mismas. 

SEGUNDA. Gire instrucciones a quien corresponda para que a la brevedad se les 
brinde el auxilio a la víctima y testigos de los hechos narrados en el capítulo de 
observaciones del presente documento y se tomen medidas de seguridad corres­
pondientes para evitar que se realice algún acto de intimidación o represalia en 
su contra. 

TERCERA. Se dé vista al Procurador General de Justicia Militar de las considera-
ciones  detalladas  en  el  capítulo  de  observaciones  del  presente  documento,  a  efec-
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to de que sean tomadas en cuenta por el Agente del Ministerio Público a cuyo 
cargo se encuentra la integración de la averiguación previa que se inició en con­
tra de personal del Trigésimo Tercer Batallón de Infantería de la Sexta Zona Mi­
litar en Torreón, Coahuila, con motivo de la remisión de la indagatoria AP/PGR/ 
COAH/TORR/AGII-II/37/2008, radicada por el Agente del Ministerio Público de la  
Federación adscrito a la Agencia Segunda Investigadora Mesa Dos en esa locali­
dad, en contra de quien resultara responsable de los delitos de tortura y abuso 
de  autoridad  cometidos  en  perjuicio  de  A1,  debiéndose  informar  a  esta  Comisión 
Nacional sobre el trámite que se le dé a dicha investigación ministerial, durante 
su integración y perfeccionamiento legal y hasta su determinación, así como las 
medidas que se lleven a cabo a efecto de garantizar su no repetición. 

CUARTA. Se dé vista al titular de Inspección y Contraloría General del Ejército y 
Fuerza  Aérea  Mexicanos,  a  fin  de  que  se  inicie  el  procedimiento  administrativo  de 
investigación  correspondiente  en  contra  de  personal  del  Trigésimo  Tercer  Batallón 
de Infantería de la Sexta Zona Militar en Torreón, Coahuila, por las consideracio­
nes expuestas en el capítulo de observaciones del presente documento, y se in­
forme a esta Comisión Nacional desde el inicio de la investigación hasta la con­
clusión del procedimiento respectivo, así como la resolución que se emita. 

QUINTA. Se dé vista al Procurador General de Justicia Militar de las consideracio­
nes vertidas en el capítulo de observaciones del presente documento para que 
se inicie averiguación previa en contra de la comandante del Pelotón de Sanidad 
del Trigésimo Tercer Batallón de Infantería de la Sexta Zona Militar en Torreón, 
Coahuila, y se informe a esta Institución desde su inicio hasta la determinación 
respectiva. 

SEXTA. Se dé vista al Titular de Inspección y Contraloría General del Ejército y Fuer­
za Aérea Mexicanos, a fin de que se inicie el procedimiento administrativo de 
investigación correspondiente en contra de la comandante del Pelotón de Sanidad  
del Trigésimo Tercer Batallón de Infantería de la Sexta Zona Militar en Torreón, 
Coahuila, por las consideraciones expuestas en el capítulo de observaciones del 
presente documento, y se informe a esta Comisión Nacional desde el inicio de la 
investigación hasta la conclusión del procedimiento respectivo, así como la reso­
lución que se emita. 

SÉPTIMA. A fin de garantizar la imparcialidad y objetividad del personal médico 
militar en las certificaciones de estado físico se deberán programar cursos cuya 
finalidad será verificar el cumplimiento del deber jurídico y ético de apegarse a 
los procedimientos de revisión médica que la normatividad establece, sin abste­
nerse de describir las lesiones que observen, así como a la obligación de denun­
ciar ante el Agente del Ministerio Público, casos donde se presuma maltrato o 
tortura. 

OCTAVA. Que a la brevedad se establezcan cursos de capacitación y evaluación 
de capacidades para los elementos del Ejército Mexicano, relacionados con la im­
plementación de operativos derivados de la aplicación de las bases de Coordina­
ción del Sistema Nacional de Seguridad Pública, que garanticen el respeto de la 
vida, la integridad corporal, la dignidad, la libertad, el patrimonio de las personas,  
privilegiando el empleo de medidas no violentas, enmarcados dentro del respeto 
a los Derechos Humanos. 
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NOVENA. Gire las medidas correspondientes a efecto de garantizar que las per­
sonas que sean detenidas en los operativos que intervengan los elementos del 
Ejército Mexicano no sean trasladadas a sus instalaciones, sino que deberán ser 
puestas a disposición de inmediato ante la autoridad competente, y se informe 
a esta Comisión Nacional, de las medidas adoptadas. 

La presente Recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, apar­
tado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el 
carácter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de las dependencias administra­
tivas o cualesquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atri­
buciones, apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad de 
que se trate. 

De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, se solicita a usted que la respuesta sobre la 
aceptación de esta Recomendación, en su caso, se informe dentro del término 
de 15 días hábiles siguientes a esta notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, se solicita a usted que, en su 
caso, las pruebas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación se 
envíen a esta Comisión Nacional, dentro de un término de 15 días hábiles siguien­
tes a la fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación 
de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la pre­
sente Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública, precisamente, esa cir­
cunstancia. 

Atentamente
 
El Presidente de la Comisión Nacional
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